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RESUMEN 
 
Estudio del Procedimiento e Implicaciones Jurídicas para el otorgamiento del Asilo por parte 
del Estado Ecuatoriano 
 
El objetivo del presente proyecto es establecer las falencias y ambigüedades existentes en el 
desenvolvimiento procesal del otorgamiento de Asilo por parte del Estado Ecuatoriano, como son 
la falta de determinación de plazos para la presentación de los informes y estudios que avalan el 
otorgamiento del derecho, el cual dilata el proceso, así como también la falta de una comisión 
específica encargada de la investigación, dentro del Ministerio de Relaciones Exteriores del 
proceso de asilo, proponiendo un marco jurídico que brinde una solución ágil y eficaz, enfocada 
únicamente en el Asilo Político.  
 
Descriptores: Asilo Político, Ministerio Relaciones Exteriores, otorgamiento, lineamientos. 
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ABSTRACT 
 
 
 
Study Procedure and Legal Implications for the granting of asylum by the 
Ecuadorian State 
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INTRODUCCIÓN 
 
Desde el aparecimiento del ser humano, en el escenario de la naturaleza, este se ha caracterizado 
por movilizarse de forma constante en búsqueda de mejores condiciones de vida, y de los 
elementos necesarios para su subsistencia, es decir que la especie humana se caracteriza por su 
permanente movilización. 
Desde los tiempos bíblicos ya existía la costumbre impuesta por razones humanitarias de otorgar 
refugio y asilo a los perseguidos que eran acusados de la comisión de delitos comunes. Los 
conventos, iglesias y templos se eligieron como sitios sagrados de protección a las personas que 
huían del acoso de sus persecutores. La violación de estos recintos para aprehender a los refugiados 
era generalmente sancionada de la manera más drástica. 
La evolución de la institución del asilo fue moldeada por la influencia del pensamiento de la 
Revolución Francesa que introdujo en la sociedad un mayor pluralismo y tolerancia dentro de un 
concepto más amplio de libertad de expresión. Lo que permitía que discrepantes ideológicos y 
activistas políticos dejen de ser perseguidos por las autoridades que ostentaban el poder público. En 
cuya virtud la protección del asilo brindada a favor de los delincuentes comunes se vio sustituida 
con la protección dada a favor de los delincuentes políticos, y este paso se dio una vez que las 
normas que regulaban el asilo, habían traspasado la esfera del ámbito religioso para ubicarse en un 
ámbito meramente jurídico. 
A sabiendas de que el Derecho de Asilo Político, constituye un amparo de protección de los 
Derechos Humanos, consagrado en los instrumentos internacionales. Estado ecuatoriano en la 
Constitución de la República del 2008 reconoce al asilo político, donde establece expresamente 
disposiciones a objeto de que esta pueda ser ejercida como un derecho fundamental de las personas. 
El Estado ecuatoriano, que se proclama como un Estado constitucional de derechos y justicia, 
propugna el principio de ciudadanía universal, y protege el asilo político buscando la protección de 
los derechos fundamentales del ser humano. 
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Pese al reconocimiento del derecho al asilo político y de proclamar expresamente principios como 
los que he mencionado en el párrafo anterior, en la sociedad ecuatoriana se puede evidenciar una 
problemática que se ha hecho evidente especialmente en los últimos tiempos, ese problema tiene 
que ver con la aplicación de procedimientos y políticas migratorias que afectan los derechos de los 
seres humanos. 
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CAPÍTULO I 
 
1. EL PROBLEMA 
 
1.1.  ¨Estudio del Procedimiento y las Implicaciones Jurídicas del Otorgamiento 
de Asilo por parte del Estado Ecuatoriano¨ 
 
1.2.  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
En su acepción más amplia, asilo es aquella garantía de los derechos humanos que consiste en la 
protección que un Estado presta, dentro de su ámbito de soberanía, a los extranjeros que hayan 
ingresado a su territorio para huir de una persecución política de la que pueden ser víctimas en su 
país de origen. Sin embargo la inexistencia de normas claras y precisas, enfocadas únicamente en el 
Asilo Político dejan a la discrecionalidad de los funcionarios el otorgamiento del mismo, y, en 
consecuencia los trámites se dilatan más allá de lo necesario. 
 
1.3.  FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
¿Cómo estructurar el procedimiento de otorgamiento del Asilo para que sea eficaz y las 
implicaciones jurídicas que el trámite conlleva? 
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1.4. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
General 
1. Revelar la inexistencia de un protocolo para conceder el Asilo Político en el Ecuador; 
 
Específicos 
1. Definir los lineamientos generales para el otorgamiento del  asilo Político; 
2. Establecer los parámetros del procedimiento por parte del Estado ecuatoriano. 
3. Puntualizar los deberes y obligaciones de los sujetos del derecho de asilo. 
  
1.5. JUSTIFICACIÓN E IMPORTANCIA 
 
Es un tema original, porque a pesar de que existen estudios realizados con antelación, relativos al 
asilo. El tema nos permite en base a una buena investigación, determinar cuáles son los efectos 
positivos y negativos a corto y largo plazo, de la creación de un manual práctico en el cual se 
establezcan los lineamientos generales para el otorgamiento del asilo por parte del Ecuador. El 
término asilo, designa a aquella práctica a través de la cual se le brindará amparo y protección a 
una determinada persona o a varios individuos, como consecuencia de diversas situaciones y 
motivos que les acontecen y por los cuales se han quedado sin esa mencionada protección.  
Es necesario el estudio de este tema porque nos permite conocer la realidad actual, para establecer 
directrices claras y precisas, que permitan que el procedimiento a llevarse, sea más eficaz. El 
trabajo, consiste en determinar cuáles son las ambigüedades que dilatan el proceso, mal gastando 
recursos económicos, administrativos y humanos, así como tabular anualmente la frecuencia de 
solicitudes de Asilo que recibe el Ecuador.  
El tema despierta gran interés ya que en los últimos años el crecimiento de la población extranjera, 
es evidente, y los ciudadanos no cuentan con la información debida, para conocer de un tema que 
les afecta directamente. 
La utilidad de este proyecto radica en que no se repetirán trabajos o estudios ya realizados, sino que 
se abordará al tema con información fresca, actualizada, procedentes desde diferentes puntos de 
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vista, especialmente de expertos en la materia, y en donde, de manera imparcial, y, en base al 
análisis de los datos, se establecerá un marco jurídico que sirva como referente al momento de 
calificar el Asilo. 
Es un proyecto factible de realizar, ya que se puede contar con una amplia fuente de información 
sobre el tema, utilizando criterios de funcionarios directamente involucrados en el proceso, así 
como, de profesionales del derecho en el área internacional. 
Los beneficiarios de la presente investigación serán los solicitantes, funcionarios, profesionales y 
estudiantes de derecho, ya que gracias a esta investigación se establecerán soluciones a las 
complicaciones presentadas en el procedimiento del otorgamiento del Asilo Político. 
El impacto del presente trabajo, es que se establecerán lineamientos claros y precisos que 
mermarán los conflictos existentes al momento de solicitar, calificar y aprobar el otorgamiento del 
Asilo Político, facilitando el procedimiento para los sujetos que intervienen en el proceso. 
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CAPÍTULO II 
2. MARCO TEÓRICO 
 
2.1. ASILO POLÍTICO 
 
2.1.1. EL DERECHO DE ASILO 
 
En el derecho de asilo como en muchas otras instituciones del derecho, sus raíces se derivan del 
latín asylum que etimológicamente, viene del griego “asylos”, significa aquello que no puede ser 
capturado, teniendo el concepto dos elementos recíprocamente implicados; el elemento subjetivo es 
la protección que se da a una persona perseguida y el elemento objetivo o elemento del lugar, es la 
protección en el lugar en el que la persona se va a sentir segura e inmune a cualquier tipo de 
persecución. Supone pues, la idea de lugar inviolable.  
El asilo es aquella institución en virtud de la cual un Estado ofrece protección a determinados 
individuos cuya vida, libertad o derechos fundamentales se encuentran gravemente amenazados o 
en peligro, por actos de persecución o violencia derivados del comportamiento activo u omiso de 
terceros Estados. La palabra asilo según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española 
significa “sitio inviolable”, “lugar privilegiado de refugio para los perseguidos”. Francisco Galindo 
Veléz (2002), señala que el Instituto de Derecho Internacional definió al asilo como “la protección 
que un Estado otorga en su territorio o en otro lugar, bajo el control de alguno de sus órganos, a una 
persona que llega a buscarlo”, notándose la influencia de diversas convenciones para lograr esta 
conceptualización. 
El tratadista Alberto Ulloa, opina  lo siguiente: 
"El Derecho de Asilo constituye una práctica internacional que cubre bajo soberanía extranjera a los 
perseguidos por delitos políticos, cuya persecución representa, casi siempre, la expresión del rencor 
antes que la de la justicia (...) jamás ha sido el asilo una práctica continua y tranquila en el orden 
internacional. Sobre su generoso y por lo mismo atrayente fondo moral y humano se han enfrentado 
y opuesto frecuentemente posiciones de apariencia irreductible, porque han sido tomadas a la 
sombra del apasionamiento político o de la jactancia o de la devoción doctrinaria y porque rozan 
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también frecuentemente, con el espectro de la intervención y con el muro rígido de la soberanía" 
(p.29). 
La figura jurídica queda delimitada en lo que se le conoce con el nombre técnico de Derecho de 
Asilo Político, el cual se lo puede definir como el amparo que da un Estado dentro de su territorio o 
su sede diplomática, a una persona perseguida por otro Estado, bajo circunstancias o razones 
políticas. Esta definición entre muchas que existen de diferentes tratadistas es la más concreta y 
simple. Desde el análisis e interpretación de los tratados podemos ensayar otra definición. El 
Derecho de Asilo Político es el amparo a que tiene derecho toda persona perseguida por razón de 
sus ideas y/o actos políticos, sea por turbas desenfrenadas o por acción del propio Estado. De 
ambas definiciones se deduce que es necesario esclarecer el concepto de amparo jurídico, que se 
encuentra implícito en todo asilo: El amparo jurídico viene a ser, una situación jurídica creada por 
la manifestación de voluntad del Estado asilante, implica que el gobierno extranjero está dispuesto 
a llevárselo a su territorio para protegerlo, tanto sus leyes, ejército y jueces. Analizando 
jurídicamente podemos decir que en estrictu sensu el amparo viene a constituir el asilo. Sin 
embargo es importante destacar que de no haber un pronunciamiento no hay asilo. 
Otra definición clara y precisa corresponde al tratadista LLANOS MANCILLA:  
"Se entiende por derecho de asilo la protección que un Estado ofrece a las personas que no son 
nacionales cuyos y cuya vida o libertad están en peligro, por actos, amenazas o persecuciones de las 
autoridades de otro Estado e incluso por personas o multitudes que hayan escapado al control de 
dichas autoridades"(p. 338). 
Su naturaleza ha sido objeto de abundantes controversias. Por un lado, la posición tradicional ha 
verticilado dicha institución como una facultad discrecional del Estado que otorgaba libremente y 
sobre un criterio humanitarista alguna de sus modalidades tuitivas en el ejercicio de su soberanía. 
Por otro lado, emerge recientemente un nuevo sector doctrinal, que configura el asilo como derecho 
subjetivo del individuo, cuya eventual realización precisa ajena colaboración. 
 
2.1.2. EVOLUCIÓN DOCTRINARIA 
 
La noción del asilo es tan antigua como la humanidad misma. La misma se practicaba entre los 
pueblos y razas primitivas, manifestado por el instinto de conservación propio del ser humano, 
buscando un lugar que le brinde protección necesaria para salvaguardar su integridad física. Sin 
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embargo en esa época el asilo no tenía ninguna forma de sustentación ya que solo era instinto y no 
como una institución jurídica. 
El asilo parece nacer de las costumbres nómadas. Estos pueblos obligados o acostumbrados a 
transitar lo aluden con asiduidad a través de la práctica de la hospitalidad, la acogida de los 
"hombres de la tienda". Así, el poeta pre-islámico Urwa Ibn Al Ward decía refiriéndose a su propia 
hospitalidad:  
"Mi lecho es el lecho del huésped, mi casa es su casa, ni siquiera una bella velada me induce a 
distraerme de él. Lo entretengo conversando porque incluso esto forma parte de la hospitalidad, 
aun sabiendo que terminara cediendo al sumo".  
El Asilo tiene sus orígenes en tiempos remotos, instaurándose de una manera religiosa dentro de las 
civilizaciones más antiguas: hebrea, egipcia y romana, sin embargo no fue denominado como un 
asilo, sino una protección a los extranjeros criminales o no, los cuales buscaban refugio en las 
iglesias o templos, las cuales en la antigüedad gozaban de inmunidad, es decir, no podían ser 
extraídos por la fuerza, ya que tal acto equivalía a una profanación, cuya consecuencia inmediata 
era una pena. Los perseguidos, veían de esta manera, en la iglesia o templo un lugar de protección, 
para escapar de una sanción, la cual por la época podía llegar a la muerte. 
Dentro de la tradición hebrea, en el libro Números que forma parte de la Biblia, se adopta en la 
época de Moisés una regla, la cual era el amparo y protección del homicida de los familiares del 
muerto, quienes por venganza podrían también matarlo, para lo que se designan 6 ciudades, tres 
ciudades al oriente del Jordán, y tres ciudades de la tierra de Canaán (occidente del Jordán), las 
cuales según servirán como refugio a homicidas involuntarios.  
CIUDAD SIGNIFICADO PROTECCION ORIENTACION 
Beser Fortaleza Débil 
ORIENTE Ramot Exaltado Desanimado 
Golán Gozo Afligido 
Cedes Santuario o Justicia Pecador 
OCCIDENTE Siquem Espalda u Hombro Fatigado 
Hebron Pacto o Comunión Desamparado 
                     Tabla 1  
                     AUTOR: Wendy Natalia Morales Lozano 
En dichas ciudades la vida del homicida no corría peligro, sin embargo, el delincuente debía 
cumplir con ciertas normas, se imponía que la congregación libraría al homicida de morir a manos 
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de la familia, quien debía permanecer hasta que el sumo sacerdote muriera, de salir de los límites 
de la ciudad que lo acogió, pierde la protección mencionada. 
Existían en la antigüedad zonas de asilo consideradas sacras cuyo territorio era inviolable y donde 
no podía ejercerse la persecución. En la civilización azteca, todo esclavo cuya condición se debiera 
a deudas o delito, podía recuperar su libertad si alcanzaba a refugiarse en el Tecpan, el palacio real. 
En el año 397 el emperador Arcadio, reconoció su existencia, en el imperio romano. La concesión 
del asilo solo conllevaba la intervención del obispo correspondiente para proteger a los desvalidos 
contra la injusticia y violencia de sus opresores, pero no impedía el castigo al delincuente acogido a 
sagrado. 
El asilo religioso, alcanzó la mayor amplitud en Grecia, puesto que allí existían muchos templos, 
entre ellos: el Altar de la Misericordia de Atenas, el Templo de Apolo en Efeso, el de Cadamo en 
Tebas y el de Delfos, los griegos tenían muy presente la frase: “el criminal excluido de la presencia de 
los hombres parece no tener mas casa que los templos ni mas protectores que los dioses” (Luna, David 
Alejandro. Pg. 19), señalándose que se otorgaba este beneficio más por un acto de hostilidad que de 
humanidad.  
La existencia de Las ciudades por generosas las unas con las otras, acogían con simpatía al 
extranjero delincuente o fugitivo e impedían el castigo por parte de la ciudad ofendida. Poco a poco 
fue reduciéndose el número de templos dedicados a proteger la seguridad de los perseguidos, 
puesto que los abusos que se realizaron desvirtuaron sus verdaderos fines. Dejo de ser una ayuda 
excepcional, convirtiéndose en un hábito, con lo que el índice de delitos aumento de manera 
abrupta; por lo que la ayuda que se brindaba a los extranjeros trajo un factor negativo, es necesario 
resaltar que este amparo tuvo un aspecto positivo, ya que gracias a este se pudo detener heridas de 
muchos esclavos y desvalidos inocentes. 
La conquista romana del territorio griego fue la que trajo aparejado un carácter más jurídico, más 
severo, más restringido del derecho de asilo. Principalmente en las etapas de la República y el 
Imperio, aun siendo un poder reconocido a la estatua de Rómulo. Otra de sus instituciones, era el 
perdón de las Vírgenes Vestales, a las cuales de manera casual podían otorgar perdón a algún 
condenado, al convertirse al cristianismo. Roma no hizo desaparecer este derecho de tipo místico 
pero lo hizo más humano. Fueron Honorio, Teodosio y Valentiniano quienes dieron las más 
importantes disposiciones referentes al derecho de asilo. León, extendió este derecho a 
toda clase de delitos sin importar su naturaleza. Cabe destacar que las novelas de Justiniano se 
observa la negación del derecho de asilo a los homicidas, a los adúlteros y a los culpables del delito 
de rapto. 
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Platón escribe en Las Leyes:  
"Toda falta cometida contra el huésped es una de las más graves faltas que pueden cometerse 
contra una divinidad vengadora. El extranjero, de hecho, aislado de sus compatriotas y su familia 
debe ser el objeto del más grande amor de parte de los hombres y los dioses. Por ello se deben 
adoptar todas las precauciones para no cometer ninguna falta contra los extranjeros”. 
En Platón la protección al extranjero se funda en el hecho de su indefensión. Esta, a su vez,  es 
consecuencia de su aislamiento. La norma platónica resume en la justificación moral de la 
protección al extranjero las bases del asilo. 
Dentro del capítulo VII de las Instituciones del Derecho Canónico, Pedro Benito Golmayo, indica 
que el derecho visigodo aceptó el derecho de asilo, debido al cual el poder civil no podía castigar al 
asilado en sagrado, cambiando su pena por una multa. La Iglesia imponía, a su vez, penitencia 
pública. 
El Derecho de Asilo que, en sus comienzos fue de origen típicamente pagano, pasó por sus rasgos 
humanos y benevolentes al cristianismo, que le supo imprimir un carácter netamente religioso. Se 
practicó no sólo en las iglesias y conventos, sino también en los cementerios y universidades, sobre 
todo en las ciudades de España. Su aplicación abarcó, en consecuencia, todos los países donde la 
influencia del cristianismo era manifiesta. 
Entre los pueblos bárbaros, el asilo impuso un límite a la venganza, inspirado en el respeto a la paz 
de las iglesias, la violación de aquello implicaba sanciones muy severas las cuales en algunas 
legislaciones llegaba a la pena capital. La religiosidad en este pueblo logró apaciguar odios y 
venganzas.  
El emperador Carlomagno, dirigió sus esfuerzos siempre al afianzamiento de las instituciones de su 
gobierno, realizando así importantes aportaciones al Derecho de Asilo, excluyendo de tal beneficio 
a los homicidas y en general a aquellos delincuentes comunes sentenciados con pena de muerte.  
Por lo que podemos hablar de una etapa pre-jurídica en donde los rasgos esenciales del asilo son: 
Predominio del interés político en la concepción de rehén como medio para la compensación, 
venganza o ventaja sobre el Estado requirente y predominio del interés divino de los Estados y las 
personas e indiferenciación de los motivos y los delitos.  
También existió el asilo en sagrado el cual viene el griego; sylos “seguro”, era una ley medieval por 
la cual cualquier perseguido por la justicia podía acogerse a la protección de iglesias y monasterios. 
Se basaba en el concepto jurídico de que cualquier oprimido por las leyes de su país podía ser 
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protegido por otra autoridad, fuese civil o religiosa, y derivaba de la antigua costumbre de 
la hospitalidad. 
Durante la Edad Media, en Europa, el derecho de Asilo era ejercido por la Iglesia Católica, mas es 
importante señalar que la finalidad que se perseguía con el asilo claramente no eran políticas, ni se 
encaminaban simplemente a defender la libertad individual, sino que buscaba objetivos espirituales 
de regeneración moral, ante ellos nada valían los intereses del Estado, es por ello que no fue 
obstaculizada por los príncipes que la veían como una institución humanitaria, haciendo así titular 
del derecho al mismo delincuente, quedando exentos quienes hubieren cometido crímenes graves y 
los deudores del fisco.  
Con el pasar de los años se verifica que el derecho de asilo se vuelve una costumbre humanitaria y 
sea hace necesario regularla jurídicamente. Por lo que los Estados comenzaron a recopilar los 
casos, las reglas y la costumbre existente a fin de reunirlos en un sólo cuerpo de leyes. Es en el año 
de 1140 mediante un decreto dictado por Graciano se reglamentó el Derecho de Asilo, 
exceptuándose del beneficio la herejía, el asesinato en iglesias y cementerios, la violación del asilo, 
la acusación de moneda falsa y el duelo.  
Posteriormente, Gregorio XIV, Benigno XIII, Clemente XI, Benigno XIV y Clemente XIII, durante 
los siglos comprendidos entre XVI y XVIII, realizaron amplias codificaciones, las cuales muestran 
el avance y alcance que llegó a tener el asilo religioso, inspirado y robustecido por el cristianismo. 
Igualmente, en el Fuero Juzgo, en el Fuero Real y en el código de las siete partidas, se trata el 
Derecho de Asilo. Cuando la iglesia cede ante el Poder Civil, en concordancia con la teoría de la 
división de poderes, en la práctica se van configurando y definiendo la autoridad del Poder Judicial. 
El Fuero Juzgo es un cuerpo legal elaborado en León en 1241 por Fernando III y que constituye la 
traducción del Liber Iudiciorum del año 654. El cual supuso el establecimiento de una norma de 
justicia común para visigodos e hispanorromanos, sometiendo por igual á los barones, cuemo a las 
mugieres, é a los grandes cuemo á los pequennos; el Fuero Real también llamado Fuero del Libro, 
Libro de los Concejos de Castilla y Fuero Castellano fue un documento legislativo/jurídico del Rey 
Alfonso X el Sabio redactado en 1254, y;  las Siete Partidas (o simplemente Partidas) es un cuerpo 
normativo redactado en Castilla, durante el reinado de Alfonso X (1252-1284), con el objetivo de 
conseguir una cierta uniformidad jurídica del Reino. 
Los Estados, bajo el mandato y la responsabilidad de hombres que gobiernan dentro de nuevos 
moldes que hacían inoperante la venganza y los sistemas bárbaros de represión, entonces el asilo 
religioso cedió ante el asilo humanitario, pero sujeto a restricciones, hasta que el asilo fue abolido 
en Europa, cuando la madurez política, hacía de éste una institución que no tenía sentido en esa 
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zona avanzada. La abolición del asilo religioso en Europa se materializó esencialmente; Francisco I 
de Francia, el 1º de Agosto de 1539, puso término al asilo por ordenanza de VILLERS 
COTTERETS. En Inglaterra, con el acta del Parlamento de 1623. España, país católico, en 1570. 
Por Felipe II, mientras en 1737 fue reconocido, el asilo, oficialmente mediante concordato con el 
Vaticano; luego, en el siglo XIX fue abolido definitivamente. 
En la época moderna absolutista, se da el nacimiento de los Estados Soberanos Nacionales, surgen 
conceptos como raison d´etat y equilibrio de poder. Existieron una gran cantidad de Tratados entre 
los Reinos, los cuales se comprometían a entregar a los delincuentes políticos que atentaban contra 
la autoridad Real, la que era considerada como el Estado, etiquetados como delitos de Lessa 
Majestad o Lessa Patria. Implica que el asilo se otorgaba a delincuentes comunes. Posteriormente 
surge el Asilo Diplomático, extraterritorial o interno; los embajadores usaban el “Jus 
Quarteriorum”, dando autoridad del todo el barrio en el que vivían, y llegaban en ocasiones a 
ejércitos que simbolizaban la potestad del Rey en otros territorios. En el siglo XV, en Europa se 
aprueba la permanencia de las embajadas, lugares a los que acudían los delincuentes comunes por 
la inmunidad y extraterritorialidad que contaban estos lugares. Carlos I de España reconoció que 
las casas de embajadores debían servir de asilo inviolable, y que nadie se permitiera violar este 
asilo, bajo ninguna circunstancia.  
El derecho de asilo nace con la Revolución Francesa, ya que la Constitución Francesa de 1791 
prescribe que: “se concede asilo a los extranjeros desterrados de su patria por causa de la 
libertad”; y, la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, en 1798, donde la 
libertad de expresión como fruto de la tolerancia ideológica y política de una sociedad pluralista, 
fue aceptando que los contrarios ideológicos y delincuentes políticos merecían de una protección 
cuando fueran objeto de persecución política. Motivo por el cual los delincuentes comunes fueron 
perdiendo el amparo que el Derecho Internacional consuetudinario les había brindado.   
En Inglaterra desde 1815 se rechaza la extradición de delincuentes políticos, por lo que Simón 
Bolívar pudo asilarse en Jamaica después de su primer intento de revolucionario fallido. En 1826 se 
niega a entregar al gobierno del zar a uno de los autores del levantamiento de San Petersburgo. En 
1830, Bélgica e Inglaterra suscriben un tratado de extradición, en el que se estipula la no entrega de 
delincuentes políticos.  
Así el amparo que nació en razón de la costumbre, llegó a convertirse en una institución del 
Derecho Internacional, la cual habría quedado en desuso debido al nacimiento de Estados 
Democráticos, que incluían garateas constitucionales en la ausencia de dictaduras o Estados que 
perseguían a delincuentes políticos.  
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La Costumbre Internacional es aquella norma que debido a su reiterada aplicación por muchos 
Estados ha sido aceptada por la mayoría de ellos. 
La Carta de las Naciones Unidas, establece que la Costumbre Internacional debe ser sistematizada 
y codificada para que muchos Estados no puedan justificar sus violaciones a las normas del 
Derecho internacional, aduciendo el uso de la Costumbre Internacional. 
La gran mayoría de la legislación Diplomática y Derecho Marítimo tienen sus orígenes en la 
Costumbre Internacional. 
En lo que concierne a América Latina, en 1823, México lograba su independencia, y celebra un 
acuerdo sobre extradición con Colombia consagrado al Asilo. El 23 de enero de 1889, en 
Montevideo, en el Primer Congreso Sudamericano de Derecho Internacional Privado, se suscribe el 
Tratado de Derecho Penal Internacional, en el cual se establece la no extradición en casos de  
delitos políticos o comunes conexos. El asilo se convierte en una costumbre jurídica suscrita por 
países Latinoamericanos desde finales del siglo veinte en diversos tratados y acuerdos regionales.  
 
2.1.3. RESPONSABILIDAD INTERNACIONAL 
 
En las relaciones internacionales predomina el aspecto político. Solo una pequeña parte de las 
relaciones internacionales tiene carácter jurídico. En el ordenamiento internacional al igual que lo 
interno, el origen del ordenamiento jurídico a dado lugar a dos doctrinas: la voluntarista, la cual 
señala que las reglas jurídicas son consideradas de la voluntad humana, como es el derecho de 
asilo, ya que dicho amparo se otorga bajo el criterio del Estado asilante; y, la doctrina objetivista, 
en que las reglas jurídicas se hallan impuestas por los hechos sociales, el derecho de asilo, se lo 
considera una costumbre jurídica ya que como se planteó anteriormente el asilo tiene su origen en 
la antigüedad, y aunque con el pasar del tiempo ha sufrido modificaciones, la necesidad de proteger 
a un individuo de ser objeto de persecución, ha permanecido. 
De la misma manera en que las personas regulan sus relaciones por contratos, los Estados lo hacen 
por tratados, acuerdos o convenciones. 
Los tratados son acuerdos de voluntades de carácter expreso que obligan a las partes, en el caso 
expreso a los Estados, se clasifican por el fondo y la forma, el primero son bilaterales, como por 
ejemplo la Carta de las Naciones Unidas; y multilaterales. Así los Estados se comprometen a una 
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colaboración y ayuda recíproca, así como también se llegan a acuerdos de mutua cooperación en 
temas específicos, que subsanen problemas de índole social, económico y en el caso particular, 
problemas políticos.  
En el año de 1933, en la Ciudad de Montevideo, se aprueba una Convención en la que se consagran 
los derechos fundamentales de los Estados. La inviolabilidad del territorio, la existencia del Estado 
no depende de su reconocimiento, la igualdad jurídica de los Estados y el derecho a la 
independencia. Es así como un Estado dentro de los límites fijados por el derecho internacional es 
libre e independiente para realizar sus actos y tomar sus decisiones sin la necesidad del 
consentimiento y aprobación de cualquier otro Estado, así como tampoco de la presión política de 
cualquier organización internacional, ya que ningún estado o grupos de estados tiene derecho a 
intervenir directa o indirectamente, en la decisión que un estado realiza al otorgar o no  asilo, y solo 
está en la obligación de respetarla. El derecho de asilo es un derecho más del Estado que de un 
individuo. El Estado no tiene la obligación de conceder el asilo. 
Según la Carta de la O.E.A. en el artículo 1º. de la Declaración sobre Asilo Territorial adoptada por 
la Asamblea General de Naciones Unidas, el 14 de diciembre de 1967. Doc.a/2312 (XXII). Son los 
deberes fundamentales de los Estados: 
a) Debe de respetar los derechos de otros Estados. 
b) Debe cumplir los tratados. 
c) No intervención. 
d) No fuerza 
Una vez que ha sido concedido el asilo, este debe ser respetado por todos los demás Estados, 
incluyendo obviamente el Estado de cuyo Territorio huyó la persona o personas asiladas. 
Cualquier acto de intimidación, violencia secuestros, etc., llevado a cabo por personas actuando en 
calidad de oficiales, o con la connivencia, apoyo o bajo el control del Estado en cuestión en contra 
del sujeto asilado, son actos claramente violatorios de la soberanía territorial y por lo tanto hechos 
ilícitos que generan la responsabilidad internacional. Si se trata de un individuo que amenaza o 
lesiona al asilado, pero actuando en su calidad de “particular” única y exclusivamente, en ese caso 
la responsabilidad del Estado no se compromete por no existir violación al derecho internacional, 
pero el Estado del cual es su nacional está en la obligación de extraditar al “particular” culpable. 
Así la competencia para conceder asilo, infiere directamente del principio de la soberanía territorial 
de los estados y la práctica internacional en materia de extradición, refuerza esta tesis, ya que es 
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generalmente reconocido que en ausencia de un tratado de  extradición con el Estado requirente, no 
existe una obligación jurídica de entregar al individuo acusado de acto delictivo. 
 
2.1.4.  SUJETOS DEL ASILO POLITICO 
 
Existe diversidad de definiciones referente a lo que es sujeto de derecho, expresada por una 
diversidad de autores en sus distintas obras, tal es el caso de NARANJO el cual infiere:  
“El sujeto de derecho es todo ente capaz de ser titular de deberes y derechos. Debe entenderse este 
concepto en relación a la capacidad jurídica que es la medida de la aptitud que tiene el sujeto para 
ser titular de obligaciones y derechos” (p.167). 
Sin embargo es importante destacar que en una relación internacional siempre hablaremos de los 
sujetos de derecho que intervienen en la problemática que para el caso particular, hablamos de 
sujeto activo y sujeto pasivo. 
En el caso particular del Derecho de Asilo, una persona natural es perseguida, los motivos que 
promuevan dicha persecución, pueden ser ideológicos o políticos. Sin embargo es importante 
destacar que no se pueden beneficiar del asilo a quienes han cometido delitos contra la paz, 
crímenes de guerra o delitos contra la humanidad.  
Sujeto de derecho son todos aquellos entes que de una u otra son susceptibles de tener tanto 
deberes como derechos y que no necesariamente se limita a lo que son personas naturales, de ahí 
que las personas jurídicas sean sinónimo de sujeto de derecho, es decir, sujeto de derecho es todo 
ente capaz de ser titular de deberes y derechos. Este concepto debe entenderse en relación a la 
capacidad jurídica que es la medida de la aptitud que tiene el sujeto para ser titular de obligaciones 
y derechos. 
En materia Internacional no es dable confundir al sujeto de Derecho con el ente. Sujeto, como lo 
hemos dicho, implica capacidad jurídica. Ente de Derecho, en cambio, son por ejemplo las 
organizaciones que sean creados con finalidad concreta, como la Organización de las Naciones 
Unidas, La Organización de los Estados Americanos, entre otras. 
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2.1.4.1. SUJETO ACTIVO 
 
El hombre por naturaleza vive y se desenvuelve en sociedad, y desde el mismo momento en que 
nace se convierte en un ente susceptible de derechos, deberes y obligaciones, por lo que se 
convierte en un sujeto de derecho. 
Sujeto activo del derecho de asilo es aquella persona o grupo de personas extranjeras que, debido al 
temor de ser perseguidos por motivos de raza, religión, nacionalidad y opinión política, se 
encuentran fuera del país de origen, por lo que se ven obligados a solicitar la protección de otro 
Estado, en el cual consideren que su integridad física, psicológica y moral se encontrará a salvo. En 
el caso concreto llamamos sujeto activo al solicitante del asilo, sin embargo, no hablamos del 
“asilado”, puesto que se lo denomina así una vez que el asilo ha sido configurado, lo cual ocurre 
una vez que la solicitud ha sido aprobada.  
Existe una divergencia de opiniones en relación al momento que el asilo es configurado como tal, 
es así que no por que el individuo, extranjero o sujeto activo ingresa al territorio por cualquier 
medio o a su vez a la sede diplomática de dicho Estado, se puede considerar al sujeto como asilado, 
ya que el ordenamiento internacional provee de mecanismos para determinar si las personas que 
solicitan el asilo merecen protección internacional.  
Se determina si el solicitante cumple con los requerimientos básicos que conlleva el derecho de 
Asilo. Además de que el derecho de asilo como se manifestó anteriormente, es un amparo que un 
Estado otorga, sin embargo el mismo no es de carácter obligatorio, la decisión de otorgar el 
derecho de Asilo es responsabilidad únicamente del Estado asilante, con el cumplimiento de las 
consideraciones internacionales, establecidas en los diferentes Tratados y Acuerdos 
Internacionales. 
 
2.1.4.2. SUJETO PASIVO 
 
Sujeto pasivo es el Estado receptor, que en el supuesto que acepte conceder el asilo, tiene la 
obligación de reconocer un status de protección a la persona que lo ha solicitado dicho amparo. 
Además es también al Estado a quien corresponde la verificación de las causas que motivan la 
solicitud de asilo político, para así comprobar si dicha razones cumplen con los requisitos 
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necesarios e indispensables para la aprobación del derecho de asilo, por parte del Estado asilante; 
como es que la vida del solicitante se encuentre en peligro debido a que la falta cometida en su país 
de origen es de carácter político. Y la persecución de la que es víctima lo obliga a abandonar su 
territorio. 
Como se mencionó anteriormente el Estado es sujeto de derecho pasivo, desde el punto de vista del 
derecho internacional, ya que su capacidad en el hecho concreto, es de recibir la petición y 
calificarla según su criterio más amplio, y luego de una investigación profunda de las causas que 
motivan la solicitud y decidir si las razones presentadas son suficientes para otorgar el amparo 
señalado. Es decir, sujeto pasivo es el estado de recepción, que es por tanto, el que está dispuesto a 
brindar la protección a la libertad, seguridad  e integridad física e ideológica del solicitante. Y 
posterior a la aprobación del Asilo es también el Estado asilante el responsable de la seguridad del 
extranjero. 
Debe advertirse que en la doctrina hay opiniones que consideran que, además del Estado, otros 
entes internacionales son sujeto de Derecho, como es el caso de los Organismo Mundiales, el 
Papado o Iglesia, las Internacionales Políticas, entre otros. Pero la doctrina clásica afirmar que solo 
el Estado es el sujeto de Derecho en razón de que solo a él puede considerársele la medida de la 
aptitud para ser titular de Deberes y Derechos Internacionales, entre ellos el Derecho de otorgar o 
no el Asilo Político. 
 
2.1.5. BIEN JURÍDICO TUTELADO 
 
En muchos casos quien solicita asilo es la persona que, en el país del que procede, corre grave 
peligro de ser asesinada o torturada por fuerzas de "seguridad" del Estado. Y ello porque no es 
extraño que en el país del que procede el solicitante del asilo exista una situación de grave 
transgresión de las libertades, bien porque está bajo un régimen totalitario, o bien por estar en 
condiciones excepcionales como lo es una guerra civil. En cualquier caso, quien solicita asilo suele 
ser un perseguido político y no un delincuente común. La institución está pensada como medio de 
protección de aquel individuo que por sus opiniones divergentes al gobierno de turno, su libertad, 
seguridad e integridad física e ideológica corren peligro.  
El bien jurídico protegido u objeto de esta garantía es esencialmente la vida, la integridad psico-
física, la libertad personal y la seguridad personal de la persona perseguida.    
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El derecho de asilo tiene una clara conexión con el reconocimiento y garantía de diversos derechos 
fundamentales, como son el derecho a la libertad de expresión, el derecho a la participación 
política, el derecho de asociación, etc.... 
El ser humano como protagonista de la lucha por sus derechos, alcanza en la comunidad jurídica 
internacional un estatus preferencial, toda vez que el artífice de la normatividad jurídica en el 
mundo puesto que es además, quien elabora sus alcances en el marco de hechos sociales que tiene 
como referencia precisamente la defensa de los Derechos Humanos (la vida y la libertad 
especialmente). 
En la doctrina existen opiniones contradictorias, por lo que hasta hoy no se define si el ser humano 
es o no persona de derecho internacional, sin embargo, en la vigencia de la protección a los 
Derechos Humanos se lo considera como tal; es decir con la personería suficiente. 
Muchos países han tomado de referencia a la Declaración Universal de los Derechos del Hombre, 
para establecer claramente los derechos fundamentales del hombre, una de ellas es Gran Bretaña, 
en su carta magna por lo que Juan Sin Tierra otorga algunos derechos a los ciudadanos de (1215) 
en 1789 después de la Revolución Francesa se aprueba la declaración de los derechos del hombre y 
del ciudadano. Estos antecedentes sirven para que en el siglo XX se consagre por la defensa de los 
Derechos Humanos. El año de 1969 el consejo de la OEA convoca a una conferencia especializada 
donde se aprueba la Convención Americana sobre Derechos Humanos entrando en vigor el año de 
1978. 
La Carta de la ONU y los Derechos Humanos, se demarcan las libertades fundamentales de todos 
aunque en la doctrina actual, existe discrepancia sobre sus alcances; unos lo consideran simples 
enunciados y otros la asignan obligatoriedad. Se complementa con la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre. 
La Asamblea General de la ONU el 10 de diciembre 1948 en París aprobó la Declaración Universal 
Derechos del Hombre, como un triunfo de la conciencia jurídica de la humanidad. Infelizmente es 
una declaración sin fuerza obligatoria para los estados, aunque sirve como fuente de derecho 
internacional. 
Sin embargo es importante establecer que existen diferentes tipos de derechos establecidos y 
creados por distintas instituciones. Uno de ellos son los derechos Fundamentales del individuo 
recogidos en la Constitución ecuatoriana y Tratados Internacionales. 
Los derechos fundamentales son un elemento estructural del Estado de Derecho por lo que 
podemos decir que solo allí, donde se reconocen y garantizan los derechos fundamentales, existe 
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Estado de Derecho. Los derechos fundamentales no deben ser considerados como solo un límite 
jurídico al poder público dentro del sistema democrático; son, por encima y antes de ello, un 
elemento necesario e imprescindible dentro del ordenamiento jurídico, de manera que no es posible 
hablar de democracia sin derechos fundamentales porque ambos conceptos se complementan y se 
presuponen recíprocamente. 
Estos derechos toman su denominación de “Fundamentales” de la importancia que poseen dentro 
del ordenamiento, como elemento material básico para configurar el sistema jurídico y político. 
Los derechos protegidos con el derecho de asilo son:  
El derecho a la vida es el que tiene cualquier ser humano por el simple hecho de existir y estar 
vivo; se considera un derecho fundamental de la persona. La vida es el derecho más importante 
para los seres humanos. Es un derecho natural, originario y primario es decir es un derecho 
fundamental que posee todo ser humano, desde el momento en que empieza su vida hasta la 
muerte, a ser y a existir de acuerdo con su dignidad. 
Entre los derechos del hombre, sin duda el más importante es el derecho a la vida, pues es la razón 
de ser de los demás, ya que no tendría sentido garantizar la propiedad, la religión o la cultura, si el 
sujeto al que se los concede está muerto.  
Es por cuanto que en muchos casos, quien solicita asilo es aquella persona que, en el país del que 
procede, corre grave peligro de ser asesinada. 
Los derechos humanos incluyen el derecho a la vida. Todos tenemos los mismos derechos 
humanos, sin discriminación alguna. 
El derecho a la vida está plasmado en el artículo 3.° de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, en cual infiere que: 
"Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona". 
Dentro del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, las personas pueden actuar 
libremente, su vida no puede ser suprimida arbitrariamente, no se pueden tolerar los medios para 
impedir su desarrollo físico emocional y social. Asimismo el Estado tiene  el deber de realizar 
acciones de prevención y sanción del delito de genocidio, prohibir la tortura, las penas crueles, 
inhumanas y degradantes. 
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Ante ese marco, sí se puede afirmar que la persona es un ser con fines propios, y estos fines sólo 
pueden ser realizados por decisión personal, estar exento de la imposición de otros individuos y de 
la coacción de los poderes públicos, que interfieran con la realización de estos fines. 
En el artículo 6 del mencionado tratado internacional, menciona:  
1. El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho estará protegido por la ley. 
Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente. 
2. En los países que no hayan abolido la pena capital, sólo podrá imponerse la pena de muerte por 
los más graves delitos y de conformidad con leyes que estén en vigor en el momento de cometerse el 
delito y que no sean contrarias a las disposiciones del presente Pacto ni a la Convención para la 
Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio. Esta pena sólo podrá imponerse en cumplimiento 
de sentencia definitiva de un tribunal competente. 
5. No se impondrá la pena de muerte por delitos cometidos por personas de menos de 18 años de 
edad, ni se la aplicará a las mujeres en estado de gravidez. 
En el Pacto de San José de Costa Rica, en su artículo 4. Derecho a la vida 
1.- Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley y, 
en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida 
arbitrariamente. 
Este derecho está reconocido en numerosos Tratados Internacionales, como la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de los Derechos civiles y Políticos, la 
convención sobre los Derechos del Niño, el Pacto de San José de Costa Rica, la Convención para la 
sanción del Delito de Genocidio, la Convención Internacional sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación racial, y, la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanas y degradantes. 
La Constitución de la Republica del Ecuador del 2008 reconoce muchos más derechos que sus 
constituciones anteriores y en su art. 66 numeral 1: “Se reconoce y garantizará  a las personas: 1.- 
el derecho a la inviolabilidad de la vida. No habrá pena de muerte”. 
El derecho a la integridad psico-física.  
El derecho a la vida entendido como derecho al mantenimiento de la integridad psicofísica y moral, 
también denominado derecho a la integridad personal o derecho a la incolumidad, puede ser 
definido como aquel derecho humano que, en cuanto concreción y desarrollo del valor vida implica 
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la exigencia o pretensión, por parte de su titular, de conservar frente a cualquier tipo de agresión, ya 
sea física o de tipo moral, la existencia dentro de unos márgenes de viabilidad y dignidad, tanto en 
su dimensión física y psíquica, como también moral. 
Es frecuente que quien solicita asilo haya sido torturado en el país del que procede por fuerzas de 
"seguridad" del Estado o corra o haya corrido grave peligro de ser torturado.  
El derecho a la integridad psico-física aparece ya recogido en las primeras declaraciones formales 
de Derechos Humanos; La Declaración de Derechos del Buen Pueblo de Virginia, decía:  
“Todos los hombres son por naturaleza igualmente libres e independientes y tienen ciertos derechos 
innatos, de los que cuando entran en estado de sociedad, no pueden privar o desposeer a su 
posteridad por ningún pacto a saber: goce de la vida y de la libertad...” 
Así también, la Declaración de Independencia de los Estados Unidos de América, sostenía:  
“Sostenemos por evidentes, por sí mismas, estas verdades: que todos los hombres son creados 
iguales; que son dotados por su Creador de ciertos derechos inalienables, entre los cuales está, la 
vida,....” 
La Declaración de Derechos y Normas Fundamentales de Delaware (1776) establecía en su artículo 
10 que: “…Todo miembro de la sociedad tiene derecho a ser protegido en el disfrute de su vida...” 
Un siglo más tarde, posterior a la Guerra Civil, se instaura la enmienda 14ª a la Constitución de los 
Estados Unidos de América, Cláusula del Debido Proceso y la Cláusula de Protección Igualitaria, 
propuesta el 13 de junio de 1866, y ratificada el 9 de julio de 1868, que establecía: “….Tampoco 
podrá Estado alguno privar a cualquier persona de la vida, la libertad...”. 
Posteriormente se establece este derecho en distintos tratados internacionales como en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, También llamada Pacto de San José de Costa 
Rica o CADH), suscrita, el 22 de noviembre de 1969 en la ciudad de San José en Costa Rica y 
entró en vigencia el 18 de julio de 1978. Es una de las bases del sistema interamericano de 
promoción y protección de los derechos humanos, la cual en su artículo 5, numeral 1 menciona: 
“1º. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral...”. El 
artículo 4 de la Carta Africana de los derechos del hombre y de los Pueblos: “La vida humana es 
inviolable. Todo ser humano tiene derecho al respeto de...la integridad física y moral de 
su persona. Nadie puede ser privado arbitrariamente de este derecho”. 
La Declaración de las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
racial, una Declaración Internacional realizada por la Organización de las Naciones Unidas y 
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proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1963, en el 
cual se unifican criterios y establecen normas para proteger y garantizar la no discriminación, 
exclusión, restricción o preferencia por raza, color, origen nacional o étnico; por lo que el articulo 7 
numeral 1, prescribe: 
“...Toda persona, sin distinción por motivo de raza, de color o de origen étnico, tiene derecho a la 
protección del estado contra todo acto de violencia o atentado contra su integridad personal 
cometido por funcionarios públicos, o por cualquier individuo, grupo o institución. 
El artículo 5 letra b) de la Convención Internacional sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación racial: articulo 5 literal b, dice que:  
“...Los Estados partes se comprometen a garantizar el derecho de toda persona...  
b) El derecho a la protección del estado contra todo acto de violencia o atentado contra la 
integridad personal cometido por funcionarios públicos o por cualquier individuo, grupo o 
institución”. 
También aparece recogido en los principales textos constitucionales actuales de distintos Estados, 
entre ellos tenemos: 
 La Constitución española de 1978 reconoce este derecho en el art. 15: Todos 
tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan 
ser sometidas a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes… 
 La Ley Fundamental de la República Federal Alemana (1949) en su artículo 2.2 dice que: 
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física... 
 La Constitución portuguesa de 1976, en su artículo 24 establece: Derecho a la vida. 1º. La 
vida humana es inviolable. 
El artículo 25 de la misma Constitución establece: Derecho a la integridad personal:  
1º. La integridad moral y física de los ciudadanos es inviolable.   
2º. Nadie podrá ser sometido a tortura ni a tratos o penas crueles, degradantes o inhumanas. 
Así también la Constitución del Ecuador de 2008 reconoce este derecho en el artículo 66: “Se 
reconoce y garantizará a las personas:  
3. El derecho a la integridad personal, que incluye: 
a) La integridad física, psíquica, moral y sexual. 
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b) Una vida libre de violencia en el ámbito público y privado. El Estado adoptará las 
medidas necesarias para prevenir, eliminar y sancionar toda forma de violencia, en 
especial la ejercida contra las mujeres, niñas, niños y adolescentes, personas 
adultas mayores, personas con discapacidad y contra toda persona en situación de 
desventaja o vulnerabilidad; idénticas medidas se tomarán contra la violencia, la 
esclavitud y la explotación sexual. 
c) La prohibición de la tortura, la desaparición forzada y los tratos y penas crueles, 
inhumanos o degradantes. 
d) La prohibición del uso de material genético y la experimentación científica que 
atenten contra los derechos humanos. 
18. El derecho al honor y al buen nombre. La ley protegerá la imagen y la voz de la persona. 
20. El derecho a la intimidad personal y familiar. 
21. El derecho a la inviolabilidad y al secreto de la correspondencia física y virtual; ésta no podrá 
ser retenida, abierta ni examinada, excepto en los casos previstos en la ley, previa intervención 
judicial y con la obligación de guardar el secreto de los asuntos ajenos al hecho que motive su 
examen. Este derecho protege cualquier otro tipo o forma de comunicación. 
22. El derecho a la inviolabilidad de domicilio. No se podrá ingresar en el domicilio de una 
persona, ni realizar inspecciones o registros sin su autorización o sin orden judicial, salvo delito 
flagrante, en los casos y forma que establezca la ley. 
29. Los derechos de libertad también incluyen: 
b) La prohibición de la esclavitud, la explotación, la servidumbre y el tráfico y la trata de seres 
humanos en todas sus formas. El Estado adoptará medidas de prevención y erradicación de la trata 
de personas, y de protección y reinserción social de las víctimas de la trata y de otras formas de 
violación de la libertad.  
El derecho a la integridad psicofísica de la persona comprende: El derecho a la integridad 
psicofísica frente a la tortura, a las penas crueles, inhumanas o degradantes y frente a los malos 
tratos; así como el derecho a la integridad moral, el cual a su vez, comprende el derecho al honor y 
la intimidad. 
El derecho a la intimidad se manifiesta: con el derecho a la propia imagen, a la inviolabilidad del 
domicilio y la correspondencia, y, a la intimidad frente a las escuchas telefónicas y la libertad 
informática. 
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El derecho a la libertad ideológica y de pensamiento, pues el asilo protege a perseguidos políticos, 
personas que consideran su libertad o vida en riesgo por razones religiosas, pertenencia a un grupo 
social determinado u opiniones o actividades políticas.  
En sentido estricto, la libertad ideológica en nuestro país no se encuentra prevista en la 
Constitución. 
Esta libertad se manifiesta en tres aspectos: 
1) Una garantía e inmunidad que protege al sujeto contra las perturbaciones de esa esfera de 
libertad por parte de los poderes públicos. 
2) Una garantía de libre manifestación de sus opciones ideológicas 
3) Una garantía contra las perturbaciones de terceros. 
Esta libertad tiene una doble dimensión: interna y externa. Por un lado, esa libertad garantiza la 
existencia de un claustro íntimo de creencias y, por tanto, un espacio de autodeterminación 
intelectual ante el fenómeno religioso, vinculado a la propia personalidad y dignidad individual; es 
decir, cada uno, en su fuero interno, puede creer o no en lo que quiera. Pero, a su lado, también 
existe una dimensión externa el denominado agere licere, (llevar a cabo algo con licencia) que 
permite a los ciudadanos externalizar ese claustro íntimo, actuando con arreglo a sus propias 
convicciones y manteniéndolas frente a terceros Ese reconocimiento de un ámbito de libertad y de 
una esfera de agere licere se complementa con su dimensión negativa: nadie podrá ser obligado a 
declarar sobre su ideología, religión o creencias, sin sufrir por ello sanción o demérito ni padecer la 
compulsión o la injerencia de los poderes públicos. 
Para que los actos de los poderes públicos puedan ser anulados por violación de la libertad 
ideológica, se requiere, cuando menos, de una parte, que dichos actos perturben o impidan de algún 
modo la adopción o el mantenimiento en libertad de una determinada ideología o pensamiento, y de 
otra, que entre los actos perturbadores de la libertad y el contenido de ésta, exista una relación de 
causalidad suficiente para articular la imputación del ilícito constitucional. 
El texto de la carta magna menciona solamente al ámbito religioso, una de las expresiones 
específicas que la integran es “su religión o sus creencias”. 
En contraste, la libertad ideológica tiene una connotación de carácter general ya que comprende 
una amplia gama de conceptos, opiniones y juicios inherentes al entendimiento humano. Una 
ideología puede entenderse como la expresada por el Diccionario de la Real Academia de la 
Lengua Española, (2001) como “conjunto de ideas fundamentales que caracteriza el pensamiento 
de una persona, colectividad o época, de un movimiento cultural, religioso o político...”. 
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En dicho sentido, la libertad ideológica se traduce en un ámbito de decisión personal, un 
pensamiento para adoptar una propia visión del universo y comprender la manera en que se quiere 
asumir el proyecto vital y su relación con el otro.  
El primer numeral 8 del artículo 66 de la Constitución de la Republica:  
“… el derecho a practicar, conservar, cambiar, profesar en público o en privado, su religión o sus 
creencias, y a difundirlas individual o colectivamente, con las restricciones que impone el respeto a 
los derechos. El Estado protegerá la práctica religiosa voluntaria, así como expresión de quienes 
no profesan religión alguna, y favorecerá un ambiente de pluralidad y tolerancia”. 
Orozco Henríquez José de Jesús, en su libro Libertad de conciencia (2002), identifica a la libertad 
de creencia religiosa con la libertad de pensamiento o de conciencia. Sin embargo, de la simple 
lectura del texto constitucional prenombrado no deja lugar a duda que exclusivamente se refiere a 
la cuestión religiosa, pues no existe una especificación clara del tipo de creencia. 
El derecho a la seguridad personal, Desde el punto de vista etimológico la palabra seguridad se 
deriva del término “securitas”, que significa la cualidad del cuidado de sí. Dicho término ha sido 
incorporado en el ámbito del derecho y vinculado desde tiempos inmemorables a los fines 
esenciales del Estado, como lo expuso Thomas Hobbes en 1651, cuando planteó que la existencia 
del mismo, sólo es justificable ante los ciudadanos por causa de su deber de suministrarles 
seguridad. La seguridad es pues, junto a la ley, el orden y la justicia, uno de los servicios estatales 
básicos, cuyo suministro funcional y efectivo es propio de los Estados fuertes, y por lo tanto, su 
contradictorio, la inseguridad se encuentra visiblemente palmaria en estructuras estatales 
debilitadas. 
La seguridad es una de las características de cualquier persona, civilización, pueblo o nación que 
nos indica que está libre de cualquier peligro, se puede referir a la seguridad como la ausencia 
de riesgo. Sin embargo, el término puede tomar diversos sentidos según el área o campo a la que 
haga referencia. 
A grandes rasgos se entiende que mantener un sistema seguro, consiste en garantizar tres aspectos: 
integridad, confidencialidad y disponibilidad. La confidencialidad significa que los objetos de un 
sistema han de ser únicamente por sujetos autorizados a ello, y que esos elementos no van a hacer 
esta información accesible a entidades; la integridad quiere decir que los objetos sólo pueden ser 
cambiados por alguien autorizado, y de una manera controlada, y la disponibilidad indica que los 
objetos del sistema tienen que permanecer accesibles a aquellos elementos autorizados.  
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Es así que este derecho al igual que los anteriores señalados busca evitar torturas y malos tratos, así 
como la aplicación de penas crueles, inhumanas y degradantes.   
No hay que olvidar que la causa fundamental generadora de asilos, es la preocupación de los 
ciudadanos a persecuciones, por manifestar un pensamiento o ideología distinta a su gobierno de 
origen. 
Es así como la Declaración Universal de Derechos Humanos, en su artículo 3, establece que “Todo 
individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”, constituyendo el 
punto de referencia en el sistema internacional actual en lo que concierne al tema de la 
reglamentación de los derechos ciudadanos. Ecuador, estando adscrito a la Organización de las 
Naciones Unidas y a la Organización de los Estados Americanos, está obligado a hacerlos respetar 
en el interior de su territorio para todos sus habitantes. 
A su vez, se tiene el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el cual consagró el 
derecho a la seguridad personal en el ordinal primero de su artículo 9, precedido por el derecho a la 
libertad personal, de la siguiente manera: “Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la 
seguridad personales”. En este caso, el Comité de Derechos Humanos es el órgano encargado de 
velar por su aplicación, estando facultado para conocer de las violaciones a los derechos 
establecidos en el Pacto.  
 Del mismo modo, el derecho a la seguridad personal se encuentra reconocido en el sistema 
interamericano por medio de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el cual dispone 
en el inciso primero de su artículo 7: “Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad 
personales”.  
 
Artículo 5.1 de la Convención Europea de Derechos Humanos. ”Toda persona tiene derecho a...la 
seguridad…”. 
 Artículo 7.1 de la declaración de las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación racial, proclamada por la Asamblea general de las Naciones 
Unidas el 20 de Noviembre de 1963:  
“...Toda persona, sin distinción por motivo de raza, de color o de origen étnico, 
tiene derecho a la seguridad personal...”. 
 Artículo 5 letra b) de la Convención Internacional sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación racial, de 1965: 
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“...los Estado partes se comprometen a garantizar el derecho de toda persona…. b) 
El derecho a la seguridad personal y a la protección del estado contra todo acto de 
violencia o atentado contra la integridad personal, cometido por funcionarios públicos o 
por cualquier individuo, grupo o institución”. 
 
 Artículo 2 de la Declaración de los Derechos y Libertades Fundamentales, aprobada por el 
parlamento Europeo en virtud de la Resolución de 16 de mayo de 1989: “Todo individuo 
tiene derecho a...la seguridad de su persona”. 
Básicamente los derechos fundamentales persiguen garantizar el buen vivir, mas a pesar de la 
promulgación de numerosos Tratados y Acuerdos, a nivel mundial, aun existen lugares y países 
donde la vulneración de derechos persisten: y más triste aun es saber que el pleno siglo XXI, se 
cometan delitos de lessa humanidad, cuya naturaleza permite un enjuiciamiento dinámico por parte 
de los estados. Como son la esclavitud, el genocidio, el terrorismo y la tortura.  
El derecho internacional público protege al ser humano contra cualquier restricción a su libertad, 
por ello, la esclavitud es considerada la forma más brutal de atentar contra la libertad humana. 
A pesar de la existencia de acuerdos que protegen este derecho, lamentablemente  la tortura es uno 
de los instrumentos de abuso de poder más antiguo que se conozca, no sólo estados despóticos sino 
también regímenes democráticos han apelado a él. Incluso se podría recordar a la inquisición 
romana o la española, como instituciones eclesiales que hicieron uso de mecanismos muy 
semejantes a los descritos en la resolución No. 3379 de la Asamblea General de la ONU, aprobada 
el 10 de noviembre de 1975, equiparando el racismo en general y con el apartheid sudafricano en 
particular, llamando a su eliminación, entendiéndola como una forma de discriminación racial. La 
resolucion tenía carácter declarativo y no vinculante, fue anulada por la resolución 4686 del 16 de 
diciembre de 1991, una de las más cortas de la historia de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas. 
Aunque los fines hubieran sido diferentes, nunca serán justificables. Otro tanto podemos decir de 
prácticas igualmente aberrantes que puedan darse entre particulares, aunque ello puede deberse a la 
mera patología severa de uno o ambos intervinientes. Pero lo que resulta todavía más repudiable es 
que en la actualidad, según el último informe de Amnistía Internacional cientos de Estados incluso 
signatarios de la Convención contra la tortura continúan con estas prácticas. 
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2.1.2. DELITO POLÍTICO 
 
El derecho de asilo está concebido, como una institución inspirada por razones humanitarias en 
favor de todas aquellas personas que son perseguidas por la comisión de delitos políticos. El 
sentimiento de solidaridad humana obliga a la protección de personas, cuya vida, libertad y 
seguridad corren inminente peligro. Pero en el caso del derecho de asilo, debemos observar, que 
sólo está autorizado, por el derecho consuetudinario o por el convencional, para los perseguidos por 
delitos políticos, más no, para las personas perseguidas por delitos comunes. 
La calificación de la naturaleza del delito le corresponde siempre al Estado asilante, sólo a éste le 
corresponde calificar si el delito es político o es común, o si acaso, es un delito común conexo con 
causa o fines políticos. El derecho de calificar el delito es prerrogativa exclusiva del Estado 
asilante, el Estado territorial no puede disputarle este derecho, porque está reconocido 
contractualmente mediante Convenciones suscritas, ratificadas y canjeadas por la mayoría de los 
Estados Americanos, signatarios de tales instrumentos internacionales. 
Sin duda uno de los problemas de más difícil solución que presenta esta materia de derecho 
internacional, es la delimitación del delito de carácter político. No se puede aseverar que a nivel 
internacional exista un consenso sobre la definición de “delito político”, pues en la mayoría de las 
veces, éste es determinado por el momento en el que ocurre, es decir al contexto de tiempo – 
espacio del Estado en cuestión. A través de los tiempos la concepción del delito político se ha 
transformado y evolucionado a la par con la sociedad, así como de su sistema político.  
El delito político nace en la Grecia antigua, donde ofendían a las divinidades, siendo un factor de 
corrupción del pueblo. Los insurgentes en Roma cometían delito contra la Patria llamado 
perdulleio, entre los más comunes eran ataques a la Constitución, faltas a los deberes de los 
ciudadanos para con su Estado, atentados o injurias contra el magistrado o el Emperador.  
Al no haber una definición clara del delito político, hay que considerar que en muchas ocasiones 
ésta depende de la ideología política de quien lo aborde, es decir, la tendencia ideológica del Estado 
que se considere perjudicado. Sin embargo en términos generales podemos afirmar que consta de 
un elemento subjetivo, determinado por los fines, motivos o el “móvil” del delincuente, para 
cometer un delito el cual para calificar de carácter político, requiere que la finalidad de la 
infracción haya sido guiada por un interés político.  
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La diferencia fundamental con los delitos comunes es justamente ésta, ya que los mismos son de 
carácter personal y egoísta. En cambio, en el delito político, el delincuente actúa con la idea de 
favorecer a la sociedad o a un grupo de ella; tiene un fin altruista, considerando que a pesar de estar 
en contra de la ley su proceder es el debido; y, un elemento objetivo, el cual deja de lado los 
motivos y toma en cuenta la naturaleza del bien jurídico dañado o perturbado, de modo que si el 
bien jurídico es de carácter político, el delito también lo será. Por lo que podemos decir que, los 
delitos políticos serian aquellos que tienden a afectar a un determinado orden político-social.  
Ciertos pensadores de derecho aseguran que la naturaleza del delito político es extrajurídica. 
Francisco Carrara, cree que el delito político es fruto de la necesidad y de la excepción, siendo un 
fenómeno fuera del campo de la normatividad. 
Dentro de nuestra Carta Magna como atribuciones de la Asamblea Nacional en el art. 120 numeral 
13, se dice que el delincuente político puede ser indultado o amnistiado, es decir, que no podrá ser 
extraditado, además de no perder los derechos políticos, pudiendo recibir asilo, sin que se 
pronuncie una sola palabra sobre las víctimas o el bien jurídico afectado.  
Bajo el sistema actual, se somete al delito cometido a la ley existente, para determinar su naturaleza 
y poder calificarlo, sosteniendo que el delito político constituye un atentado contra la Seguridad 
Interior del Estado, lo que conlleva a dar un trato más humanitario al delincuente político.  
Cabe recalcar que dentro de la legislación ecuatoriana no existe un concepto claro de delito 
político. Existen varias disposiciones legales que hacen referencia a este tipo de delito, mas no se lo 
expresa como delito político sino como delitos contra la seguridad interior del Estado.  
Dentro del Código Penal vigente, el capítulo III, de los Delitos contra la Seguridad Interior 
del Estado, el artículo 130 expresa: 
 “El que en cualquier forma o por cualquier medio de alzar contra el Gobierno, con el objeto de 
desconocer la Constitución de la Republica del Ecuador, deponer el gobierno constituido, impedir 
la reunión del Congreso o disolverlo, o provocar la guerra civil, será reprimido con reclusión 
mayor de cuatro a ocho años. El acto existe desde que hay tentativa punible”. 
Es importante destacar que el artículo hace referencia a un gobierno “constituido”, no 
constitucional, es decir no especifica el tipo de gobierno, razón por la cual, ésta disposición protege 
a cualquiera que fuere el origen del gobierno. 
30 
 
Otro supuesto de la infracción estudiada constituye el impedimento a la reunión del Congreso y su 
disolución. Esto implica la desaparición del poder legislativo, y por ende, la destrucción de la Carta 
Política que establece los tres poderes. 
En su parte final menciona que el delito se consuma desde que hay tentativa punible, es decir que 
los actos ejecutados serán penados y sancionados, aún si el objetivo de la revuelta no se ha 
ejecutado en su totalidad. Ya que se ha violentado la norma existente. La tentativa en esta 
infracción se identifica con la consumación. Este aspecto es sumamente distinto al derecho interno 
puesto que la tentativa es la comisión de la infracción sin la consumación.  
Se puede decir que es un delito perfecto, puesto que la tentativa de un delito presupone que no se 
ha consumado, basta que se hayan iniciado los actos de ejecución. Cada ciudadano tiene un 
derecho abstracto por lo tanto intangible, como es la tranquilidad pública y la organización política 
del Estado, mas dependiendo de la política interna de un Estado, esta puede modificarse a las 
necesidades del gobierno de turno, razón por la cual el delito político puede considerarse perfecto 
puesto lo que vulnera es intangible y variable  
La tentativa a la que se refiere este artículo es la definida en el Art. 16 del Código, ya que la 
tentativa en esta norma se caracteriza por la práctica de actos idóneos: el principio de la ejecución 
es indispensable. Lo que se persigue en el delito político es la tentativa, ya que el fracaso o la 
ausencia de éxito; y, la consolidación del gobierno atacado originan el delito político. 
Es importante recalcar que los delitos comunes también pueden ser delitos políticos, siempre y 
cuando la comisión del mismo tenga un fin político, sin embargo, aún si el móvil es de carácter 
político no se habla de delito político como tal, sino de delitos políticos relativos conexos.  
Debido a la ausencia de una definición legal del delito político, dentro de nuestra legislación, así 
como de su naturaleza y contenido, muchas infracciones de tipo común se encuentran en el mismo 
capítulo, el cual se refiere a delitos contra la seguridad del Estado, causando confusión y 
ambigüedad al diferenciar un delito político relativo conexo de un delito de carácter común. Puesto 
que únicamente prima un criterio objetivo, que no es más que precautelar el bien jurídico; más no 
se determina claramente el fin o motivo que persigue el delincuente político de manera individual, 
debiendo analizarlo en conjunto. 
Dentro de la naturaleza del delito político debe existir una proporcionalidad entre el daño político y 
el daño privado, en cuanto que el daño político sea superior cualitativa y cuantitativamente al daño 
que puedan sufrir los intereses de los particulares. De ahí que se excluyan de la categoría de delitos 
políticos los actos de terrorismo el cual se encuentra tipificado dentro del código penal ecuatoriano 
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en el Capítulo IV, ya que a pesar que ambos afectan al orden público, la seguridad del Estado y las 
relaciones internacionales, este busca la destrucción del orden establecido y la creación de un clima 
de terror e inseguridad. 
De la conferencia de Derecho Penal Internacional de 1935 celebrada en Copenhague surgieron 
conceptos del delito político: calificándolo como una infracción dirigida contra la organización o el 
funcionamiento del Estado, así como las dirigidas contra los derechos que de ellos se derivan para 
el ciudadano. Mas no serán consideradas como políticos los delitos que creen un peligro común o 
un estado de terror, así como también si el autor del delito lo hizo por razones egoístas.  
Motivo por el cual el Estado ecuatoriano se ha convertido, para algunos extranjeros, en una opción 
para huir de la inestabilidad política y social que sus países de origen atraviesan. Puesto que un 
gobierno socialista, como a nivel mundial se ha catalogado al Ecuador, tiene como objetivo 
principal el cumplimiento de los derechos humanos por igual para todos los ciudadanos sin 
importar su nacionalidad, religión, etnia, condición económica, social o política. Y lo primordial 
que los extranjeros consideran atractivo del gobierno de turno es que no se acobarda por la presión 
internacional de aquellos Estados conocidos como política y económicamente fuertes. 
Es así como el Ministerio de Relaciones Exteriores analiza la solicitud de Asilo y en base a una 
investigación, se determina si las razones presentadas por el solicitantes son suficientes y cumplen 
con los requisitos para que ésta protección jurídica lo ampare. Sin embargo, para algunos 
solicitantes, el camino para lograr el estatus a veces es tortuoso y lleno de penurias. 
El Ecuador es firmante de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y del 
Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados de 1967 que lo obligan a darle cumplimiento a las 
obligaciones internaciones contraídas en ambos tratados.  
Según dicha Convención, en el articulo 1 literal f, se consideran como causales de esa supresión, 
los delitos contra la paz, delitos de guerra, delitos contra de la humanidad y los delitos cometidos 
contrarios a las finalidades y principios de la ONU. 
 
2.1.3. PRINCIPIOS DEL ASILO POLÍTICO 
 
Muchos tratadistas del derecho internacional público coinciden en que los principios constituyen el 
núcleo del sistema jurídico internacional, ya que son el fundamento sobre el cual se levantan las 
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normas jurídicas internacionales, estas normas han sido aceptadas y reconocidas por la comunidad 
internacional.  
Con la concesión del asilo se adquieren derechos y como tal se fundamentan en principios como. El 
derecho a que no se le niegue la entrada en el territorio del Estado. Este principio, llamado de "non 
refoulement" consiste en que ninguna persona puede ser rechazada en la frontera, expulsada o 
devuelta al país en que es perseguido. El término non-refoulement, o no devolución, deriva del 
término francés refouler, que significa “empujar hacia atrás, hacer retroceder a las personas”.  
La concesión de un status jurídico que supone la protección del solicitante, respecto del país de que 
procede, protegiéndose en consecuencia esencialmente su vida y seguridad personal, además de los 
demás derechos a ellos conexos.  
En la carta de la ONU, capítulo I, propósitos y principios, en su art. 2, enuncia los principios 
básicos del derecho internacional. Sin embargo, dentro del asilo político se utiliza principalmente 
dos principios el de igualdad soberana y el de no intervención en asuntos internos de los pueblos. 
Los cuales se encuentran estrechamente ligados. 
El otorgamiento de la condición de asilado es un acto de soberanía, aunque la doctrina lo determine 
como un derecho fundamental del individuo, de carácter discrecional  por parte del Estado, la 
concesión del status de asilado no es obligatoria, adquiere un carácter declarativo por parte del 
Estado asilante, el cual basa su decisión en una investigación interna de las causas presentadas por 
el perseguido político. 
Por ello, la condición de asilado se extiende según los términos de los convenios firmados por los 
Estados, a toda persona que tenga fundados temores de ser perseguida por ser miembro de un grupo 
social determinado u opiniones políticas distintas al régimen del Estado de origen del solicitante. 
Cabe destacar que dicha condición excluye la comisión de delitos comunes graves o bien actos 
contrarios a la finalidad y principios de las Naciones Unidas. 
La igualdad Soberana de los Estados es quizá el principio más fundamental del Derecho 
Internacional. El tratadista Tomuschat (2001) califica la igualdad soberana de los Estados incluso 
como la norma fundamental del Derecho Internacional. 
Siendo hombres naturalmente somos iguales dentro la sociedad universal. La República más débil 
goza de los mismos derechos y está sujeta a las mismas obligaciones que incluso el imperio más 
poderoso. Ya que ninguna nación puede subsistir sin la ayuda y colaboración de otras, ya sea en el 
ámbito económico, político e incluso en el ámbito internacional. Aunque se puede mencionar que 
esta afirmación es algo idealista, puesto que en la práctica existen naciones que tienen “privilegios 
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internacionales”, que se lo pude manifestar como miedo de ciertas naciones u organizaciones de 
exigir el cumplimiento de ciertas normas o procedimientos establecidos en acuerdos y tratados 
internacionales.  
Para comprender mejor la dimensión de este principio es importante mencionar la aparición 
normativa y doctrinal en la sociedad internacional. Hay un acuerdo bastante extendido en la 
doctrina de Derecho internacional en que los postulados de la igualdad soberana de los Estados 
provienen de la organización normativa de las relaciones interestatales surgida de los Tratados de 
Osnabruck y Munster suscritos 15 de mayo y el 24 de octubre 24 de 1648, respectivamente, los 
cuales consagraron la Paz de Westfalia. 
Aunque cierta autonomía religiosa de los principados y los reinos ya había sido reconocida. En 
tratados anteriores, tras la finalización de la guerra de los Treinta años, se desautorizan las 
relaciones internacionales basadas en ciertas categorías jerárquicas, sean religiosas o seculares, de 
coordinación o subordinación, que hasta ese momento habían estado en manos del papado y el 
emperador, que dieron paso a la igualdad soberana.  
Dicha igualdad se convirtió a partir de ese periodo en una ficción legal constitutiva del sistema 
jurídico surgido del orden Westafaliano compuesta por Estados, un sistema en que ese principio 
resultaba útil y necesario para regular las relaciones internacionales entre Estados que no 
reconocían poderes superiores que pudiesen determinar sus obligaciones basadas en su propio 
consentimiento, formadas en gran medida de nociones y elementos de igualdad, como ocurría por 
ejemplo, con la reciprocidad de los tratados. Estos acontecimientos fueron acompañados por 
desarrollos del Derecho natural que definían a los Estados como iguales a semejanza de la igualdad 
entre los individuos. 
La primera sistematización del concepto de soberanía la realizó Juan Bodino, quien identificó a la 
soberanía como una autoridad suprema, un poder absoluto y perpetuo de la República. Para 
Bodino, la soberanía nunca constituyó un poder ilimitado y arbitrario, sin embargo, el Estado 
moderno disfrutaba de una soberanía limitante y fluctuante, ya que su capacidad de toma de 
decisiones en el ámbito económico social y político a los grupos internos y externos era muy 
variable; la soberanía interna radica en la independencia, es decir, que puede tomar decisiones sin 
que otro poder o Estado, pueda alterar o modificar dicho proceder dentro de una nación, El aspecto 
exterior de la soberanía radica en la igualdad que los Estados poseen, ya que no se permite someter 
o imponer decisiones en otro Estado, ya que como señala Gómez Robledo Verduzco Alonso, “no 
puede existir competencia jurisdiccional entre sujetos iguales”. Siempre en respeto con el derecho 
internacional, los derechos humanos y a la igualdad jurídica de los Estados. 
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Es importante puntualizar que así como no puede existir libertad ilimitada para un individuo, 
puesto que existen otros individuos con los mismos derechos y deberes; así tampoco, no es posible 
una soberanía externa ilimitada, de no prevalecer este dogma o idea de igualdad de los Estados y 
correlación y cooperación sería imposible y se regirían por el poder.  
En la doctrina Internacional es famosa la idea de que un enano es tan hombre como un gigante, y 
que una pequeña republica no es menos soberana que el reino más poderoso.  
Vattel (2004) deducía de esa igualdad la necesaria consecuencia de que la calificación de algo 
como legal para una nación es igualmente legal para otra, y que lo injustificable en una es igual 
injustificable en otra.  
Sin embargo durante varios años este principio únicamente se aplicó a los Estados Europeos, ya 
que ellos eran los únicos que cumplían con las características necesarias para ser considerados 
como iguales, según ese Derecho Internacional, este orden jurídico europeo calificaba a los Estados 
por su grado de civilización y cultura.  
Con la llegada de la Carta de la Naciones Unidas,  el principio de igualdad soberana evoluciona, 
puesto que no solo declara que la propia Organización está basada en dicho principio, sino también 
porque introduce como objetivo la descolonialización, la cual permitió que nuevos Estados en 
plena independencia se incorporen a la Organización, asumiendo el principio de igualdad soberana 
en todos sus elementos como garantía del respeto de su soberanía interna, mediante reglas de no 
intervención e integridad territorial, y de su soberanía externa, a través de sus derechos en las 
relaciones con otros Estados.  
La Carta de Naciones Unidas establece en el primer párrafo del articulo 2 que: “la Organización 
está basada en el principio de igualdad soberana de todos sus miembros". Este principio es 
reiterado en la Declaración sobre los principios del Derecho Internacional referente a las relaciones 
de amistad y a la cooperación entre Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, 
Resolución 2625 (XXV), de 24 de octubre de 1970, que tras proclamar que: “todos los Estados 
gozan de igualdad soberana”, especifica que los Estados tienen iguales derechos e iguales deberes y 
son por igual miembros de la comunidad internacional, pese a las diferencias de orden económico 
social, político o de otra índole.  
Dentro de la doctrina en política exterior, el principio de no intervención, indica que la obligación 
de los Estados de abstenerse a intervenir, directa o indirectamente, en los asuntos internos de otro 
Estado con la intención de afectar su voluntad y obtener su subordinación. Este principio equivale 
al de no injerencia en los asuntos internos de otro país. 
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El origen de este principio inicia con la influencia de los presidentes de Estados Unidos. George 
Washington y Thomas Jefferson, quienes favorecieron la no intervención en las guerras europeas, 
manteniendo el libre comercio. Otros promotores han sido el Senador  estadounidense Robert Taft 
y el congresista Ron Paul. 
Un ejemplo claro de dicho principio se encuentra en la doctrina Monroe, desarrollada en 1823, por 
el Presidente de los Estados Unidos, James Monroe, bajo el lema de: “América para los 
Americanos” en función de la cual sostuvo que las potencias europeas no tenían derecho a 
intervenir en ninguna parte del continente. Paradójicamente, la Doctrina Monroe fue 
considerablemente dirigida a detener la intervención de las potencias imperiales europeas sobre las 
recién independizadas colonias, pero abrió también camino a la intervención neocolonial de los 
Estados Unidos en el continente Americano.  
En 1928, en la Conferencia de la Habana, América latina fracasó en su intento de incluir la no 
intervención como principio del panamericanismo, debido a la oposición de Estados Unidos de 
América. Genaro Estrada, el 27 de septiembre de 1930, brinda un enfoque diferente de el principio 
de no intervención, en esta doctrina, se establece que ante la existencia de gobiernos extranjeros y 
actividades emanadas de ellos, México no se mostraría partidario de emitir juicios al respecto. Ya 
que esta práctica se considera denigrante, en el principio de que menoscaba la soberanía de tales 
Estados.  
En Montevideo en 1933, se aceptó el principio aunque con sus reservas, pero en 1936, en la 
Conferencia de Consolidación de la Paz en Buenos Aires se admite el principio totalmente y se 
ratifica en la conferencia Panamericana de Lima en 1938. El principio de no intervención quedó 
plenamente configurado en 1948, en el artículo 19 de la Organización de Estados Americanos 
(OEA), que es la base y fundamento de todo el sistema interamericano:  
“Ningún Estado o grupo de Estados tiene derecho a intervenir, directa o indirectamente, y sea cual 
fuere el motivo, en los asuntos internos o externos de cualquier otro… “.  
Este principio es una aportación Latinoamericana al derecho internacional, la cual fue incorporada 
en la Carta de Naciones Unidas. 
El artículo 2º, párrafo 7º, de la Carta de las Naciones Unidas establece:  
"Ninguna disposición de esta Carta autorizará a las Naciones Unidas a intervenir en los asuntos 
que son esencialmente de la jurisdicción interna de los Estados, ni obligará a los miembros a 
someter dichos asuntos a procedimientos de arreglo conforme a la presente Carta...",  
36 
 
Aunque este principio no se opone a la aplicación de medidas coercitivas las cuales constan en el 
capítulo VII de la Carta de la ONU.  
Esta disposición es, al decir de varios autores, una de las centrales de la Carta, ya que tiende a 
resolver el difícil problema del equilibrio necesario entre los intereses nacionales que los Estados 
miembros consideran como esenciales y los intereses de la colectividad internacional en su 
conjunto. 
Para ciertos autores como H. Kelsen, (1951) la obligación de los Estados de no intervenir en los 
asuntos internos de los demás Estados no está expresamente estipulado por la Carta, sino que más 
bien se desprende implícitamente del artículo 2º, párrafo 4º, que sostiene que todo miembro de la 
Organización debe abstenerse de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad 
territorial o la independencia política de cualquier Estado.  
Hace pocos años nace la injerencia humanitaria, la cual es la facultad que tienen uno o varios 
Estados u organizaciones internacionales, de intervenir en Estados soberanos por la fuerza y sin su 
consentimiento, manifestando que en dicho territorio se están violando los derechos humanos de la 
población civil, facultad que se ejerce por autorización u orden del Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas, se expresa que la injerencia humanitaria no afectará la integridad territorial, ya 
que su objetivo es aliviar la situación hostil de la población del país intervenido; menciona que la 
intervención se la realizará por los integrantes de una fuerza internacional de control, para lo que se 
conforma el cuerpo de tropas de la O.N.U, llamado “los cascos azules”.  
Sin embargo es claro que sin importar las circunstancias, vulnera el principio de soberanía de los 
Estados, este principio trata de ocultar lo que verdaderamente es, ya que al afectar directamente a la 
soberanía de un Estado no tiene ningún fundamento jurídico, ni ético, y solo encubre opresión y 
carencia de respeto a la soberanía de un Estado.  
La intromisión o intervención de un Estado o Estados en la jurisdicción de otro, siempre será 
reprochable e inadmisible. Ya que la intervención es una acto de fuerza que viola el derecho 
internacional. Generalmente la intervención se escuda en la existencia de un cambio en el sistema 
político y económico del país intervenido; para un mejoramiento político, económico y social, para 
la conservación de riquezas y recursos naturales, la autodefensa, y se fundan en que esta 
intervención tiene motivos humanitarios. 
La intervención no es más que la intromisión de un Estado en las decisiones de otro, utilizando la 
fuerza o medios no violentos. El Estado que interviene es más poderoso que el que sufre la 
37 
 
injerencia, siendo una potencia económica, social o política, y gracias a ese poder, puede ejercer la 
presión que considere necesaria para el caso en particular.  
A pesar de la existencia de organizaciones internacionales que buscan y precautelan la igualdad de 
los Estados y el cumplimiento de los Derechos Humanos, los Estados que integran las mismas, no 
intervienen en la decisión del país intruso, por temor a repercusiones en el ámbito económico y 
político. Queda bastante claro que dicha intervención es un síntoma de desigualdad en el orden 
político internacional, constituido por un acto de fuerza.  
Un claro ejemplo es la Guerra de las Malvinas, territorio según las Naciones Unidas en litigio, entre 
Argentina y el Reino Unido. A pesar de la existencia del Tratado Interamericano de Ayuda 
Recíproca (TIAR), el cual es un pacto de defensa mutuo interamericano, durante la guerra de las 
Malvinas (1982), se trató de hacerlo afectivo. Sin embargo Estados Unidos, era miembro de la 
OTAN como del TIAR, por lo que prefirió cumplir las obligaciones de la OTAN, de la cual el 
Reino Unido era integrante, y dentro de dicho tratado existe una cláusula que indica que cuando un 
país miembro es atacado, se le debe prestar asistencia. Una de las razones para no cumplir el TIAR 
manifestada por Estados Unidos, era que el intento de Argentina de recuperar por la fuerza Las 
Islas Malvinas, inició la guerra con el Reino Unido, razón por la cual la aplicación del TIAR no 
procedía, la posición de Chile y Colombia fue similar, puesto que se aducía que dicho tratado era 
únicamente de defensa como lo menciona el articulo 3.1  
(...) un ataque armado por cualquier Estado contra un Estado Americano, será considerado como un 
ataque contra todos los Estados Americanos, y en consecuencia, cada una de las Partes Contratantes 
se compromete a ayudar a hacer frente al ataque en ejercicio del derecho inmanente de legítima 
defensa individual o colectiva que reconoce el Artículo 51 de la Carta de las Naciones Unidas. 
 
2.1.4.  CLASIFICACIÓN DEL ASILO POLÍTICO 
 
El asilo político tiene dos términos muy usados los cuales son reconocidos a nivel mundial; es así 
como el catedrático Jhonny Roca de Castro (2007) expresa que ambos términos se refieren a lo 
mismo. Aclara que la diferencia radica en las dos vertientes que nacen de lo que encierra el asilo 
político como tal.  
Así también el derecho regional Americano clasifica el asilo político en dos modalidades bien 
diferenciadas; en Asilo Político Diplomático, y Asilo Político Territorial. 
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2.1.4.1. ASILO POLÍTICO TERRITORIAL 
 
El asilo político territorial, también llamado Asilo Interno, emerge como una práctica 
consuetudinaria entre los pobladores de la antigua Grecia, fundamentada en razones humanitarias y 
que posteriormente, con el paso del tiempo se transformó en una institución de derecho 
internacional avalada por Convenciones multilaterales que lo regulan. 
El asilo territorial, tiene lugar cuando el Estado asilante otorga asilo al perseguido político que se 
ha refugiado directamente dentro del propio territorio del Estado asilante, sea éste, continental, 
insular, o marítimo. El ingreso al territorio conlleva efectos primarios de no devolución, no 
expulsión y no extradición de la persona asilada sino que se extiende además a un régimen de 
especial favor respecto al régimen de extranjería en general y que se concreta en una serie de 
beneficios: autorización de residencia, expedición de documentación de identidad, administrativa o 
laboral y asistencia económica y social tanto para el promovente como para sus familiares 
inmediatos. En cualquier caso, la resolución de la petición de asilo será denegatoria si a la persona 
que la solicita le son imputables delitos de los que generan responsabilidad internacional, delitos 
comunes graves, o aun actos contrarios a los principios de la Carta de las Naciones Unidas o de la 
Constitución ecuatoriana.  
Asilo político territorial, es la acogida dispensada por un Estado en el territorio de su soberanía a 
los extranjeros que buscan amparo en él, por encontrarse perseguidos en sus países de origen por 
razones políticas. Es un asilo que para considerarlo territorial el solicitante debió atravesar la 
frontera y al momento de realizar la petición permanecer y gozar de la protección jurídica que se le 
otorga en dicho territorio. Un ejemplo, el caso del ex mandatario Abdalá Bucaram, quien solicitó 
asilo a Panamá y hasta la actualidad permanece allí. Asilo concedido por Panamá a pesar que el 
delito por el cual se perseguía al ex presidente era peculado.  
En América el asilo territorial está regulado por la Convención sobre Asilo Territorial suscrita en la 
X Conferencia Interamericana de Caracas de 1954. Las principales disposiciones de esta 
Convención disponen que ningún Estado está obligado a entregar a otro Estado o a expulsar de su 
territorio a personas perseguidas por delitos políticos, la improcedencia de la extradición cuando 
sean perseguidos por delitos políticos o cuando la solicitud obedezca a móviles predominantemente 
políticos 
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2.1.4.2. ASILO POLÍTICO DIPLOMÁTICO 
 
Este tipo de asilo se otorga en lo que se ha denominado "el territorio ficticio del Estado", 
sustentado bajo el principio de extraterritorialidad, principio caído en desuso en el Derecho 
Internacional Contemporáneo. Esta modalidad de asilo se concede a los acusados o perseguidos por 
delitos políticos, en las legaciones (Embajadas, Residencia de los Jefes de Misión Diplomática): 
navíos de guerra, campamentos o aeronaves militares. Una vez concedido el asilo diplomático, el 
agente diplomático, o el Comandante del navío de guerra, campamento, o aeronave militar, según 
el caso, deberá comunicar del particular a las autoridades correspondientes del Estado territorial y 
solicitar el salvoconducto respectivo, para que el asilado pueda abandonar el territorio nacional 
dentro del más breve plazo posible. 
Mediante dicha modalidad se cataloga aquel régimen de protección estatal provisional e 
inmediatamente otorgada a individuos no nacionales sobre la base de la inmunidad, derivada de la 
extraterritorialidad de determinados lugares en particular, legaciones diplomáticas, buques de 
guerra y aeronaves militares, situados fuera del territorio nacional del Estado asilante, a fin de 
evitar actos irreparables contra su vida y derechos fundamentales. 
El asilo político diplomático como una modalidad de la institución del asilo es objeto de un 
profundo debate dentro de la comunidad internacional y de difícil adopción y aceptación por parte 
de los Estados y de la misma Jurisprudencia internacional. (Sentencias del T.I.J., de fechas 20 y 27 
de noviembre  de 1950 y el 13 de noviembre de 1951, relativa al asunto “Haya de la Torre”), de 
modo que se admite tan solo con el carácter de costumbre regional sobre abundantes precedentes 
bien en España y Portugal o en Hispanoamérica, donde incluso ha cristalizado el régimen 
convencional dinamante de la Convención sobre Asilo Diplomático, hecha en Caracas de fecha 28 
de marzo de 1954 
El efecto primordial del régimen del asilo diplomático reside, pues, en la admisión del refugio 
provisional de la persona asilada y en el unilateral criterio por parte del Estado asilante respecto a 
la índole y naturaleza política o no, de las circunstancias y a la urgencia y peligro que motivan la 
solicitud. 
Su aceptación dará lugar al otorgamiento de adecuadas seguridades de salvoconducto, transito y 
salida por parte del Estado territorial, si el supuesto se produce en el ámbito de vigencia de la 
institución. Y su denegación, bien en un régimen convencional o consuetudinario, bien por el no 
reconocimiento de este modelo de asilo, conllevará la adopción de un criterio humanitarista del que 
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se dependerá en cualquier caso y como requisito mínimo la entrega del asilado bajo la condición de 
respetar su vida y de ser sometido a un juicio justo. 
Se fundamenta en el principio de la extraterritorialidad de las sedes diplomáticas y se basa en 
razones humanitarias. La Convención sobre Asilo Diplomático aprobada en la Conferencia de 
Caracas de 1954, es el instrumento que regula este principio. El asilo político diplomático o 
extraterritorial es el utilizado en el caso de Julian Assange, las misiones diplomáticas tiene el 
derecho de albergar y proteger a cualquier persona perseguida por razones gubernamentales y es 
notable que la vida del solicitante se encuentran en grave riesgo, este amparo es otorgado dentro de 
un territorio ficticio, como son las embajadas, campamentos, aviones y buques militares. 
El tratado de Derecho Penal Internacional, suscrito en Montevideo en 1889; en su artículo 17° 
reconoce el derecho de conceder asilo en legaciones o buques de guerra, que surcan en aguas 
territoriales de otros Estados contratantes, a los perseguidos por delitos políticos. 
Dentro de este mismo espíritu, y en virtud del artículo 17 de la referida Convención sobre Asilo 
Diplomático de 1954, la República del Ecuador deja expresa constancia de su derecho a solicitar, 
oportunamente, la extradición del Dr. Gustavo Noboa Bejarano, si el proceso judicial iniciado en su 
contra así lo determina. Dicha facultad del Estado ecuatoriano, converge con la obligación que 
tiene el asilado de permanecer en el territorio del Estado asilante, en tanto se cumpla el plazo para 
la extradición previsto en la Convención. 
Luego de más de dos años de sufrir el desastre político del poder, el presidente Coronel Lucio 
Gutiérrez Borbúa se fugó literalmente del palacio de Carondelet, para evadir la amenaza que 
representaba una turba popular indignada que pugnaba por ingresar y deponerlo violentamente del 
cargo presidencial.  
Siendo un 20 de abril del 2005, el pueblo de Quito y sus “forajidos”, término utilizado por el 
mandatario, se tomaron las calles y plazas públicas y avanzaron en dirección al Centro Histórico, 
con el firme propósito de remover a un presidente que había gobernado con un doble discurso 
político, como doble también fue el discurso político que empleo en campaña del que empleó en el 
ejercicio del poder. 
Invocando su condición de perseguido político, y percibiendo que su vida corría un grave peligro, 
el Coronel Gutiérrez se refugió en la embajada de Brasil, en Quito, la misma que le concedió el 
asilo diplomático, luego de lo cual abandonó el país con destino al Brasil, donde sus autoridades le 
advirtieron de las restricciones que debía observar en estricto cumplimiento de su condición de 
asilado. 
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Esta imposición condicional del asilo concebido por Brasil, limitaba la acción política del Coronel 
Gutiérrez, quien estaba impedido de formular declaraciones en contra de sus opositores políticos en 
el Ecuador, y en Particular, en contra del Gobierno de su sucesor, presidido por el Dr. Alfredo 
Palacio. 
Existe una modalidad de asilo la cual no es reconocida por muchos tratadistas, ya que únicamente 
se consideran importantes los ya mencionados, sin embargo el asilo neutral nace como 
característica del derecho de guerra, a diferencia de las anteriores, es el amparo provisional que el 
Estado neutral facilita a los individuos beligerantes o no pertenecientes a terceros Estados durante 
el periodo en que los mismos se hallan en situación de conflicto armado. 
Esta clasificación en la actualidad no es utilizada ya que gracias a convenciones y acuerdos el 
conflicto armado ha parado para muchos de los países que viven una democracia. Además de que 
no se la considera parte de una clasificación como tal ya que al ser provisional se puede decir que 
se trata de un asilo territorial, el cual aun no ha sido concedido. 
 
2.1.4.2.1. SALVOCONDUCTO 
 
Dentro del Derecho Internacional existen instituciones que facilitan la movilidad de las personas en 
un territorio determinado, así como el tránsito de ciudadanos entre Estados; una de las instituciones 
que tratan la libre movilidad es el salvoconducto.  
El cual es un documento público, personal, individual e intransferible expedido por una autoridad 
competente, que permite a su portador o beneficiario transitar libremente por determinada zona o 
territorio de un Estado. Se puede determinarlo como un privilegio de tránsito, dando la libertad a 
quien posea dicho documento de transitar libremente sin ser castigado por ello. 
Este permiso o autorización se da casi siempre en tiempo de guerra para garantizar la seguridad de 
quien porta el documento, pudiendo circular por zonas militares e incluso pasar al enemigo, por 
razón especial, sin que se le oponga obstáculo alguno y sin que su vida corra peligro. 
El salvoconducto nace como guía o seguridad que el Príncipe concede a sus vasallos para que 
puedan transitar por todas las ciudades de su reino libremente, sin la necesidad de solicitar permiso 
de paso a los señores de dichas tierras, o de que su viaje se vea interrumpido por la justicia del 
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lugar, molestando o impidiendo su transitar, y la justicia estaba en la obligación de proteger y 
defender de cualquier peligro en su camino. 
La llamada Carta de guiamiento por la ley de Partida, la cual prescribe la forma y modo con que se 
debía hacer, ordenando que fuese en el idioma latino para que fuere entendido en cualquier país 
extranjero. Se le conoce también como carta de encomienda y defendimiento de las cuales y sus 
tipos tratan otras leyes de Partidas, ya que en ella mandaba el Rey que se permitiera el paso libre y 
franco a todos y aquellos que pedían esta Carta, vulgarmente llamada pasaporte, para poder 
transitar y conducir sus géneros, mercancías o ganados de venta a diferentes lugares del Reino. 
Para 1425 en España nace esta clase de permiso debido a los gitanos, quienes entraron por los 
Pirineos diciéndose expulsados de su tierra, el Pequeño Egipto (región de Grecia) por los turcos. 
De ahí vendría el nombre de egipcianos, egiptanos o gitanos. Llegaban en grupos de cuarenta a 
cien, conducidos por jefes que se denominaban “condes” o “duques”. Eran de tez morena, los 
hombres con barba y pelo largo, aretes en las orejas, y las mujeres con turbante, anillos, aretes y 
otros adornos. Debido a lo extraño de su cultura vestimenta y lengua, la gente y sobretodo los 
señores de las tierras temían por sus pequeños pueblos, razón por la cual impedían el paso de los 
migrantes.  
Por lo que exhibían cartas o salvoconductos de algún rey y búlas del Papa, afirmando astutamente 
que éste les ha impuesto una romería penitente de siete años y que van hacia Santiago de 
Compostela. 
Alfonso V de Aragón autorizó al duque Juan de Egipto Menor a viajar por sus tierras durante un 
trimestre. Mediante un documento dirigido a todos y cada unos de los nobles, sendos gobernadores, 
subvengueros, alcaldes, tenientes de alcalde y cualquier otro oficial y súbdito. Solicitando que el 
duque sea bien tratado y acogido, así como a sus acompañantes con todas sus cabalgaduras, ropas 
bienes, oro, plata, alforjas y cualquier otra cosa que lleven consigo. Salvoconducto entregado en 
Zaragoza el doce de enero de 1425. ANEXO 1 
Dentro del Asilo Político el salvoconducto es otorgado por el país en donde se encuentra 
establecida la misión diplomática, y autoriza el tránsito libre hasta el aeropuerto, para la salida del 
asilado al país que haya otorgado este amparo. Autorización que no es obligatoria.  
La Convención sobre Asilo Diplomático, firmada en Caracas en marzo de 1954 y publicada en la 
Gaceta Oficial 133 del 15 de junio de ese mismo año. El texto, en su artículo 12, establece:  
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"Otorgado el asilo, el Estado asilante puede pedir la salida del asilado para territorio extranjero, y 
el Estado territorial está obligado a dar inmediatamente, salvo caso de fuerza mayor, las garantías 
necesarias a que se refiere el artículo V y el correspondiente salvoconducto". 
Sin embargo en el 2007, el gobierno venezolano niega el salvoconducto a Nixon Moreno para que 
pueda dejar la Nunciatura Apostólica e irse al Vaticano, estado que hace más de tres meses le 
concedió el asilo. Este suceso supone un duro golpe para la figura del asilo político, pues a pesar de 
existir norma expresa internacional se vulnera los derechos de dicho ciudadano. El gobierno 
venezolano funda su acción de no conceder la boleta de salvoconducto, puesto que el aislado estaba 
acusado de haber cometido delitos comunes graves, mas esta explicación no procede ya que 
Venezuela está obligada por la comunidad internacional y la costumbre internacional a admitirlo, 
no le corresponde analizar cuáles fueron las razones por las que la Santa Sede le otorgó el asilo sino 
limitarse, por medio del Ministerio de Interior y Justicia, a firmarlo". 
Dentro del ordenamiento ecuatoriano el salvoconducto es un documento de viaje, que es otorgado 
en casos extremos por el funcionario consular, el cual exclusivamente sirve para que el ecuatoriano 
pueda viajar de retorno al Ecuador. Sin embargo el Ecuador no puede otorgar salvoconducto a 
extranjeros, únicamente a ecuatorianos indigentes, ecuatorianos deportados por autoridades 
judiciales o de migración del país de residencia; y, ecuatorianos sentenciados por autoridades 
judiciales del país de residencia, luego de haber cumplido la pena. 
Para lo cual es importante que el ciudadano compruebe su nacionalidad ecuatoriana, con la 
presentación de cualquier documento de identificación que el funcionario consular considere 
pertinente, el solicitante del salvoconducto debe hacer de manera personal y presente ante el 
funcionario para que pueda firmarlo o imprimir su huella digital. El salvoconducto tiene validez 
por 30 días desde su otorgamiento. 
Pedir asilo es un derecho que todo ciudadano tiene y su solicitud no se le puede negar a nadie, sin 
embargo la otorgación del derecho de asilo político es exclusivo del Estado asilante. El 
salvoconducto no busca emitir juicio acerca de la validez o no del asilo otorgado. Sería absurdo que 
el salvoconducto requiera de la autorización y aprobación del país del cual se desea salir y es en 
donde la vida del asilado corre peligro, puesto que es dicho Estado, con el cual  existe la 
discrepancia de opiniones políticas. 
El ex mandatario, Gustavo Noboa Bejarano hace el pedido de asilo a la Republica Dominicana, por 
lo que el Ecuador está en la obligación de entregar el salvoconducto una vez que el asilo haya sido 
debidamente otorgado y oficializado por parte del Gobierno de Hipolito Mejia al ex presidente del 
Ecuador. Como establece el art. 12 de la Convención de Caracas de 1954, a la que Ecuador está 
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suscrito, y que determina el correcto actuar en lo referente al Asilo Político. Las garantías a las que 
se refiere el artículo 5 de la Convención se refieren a "que no peligre su vida, su libertad o su 
integridad personal". 
El Gobierno del Ecuador dio muestras que el ex presidente Noboa era un perseguido político, 
puesto que Wilma Salgado, Gerente de la agencia de Garantías de Depósitos y Jueza de coactivas 
de la misma entidad, ordena el arraigo de Noboa, sin tener la capacidad legal para hacerlo, lo cual 
viola la ley, y se puede considerar una vulneración a su derecho de salir e ingresar libremente de un 
país o territorio. El segundo grave error que comete el Estado ecuatoriano son las declaraciones 
emitidas por el Secretario de comunicación de la Presidencia, Marcelo Cevallos, al manifestar que 
no concederá o negará el salvoconducto del ciudadano, a pesar que el Ecuador está en la obligación 
de darlo, demostrando así que el Dr. Gustavo Noboa era un perseguido político. 
Una vez que la República Dominicana acepta otorgar el Asilo, el estado ecuatoriano emite un 
salvoconducto a favor del ex mandatario Dr. Gustavo Noboa, para que el mismo pueda 
transportarse a la República Dominicana, el cual expresa que: ANEXO 1 
 
2.1.4.3. CARACTERISTICAS 
 
El asilo es una potestad exclusiva del Estado y queda a discreción del mismo la decisión de 
otorgarla o no, prevaleciendo la voluntad unilateral del Estado receptor como expresión del 
ejercicio de su Soberanía, ya que en ejercicio de la misma puede o no admitir dentro de sus 
territorio a las personas que considere conveniente, sin que otro Estado intervenga en dicha 
decisión u oponga algún tipo de reclamo.  
La ley internacional acepta el derecho a pedir asilo, pero no obliga a ningún Estado a concederlo. 
Hay ocasiones en que los países ofrecen protección temporal cuando enfrentan un ingreso 
repentino y colectivo de personas y los mecanismos regulares de asilo se saturan. Por medio de este 
mecanismo las personas pueden ingresar de manera ágil en países seguros, pero sin ninguna 
garantía de obtener asilo permanente. Por la tanto, la protección temporal es útil tanto para los 
gobiernos como para los solicitantes de asilo en circunstancias especiales. 
El Estado victima de la alteración social o pública puede considerar la conducta de un individuo 
como terrorismo y otras naciones como un delincuente político quien está en contra del régimen de 
dicha nación o Estado, sin embargo la calificación del delito político únicamente le concierne al 
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Estado que presta u otorga el Asilo. En consecuencia la extradición de un asilado es improcedente 
mientras no sea calificado como un criminal por el Estado receptor 
Este amparo puede tomar el nombre de asilo territorial, si el solicitante se encuentra físicamente en 
el territorio del Estado que presta el asilo; y si se lo presta en las sedes diplomáticas o en los 
campamentos o las naves y aeronaves militares, se llama asilo diplomático. 
El asilo diplomático se hace efectivo en las Embajadas, legaciones, buques y otros navíos de 
guerra. La calificación de delincuente político o común le corresponde al Estado Territorial, 
mientras el perseguido político se acoge a este amparo, debe abstenerse de manifestar o desarrollar 
cualquier tipo de actividad política, mientras dure el asilo o hasta que el Estado local preste las 
garantías necesarias para que el asilado pueda cruzar las fronteras 
El Estado no brinda información al Estado de origen del asilado para proteger la integridad del 
mismo. Actualmente el asilo es una institución Latinoamericana, puesto que en Europa como en 
Norteamérica el término asilo y refugio proveen de los mismos derechos, beneficios y privilegios, y 
la aplican a su conveniencia. En la literatura jurídica existen numerosos casos que prueban que 
dichos gobiernos aplican esta figura jurídica a su conveniencia coyuntural. Esta institución es sólo 
reconocida como tal en el ámbito regional de los países Iberoamericanos; en el orden internacional 
restante se concede tal asilo, pero sólo por razones humanitarias. 
Existen condiciones que el solicitante del asilo debe cumplir, una de ellas y la más importante es 
que la persona es perseguida por pertenecer a un grupo social determinado o haber vertido 
opiniones políticas distintas al régimen actual en su país de origen, las cuales podrían ocasionar 
revueltas en el gobierno de turno y perturbación en el orden publico de dicha nación, para lo cual 
puede o no encontrarse en el país de su nacionalidad, y que por profundos temores a su seguridad, 
libertad e integridad física y psíquica, las cuales han sido amenazadas por violencia generalizada, 
agresión extranjera, conflictos internos, violación masiva de los derechos humanos u otras 
circunstancias que hayan perturbado gravemente el orden publico establecido.  
La persona desea acogerse a la protección de otro país; o que careciendo de nacionalidad y 
hallándose en tales circunstancias de peligro, fuera del país donde antes tuviera su residencia 
habitual, y a causa de dicho temor no quiera regresar a él. 
Puesto que existe fuertes razones para creer que su vida e integridad se encuentra en riesgo de ser 
sometida a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes en caso de que se 
procediera a la  expulsión, devolución o extradición al país de su nacionalidad o, en el caso que 
carezca de nacionalidad, al país de residencia habitual. 
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El derecho de Naciones Unidas establece una gran diferencia, entre el asilo que una nación concede 
en su propio territorio y aquel que un Ministro Diplomático acuerda en algunos casos, en virtud de 
las inmunidades que posee su casa, o en la mayoría de los casos la misión diplomática o consulado. 
El asilo que una nación otorga en su propio suelo, llamado Asilo Político Territorial es más amplio, 
puede concederse en un número mayor de casos y es, por esta razón, más efectivo. El Ministro de 
Relaciones Exteriores de Chile al Ministro de los Estados Unidos, 15 de mayo de 1851. Le señala 
“El delincuente político que se asila en suelo extranjero deja de existir en el país cuyas leyes ha 
transgredido”. 
Se exige a los países, que se reciba en un lugar determinado, a las personas que huyen de la 
persecución política de las cuales son víctimas. El principio de no devolución incluido en el 
artículo 33 de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, el cual prohíbe situar al 
refugiado o asilado, ya sea por expulsión o devolución, en las fronteras del territorio, donde su vida 
o libertad podría correr mayor peligro, por su opinión política distinta al gobierno de turno. Esta es 
una de las garantías que se otorga al solicitante de un asilo mientras se analiza su caso.  
Cada solicitante tiene acceso a un procedimiento efectivo claro y justo para la evaluación y 
calificación de su solicitud. Mientras se lleva a cabo la tramitación del asilo y se toma una decisión 
acerca de  la situación del solicitante, la persona tiene derecho a no ser devuelta al país donde su 
vida, libertad o seguridad corren grave peligro.  
Dentro de los instrumentos internacionales que regulan este derecho tenemos la Convención 
Americana, la cual dispone que nadie puede ser expulsado del territorio del Estado del cual es 
nacional. Asimismo, toda persona tiene derecho a no ser desplazado, pero también tiene derecho a 
transitar libremente y elegir un lugar de residencia. Derecho a salir de cualquier país cuando así lo 
prefiera, incluso de su propio país, el derecho salir de cualquier país no es absoluto, siempre y 
cuando no exista prohibición de hacerlo, esta limitación se da bajo una orden judicial de autoridad 
competente, en virtud de una ley para prevenir infracciones penales o para proteger la seguridad 
nacional o el orden público, derechos y libertades de los ciudadanos de dicho país. Este derecho se 
vincula directamente con el derecho de buscar asilo.  
De acuerdo a la Convención de Caracas, en los artículos 7 y 9, corresponde la calificación de 
causales del asilo y la urgencia del pedido al Estado asilante. Entre tanto, Ecuador no puede 
pronunciarse al respecto, ni apelar esa decisión. 
La misma Convención, en el artículo 3, establece que "no es lícito conceder asilo a personas que al 
tiempo de solicitarlo se encuentran inculpadas o procesadas ante tribunales ordinarios competentes 
por delitos comunes o están condenados por tales delitos o por dichos tribunales sin haber 
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cumplido las penas respectivas, ni a los desertores de fuerzas de tierra, mar y aire, salvo que los 
hechos que motivan la solicitud de asilo, cualquiera que sea el caso, revistan claramente carácter 
político". 
Las autoridades de un país pueden establecer requisitos legales para el ejercicio de este derecho, los 
cuales deben ser razonables. Este derecho no implica que exista la obligación del país extranjero de 
dejar entrar a persona alguna. 
El gobierno podrá revocar el status de asilado cuando su beneficiario: 
 Hubiese facilitado información errónea al solicitar el asilo, 
 Cuando abandone en territorio nacional por más de un año sin autorización previa,  
 Cuando pueda regresar al país del que proceda por haber cesado los motivos que originaron 
la persecución, 
 Cuando sus actividades comprometan la seguridad interior o exterior del Estado, 
 Si le afectaran algunas de las causas que excluyen la concesión del asilo político. 
 
Es importante destacar que aunque el Estado no otorgue el asilo y ejecute la expulsión, rige el 
principio de no devolución, siempre y cuando no se cumplan las condiciones y requisitos 
indispensables para la extradición y por tanto, no puede producirse aquella hacia el Estado de 
procedencia del individuo o hacia cualquier otro país en el que puedan prevenirse riesgos para la 
vida o libertad del individuo de que se trate. 
Sin embargo la negativa de un país al otorgar el status de asilado a un ciudadano no conlleva 
necesariamente la expulsión del país, sino la negativa de conceder ciertos beneficios y privilegios 
que el derecho de Asilo provee como tal. 
 Conviene distinguir la diferencia existente entre asilado y refugiado, en el sentido que son 
términos muy usados y fácilmente de confuso entender, debido a que ambos buscan la salvaguarda 
de la vida, libertad o seguridad, sin embargo sus condiciones las distinguen claramente de la otra. 
Así en el refugio es necesario que la razón de la persecución sea por su nacionalidad, raza, cultura, 
religión, pertenencia a un grupo social determinado (transexuales, lesbianas, homosexuales o gays) 
o la existencia de un desastre o catástrofe natural que lo obliga a salir de su país de origen y buscar 
amparo en otro país, este derecho es un ampro humanitario, sin embargo el asilo necesita que las 
razones de la persecución sean de carácter netamente político, el status de asilado conlleva a tres 
beneficios primarios, la no devolución, no expulsión y no extradición, además de otras 
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prerrogativas administrativas dirigidas a facilitar la vida en el Estado que otorga el asilo, mientras 
que el status de refugiado se reduce únicamente a la no devolución. 
 
2.1.5. RELACIÓN CON LA EXTRADICIÓN 
 
Los conceptos de extradición y asilo están relacionados entre sí, en medida en que la negativa de 
extraditar a una persona, puede llegar a implicar el otorgamiento de asilo, por otra parte, la 
extradición significa un rechazo a la concesión del asilo, por lo que se podría decir que su relación 
radica justamente en su diferencia. 
Esto no quiere decir, sin embargo, que la extradición y el asilo deban ser considerados meramente 
como dos aspectos del mismo problema, ya que son instituciones jurídicas internacionales que se 
desarrollan por separado, sin embargo bajo determinadas circunstancias, se las puede determinar 
cómo dos instituciones diversas las cuales existen paralelamente, mas cada una de ellas tiene un 
propósito especifico. 
Para entender de mejor manera la relación de ambas instituciones, es importante puntualizar una 
definición clara de extradición, la cual viene del latin “ex” fuera de lugar y “traditio – onis” acción 
de entregar. Se lo considera como el acto mediante el cual un Estado hace entrega de una persona 
amparada en su territorio a otro Estado que la reclama, por estar ésta inculpada o procesada de la 
comisión de un delito del orden común, a fin de que sea sometido a juicio o recluida para cumplir 
con la pena impuesta; se puede extraer dos clases de extradición la activa y pasiva.  
Como extradición activa se entiende el acto por el cual un Estado se dirige a otro pidiendo la 
entrega de un delincuente; y, por extradición pasiva, la entrega que el Estado requerido hace al 
requirente, es decir, es activa cuando un Estado requiere a una persona que está en el extranjero y la 
extradición pasiva cuando se hace la entrega de un delincuente al Estado que lo solicita, siempre y 
cuando las razones de la solicitud sean validas y fundadas en derecho. 
La Corte Suprema de Justicia de España, dentro de un fallo 324:3484, de 16 de octubre de 2001; 
define a la extradición de una manera mas concreta y completa 
“...la extradición es un acto de asistencia jurídica internacional cuyo fundamento radica en el 
interés común a todos los Estados de que los delincuentes sean juzgados, y eventualmente 
castigados, por el país a cuya jurisdicción corresponde el conocimiento de los respectivos hechos 
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delictuosos (...) El criterio judicial en el trámite de extradición debe ser favorable al propósito de 
beneficio universal que tiende a perseguir el juzgamiento de criminales o presuntos criminales, no 
admitiendo, por tal circunstancia, otros reparos que los derivados de la soberanía de la Nación 
requerida y de las condiciones fundamentales escritas en leyes y tratados...” . 
En el siglo XVIII la extradición aparece como institución jurídica. El término surge del derecho 
francés, del tratado celebrado entre Francia y Wurtemberg, en el Decreto de la convención 
Francesa del 19 de febrero de 1791, es importante señalar que antes de la fecha mencionada 
hubieron procesos similares a la extradición, por lo que se puede manifestar que se originó en las 
antiguas civilizaciones como cooperación y amistad entre naciones vecinas. 
Un claro ejemplo de la extradición en la antigüedad, es el caso de las tribus de Israel, quienes 
presionaron a la tribu de Benjamín, para que les entregaran a los hombres que se habían refugiado 
en Guinea, por la violación y posterior muerte de la concubina de un levita, petición que fue 
negada, por lo que las once tribus de Israel tomaron venganza contra la de Benjamín. En dicho caso 
hablamos de infractores a los derechos y normas fundamentales, personas reclamadas por su 
comunidad de origen para impartir justicia, para la época la negativa de entregar a los infractores 
equivalía a una guerra. 
El documento diplomático más antiguo de la humanidad es el Tratado de Paz celebrado entre 
Ramsés II de Egipto y Hattusil III, Rey de los Hititas de 1280 A.C., en dicho tratado los soberanos 
se comprometían a entregarse recíprocamente los delincuentes provenientes del Estado peticionario 
y este a su vez se a tratarlos con indulgencia. Un artículo de ese Tratado señalaba  
"(...) Tanto ellos como sus bienes, mujeres, hijos y sirvientes deberán ser devueltos completamente 
intactos. No hay que ajusticiarlos, ni dañar sus ojos, sus bocas o sus pies".  
Así también en Roma se hacia el pedido de ciertos delincuentes romanos o extranjeros, de no 
existir colaboración había la posibilidad de una declaratoria de guerra, ya que se consideraba que la 
negativa a entregar al delincuente implicaba que el Estado asilante lo protegía y apoyaba el crimen. 
Por lo que no se lo consideró como extradición, sino falta de cooperación entre Estados. En la edad 
media el derecho de asilo y la extradición se cruzan por primera vez, mas en la antigüedad se 
practicó el asilo sin estar fundado en el principio de la soberanía, sin embargo existen convenios 
como el de Licardo, príncipe de Benevento de 840 y el de Federico II y Venecia 1220.; ésta época 
se caracterizó por la supremacía internacional de la iglesia, los primeros convenios fueron de 
exclusivo interés de los soberanos, uno de ellos celebrado en 1174, entre el Rey de Inglaterra 
Enrique II y Guillermo de Escocia, el cual “estipulaba la entrega de los individuos culpables de 
felonía que fuesen a refugiarse en uno u otro país”.  
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Sin embargo, como los casos anteriores no se los puede llamar extradición puesto que dicha acción 
respondía a intereses particulares. 
Un verdadero tratado internacional de la época fue el celebrado el 4 de marzo de 1376 entre el Rey 
de Francia, Carlos V y la Corte de Saboya, el cual tenía como objeto impedir que los acusados de 
delitos comunes se asilaran desde Francia a Saboya y viceversa; es un acuerdo bilateral entre estos 
dos pueblos, en donde claramente es un convenio para evitar refugiar a delincuentes comunes y 
devolverlos a su nación de origen. En 1360 se reconoce el Tratado celebrado entre Pedro I Rey de 
Castilla y el Rey de Portugal, el cual tenía como fin la entrega de caballeros que se refugiaban en 
ambos reinos y quienes estaban condenados a muerte.  
En 1499 se celebra un tratado entre los Reyes Católicos y el Rey de Portugal, para la entrega de 
ladrones de camino o asesinos que utilizaren ballestas. En 1569 Felipe II celebró otro tratado 
relativo a los delitos contra la propiedad, la vida y de lessa majestad, delito genérico de orden 
público, que puede ser considerado tanto como una ofensa o como un crimen en contra de un 
Estado, rey o emperador. Utilizando armamento sumamente letal como la ballesta, escopeta y 
arcabuz, así también a quien quebrantare la cárcel.   
Para el siglo XVII, la extradición persiguió a los delincuentes políticos, ya que en dicho tiempo los 
gobiernos absolutistas consideraban que quienes cometieren delitos políticos eran sumamente 
peligrosos. En 1765 Carlos III Rey de España celebra un acuerdo con el Rey de Francia referente a 
los delincuentes comunes, dicho acuerdo exigía la entrega de los individuos a pesar de permanecer 
en templos o iglesias, mas algo importante de destacar del acuerdo es la condición para otorgar la 
extradición garantizando la eliminación de la pena de muerte para el delincuente si la entrega se 
llevaba a cabo, ésta fue la creación de un precepto, el cual hasta la actualidad se mantiene en el 
ordenamiento jurídico internacional. Para el siglo XIX con el cambio de pensamiento y política, y 
la fomentación de los derechos humanos, se exceptúan las entregas de delincuentes políticos y 
comunes bajo explicitas circunstancias  
La extradición como institución nace en la Revolución Francesa, en la cual se eleva a principio, la 
protección de los delincuentes políticos, así la Constitución de la República Francesa de 24 de junio 
de 1793, en su art. 120, recoge solamente: “Il donne asile aux ´strangers bannis de leur patrie 
pourla cause de la liberté,Il le refuse aux tyrans”, (Le da asilo a los extranjeros desterrados de su 
patria por la causa de la libertad, se niega a los tiranos). 
Francia fue el primer Estado en probar una ley especifica relativa a los asilados; la “Loi relative 
aux Etrangers réfugiés qui résidont en France” (Ley relativa a extranjeros refugiados residentes en 
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Francia), promulgada en 1823. Esta ley nos interesa especialmente porque institucionaliza la 
adopción de medidas internas aplicables a los asilados en lugar de la expulsión. 
La regla según la cual los delincuentes políticos no deben ser extraditados tiene expresión legal por 
primera vez en la ley de extradición Belga del 1 de octubre de 1836. En el ámbito internacional, 
dicha regla se incorpora al tratado de extradición belga francés del 22 de noviembre de 1834, para 
luego pasar a ser cláusula común en tantos otros tratados de extradición. 
En el siglo XIX está, pues, plenamente extendida la “no extradición de delincuentes políticos”, 
pero aparecen entonces los anarquistas que atentan contra la vida de los monarcas y se hace precisa 
una revisión de la cuestión; surge así la cláusula de atentado también llamada Cláusula Belga, que 
no es más que una norma de excepción del principio de extradición. Según esta cláusula no se 
considera delito político el atentado contra un jefe de gobierno extranjero o a los miembros de su 
familia, cuando el atentado configure asesinato homicidio o envenenamiento. La excepción 
mencionada fue incluida en la ley Belga el 22 de marzo de 1856. Posterior a ello se incluyó en 
otros convenios a nivel mundial, con el reemplazo de la familia del jefe de gobierno por 
funcionarios públicos.  
Empero, el jurista español, Jiménez de Ansúa, sostiene que la cláusula Belga carece de justificación 
por cuanto si el atentado es consecuencia de un proceso revolucionario, no es posible negar su 
carácter político, y al autor la norma de la no extradición. Esta cláusula es el antecedente de las 
excepciones que, tanto las Constituciones modernas como los actuales tratados de extradición (Art. 
33 i,e, Convención Europea de Extradición de 13 de diciembre de 1957), hacen de los actos de 
terrorismo, para excluirlos de la protección otorgada por dichos textos a los perseguidos políticos 
en general. La ley Belga sobre extradición, del 1º de Octubre de 1883, inspiró todo el derecho de 
extradición moderno especialmente el del continente Americano y por ende el ecuatoriano. 
Entendemos como extradición a un acto mediante el cual un país hace entrega de una persona 
acogida en su territorio a otro que lo reclama por estar inculpada o procesada por un delito, para 
juzgarlo. Y asilo a la protección que se le da a una persona que teme por su integridad o seguridad 
al ser perseguido o que corre riesgo en su país de origen.  
Existe una relación bastante vinculada entre ambas instituciones, inclusive en algunas 
oportunidades hay cierta convivencia conflictiva o contradictoria. Así tenemos, mientras que el 
Asilo protege al delincuente político de la persecución por parte de un Estado, la extradición busca 
ubicar y aprehender a un sujeto que ha cometido cierta infracción por lo tanto es buscado y pedido 
por la justicia a un determinado país en donde se conoce se encuentra acogido, para evitar la 
impunidad, sin embargo de haber una solicitud de asilo, es improcedente este pedido, a menos que 
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logre comprobar que los actos por los que es perseguido el delincuente son de carácter político, y 
no responden a fines particulares. Sin embargo ambas instituciones se enfocan en la colaboración la 
primera entre Estados y la segunda con el individuo. Más cada institución tiene características 
propias, generalmente procedimientos diferenciados, y garantías específicas.  
La complejidad del proceso de extradición es debido, a que con ella se busca evitar la impunidad, 
para que prevalezca la justicia, sometiendo a una persona acusada de un delito a un proceso penal 
en estricto apego a los procedimientos establecidos por la Ley, mientras que la complejidad del 
asilo, radica en el papel que desempeñan los sujetos que intervienen en la misma, la calificación y 
determinación del delito político, es decir, cuando se considera que un delito a pesar de 
considerarse común, tiene carácter político, y por ende cumple con la condición para otorgar asilo 
político, y a su vez la extradición no es procedente. 
La extradición y el Asilo Político son instituciones jurídicas de primer orden en el ámbito 
constitucional ya que estas son respaldas por los artículos 41 de la carta Magna, la cual, indica:  
“Se reconocen los derechos de asilo y refugio, de acuerdo con la ley y los instrumentos 
internacionales de derechos humanos. Las personas que se encuentren en condición de asilo o 
refugio gozarán de protección especial que garantice el pleno ejercicio de sus derechos. El Estado 
respetará y garantizará el principio de no devolución, además de la asistencia humanitaria y 
jurídica de emergencia. No se aplicará a las personas solicitantes de asilo o refugio sanciones 
penales por el hecho de su ingreso o de su permanencia en situación de irregularidad (…)”.  
Así también según el Art. 79 de la Constitución de la Republica del Ecuador la extradición no 
podrá estipularse respecto de nacionales en ningún caso, y su juzgamiento estará sujeto a las leyes 
internas del Ecuador, la cual tiene concordancia con el artículo 4 de la ley de Extradición 
ecuatoriana la cual expresa que:  
“En ningún caso se concederá la extradición de un ecuatoriano, su juzgamiento se sujetará a las leyes del 
Ecuador (…)”. 
Existe una gran controversia relativa a la entrega de nacionales para ser juzgados por jurisdicciones 
de otro Estado requirente por la presunta comisión de crímenes en aquellas sociedades. Es claro 
que quien inmigra o permanece de visita en una sociedad diferente de la de origen se compromete 
tácitamente a respetar su régimen legal.  
Es por ello que nace la discrepancia en cuanto un individuo luego de cometer un ilícito se refugia 
en su país de origen escudándose en la protección que su nacionalidad le brinda. Se puede entender 
como una forma de evadir un proceso legalmente pautado. Y resulta contradictorio puesto que se 
53 
 
asume que la nacionalidad garantiza la impunidad de autores y cómplices de crímenes graves, 
quienes son requeridos en un país determinado donde la infracción existe, puesto que en el país de 
origen el delito puede o no existir como tal.  
La nacionalidad de la persona, sobre quien recaen las sospechas de ser el autor o cómplice de 
infracciones particularmente graves, no debe ser obstáculo para que el Estado afectado obtenga la 
retaliación social y particular del caso. Si bien el Artículo 345 de la Convención de Derecho 
Privado de La Habana de 1928 (Código Bustamante) establece que los Estados Contratantes no 
están obligados a entregar a sus nacionales, en caso de negativa, están obligados a juzgarlos. Está 
claro que la comunidad en donde se configura la infracción está en mejores condiciones para juzgar 
la transgresión. De hecho el aporte de evidencias, testimonios y datos de inculpación o exoneración 
son más accesibles en el lugar del cometimiento del delito, de ahí la conveniencia de la extradición.  
En otros Estados Latinoamericanos algunos autores han planteado su oposición a la extradición de 
los nacionales, no sobre el argumento de la soberanía del Estado requerido, sino que se hacen 
acopio de múltiples razones dirigidas a evitar la persecución por motivaciones ideológicas o 
políticas. Lo que conllevaría a dicho individuo a solicitar un asilo político. 
La extradición al igual que muchas otras instituciones jurídicas internacionales está regida por 
principios, como lo es el de reciprocidad, el cual debido al intenso tráfico internacional obligó a los 
juristas de principios de siglo XVII a tratar de encontrar una solución al problema de la 
territorialidad. Así nace la doctrina del comitas gentium ob reciprocam utilitaten, (Cortesía 
internacional o recíproca utilidad), posición es desarrollada por Huber, lo que se busca con este 
principio es que los gobernadores de cada imperio acepten por cortesía las leyes en vigencia de 
cada pueblo, dentro de sus límites, siempre que no alteren o perjudiquen derechos de otros 
gobiernos o a su vez de sus ciudadanos. 
La reciprocidad implica tanto relaciones de igualdad entre Estados soberanos, como un 
consentimiento manifestado por éstos. Monseñor Juan Larrea expresa que: 
 “la igualdad de derechos reconocida por nuestras leyes a favor de los extranjeros, se 
produce en virtud de un acto soberano del Estado, incondicional e independiente de cuál 
sea la conducta de los otros Estados frente a los ecuatorianos”. 
 La reciprocidad es un principio de suma importancia en el ámbito internacional, ya que permite 
que las relaciones diplomáticas entre naciones sean posibles. Ese principio ha servido de base para 
la aplicación de los privilegios e inmunidades diplomáticos, contenidos y establecidos en acuerdos 
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y tratados internacionales. Como lo menciona el artículo 1 de la ley de extradición del Ecuador, 
Ley No. 24. RO/ Sup. 144, de fecha 18 de agosto del 2000, que expresa que:  
“La extradición se concederá preferentemente atendiendo al principio de reciprocidad. El 
Gobierno podrá exigir una garantía de reciprocidad al Estado requirente.” 
Los Estados se encuentran estrechamente vinculados por aspectos económicos y sociales, lo que 
acarrea la necesidad de establecer lazos de solidaridad e interdependencia, uno de los problemas 
que la comunidad internacional busca es la prevención y represión de la delincuencia para 
salvaguardar a la sociedad de los males que ésta provoca. Existe pues la necesidad de relaciones 
basadas en la reciprocidad y la solidaridad frente a los males que alteran el orden público y social 
de un Estado.  
La Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados y su protocolo de 1967 no protegen del 
enjuiciamiento a los refugiados y solicitantes de asilo, que hayan incurrido en conductas ilícitas no 
políticas, es así como no impide la extradición, siempre que ella cumpla con las normativas 
reguladoras del asilo y la extradición. 
Los tratados internacionales de Derechos Humanos, inclusive los convenios contra el terrorismo y 
otros instrumentos sobre delitos transnacionales contienen normativas que fijan el deber de 
extraditar a aquellas personas que se encuentren bajo la sospecha de ser responsable de los citados 
delitos; sin embargo, hay que tener en cuenta que los Estados partes en el proceso de extradición, 
aseguren que los actos ilícitos en cuestión estén tipificados como delitos por el derecho penal del 
Estado que exige la devolución del delincuente, mas no es necesario que dicha conducta se 
encuentre tipificada en el país de acogida. 
En relación a las garantías normativas en el ámbito internacional del asilo, ya se ha comprobado 
que no está recogido en las principales convenciones universales y regionales, a excepción de la 
Convención Americana de Derechos Humanos, que, por otra parte se remite en lo que concierne a 
su protección a la legislación interna de los Estados y a las convenciones internacionales.   
El único tratado internacional específicamente referido al asilo, se da en el ámbito Americano: la 
Convención de Caracas, de 1954, sobre asilo territorial. Como no existen convenios internacionales 
en el ámbito universal que establezcan instrumentos de protección del derecho de asilo, éste queda 
exclusivamente al criterio interno de los Estados, por lo que su protección jurídica resulta de muy 
difícil realización en el ámbito internacional. El asilo está protegido en el ámbito universal por la 
Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas.  
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No existe ninguna norma internacional que, en principio, obligue al Estado a conceder el Asilo. La 
interpretación que generalmente se hace del artículo 14.1. de la Declaración Universal es que el 
derecho de asilo es una facultad, puramente potestativa, del gobierno del Estado receptor y no un 
deber. La persona perseguida tendría derecho a "buscar" y "disfrutar" del asilo si así se le reconoce 
y concede.   
Una forma de propiciar el cumplimiento efectivo del asilo en cuanto que es garantía de los 
derechos humanos, es el reconocimiento por parte de los Estados del derecho a la libertad de 
circulación. Por el contrario, las políticas restrictivas de la misma, exigiendo múltiples requisitos 
para quien quiere entrar en un país, contribuyen a una desprotección del asilado. 
De acuerdo a Atle Grahl-Madsen, (1972) el “derecho al asilo” en el sentido del derecho del Estado 
a conceder asilo se compone de diversas facetas: 
a) Derecho a admitir una persona en su territorio. 
b) Derecho a permitirle permanecer en dicho territorio.  
c) Derecho a negarse a expulsarlo. 
d) Derecho a negarse a extraditarlo, hacia otro Estado.  
e) Derecho a no perseguir a la persona, castigarla o de alguna otra forma restringir su libertad. 
 
2.1.5.1. CARACTERÍSTICAS 
 
En la mayor parte de los tratados de extradición se requiere que el Estado que la pide demuestre la 
existencia de causa para enjuiciar o castigar al requerido; que el delito imputado se haya tipificado 
como tal tanto en la legislación penal del Estado requerido como en la del Estado requirente, a este 
hecho se lo cataloga como el principio de la identidad de la norma o de la doble tipicidad, la cual 
condiciona que el supuesto hecho delictivo, por el que se hace el reclamo de devolución, también 
constituya como delito, y que se encuentre tipificado en la normativa interna del país requerido.  
Cabe mencionar que el carácter del delito en ambos Estados no se refiere únicamente a la 
denominación del mismo, la doble tipicidad debe entenderse en el sentido de la situación 
delictuosa, es decir pueden no estar tipificados exactamente de la misma manera y bajo las mismas 
circunstancias, mas las características propias que lo configuran como un delito sí, pero tanto el 
país requirente como el requerido deben considerar la infracción dentro de su ordenamiento legal. 
Sin embargo, este principio no se lo debe considerar de carácter obligatorio, puesto que debido a la 
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diversidad de pensamiento existen varias legislaciones, existirán Estados en los que una infracción 
es grave y otras en las que la falta no exista; es por ello que la infracción obligatoriamente debe 
existir en el ordenamiento del Estado requirente, mas no en el Estado de acogida. 
Se establece la extradición con respecto a las personas procesadas o condenadas por las autoridades 
de un Estado y que se encuentre en el territorio de otra. Para ello se requiere que la condena o 
proceso en el otro Estado sea de cierta gravedad; una condena superior a un año o un proceso por 
un juicio del que puede resultar sanción superior a dos años. Se solicita además que el Estado 
requirente tenga jurisdicción para conocer y fallar el delito. 
En pro de la protección de los derechos humanos, la extradición no se ejecutará hacia los Estados 
que tengan pena de muerte y en caso de que el mismo delito por el que se requiere a un individuo 
ya haya sido juzgado en el Estado requerido. 
En nuestro país solo se permite la extradición en los casos de extranjeros que cometieron delitos 
comunes en nuestro territorio. Se excluyen, por tanto, los delitos políticos, que son aquellos que 
atentan contra la existencia y seguridad del Estado, aunque por consecuencia de esos delitos 
resultaren delitos de orden común. 
Según la ley de extradición existen 9 casos en los que dicho derecho no se puede conceder, los 
cuales se encuentras previstos en el artículo 5 de la ley, los que tienen relación directa con el 
derecho de asilo son:  
(2) Cuando se trate de delitos de carácter político. No serán considerados como delitos políticos los 
actos de terrorismo; los crímenes contra la humanidad previstos por el Convenio para la 
prevención y penalización del crimen de genocidio adoptado por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, ni el atentado contra la vida de un Jefe de Estado o de algún miembro de su 
familia. Tampoco serán considerados como delitos políticos los delitos comunes, aún cuando hayan 
sido cometidos con móviles políticos; 
(4) Cuando la persona reclamada deba ser juzgada por un Tribunal de excepción; 
 (7) Cuando el Estado requirente no diera la garantía de que la persona reclamada de extradición 
no será ejecutada o que no será sometida a penas que atenten a su integridad corporal o a tratos 
inhumanos o degradantes;  
(8) Cuando el Estado requirente no hubiera dado las garantías exigidas en el artículo 3 de esta ley; 
y, 
57 
 
 (9) Cuando a la persona reclamada le hubiere sido reconocida la condición de asilado, siempre y 
cuando no sea perseguida por otro delito que amerite la extradición. El no reconocimiento de la 
condición de asilado, cualquiera que sea su causa, no impedirá la denegación de la extradición por 
cualquiera de las causas previstas en esta ley. 
Así también en el artículo 6 de la mencionada ley, establecen los casos en los que la petición de 
extradición se niega:  
(1) Si se tuvieran razones fundadas para creer que la solicitud de extradición, motivada por un 
delito de naturaleza común, se ha presentado con el fin de perseguir o castigar a una persona por 
consideraciones de raza, religión, nacionalidad, opinión política u orientación sexual, o que la 
situación de dicha persona corra el riesgo de verse agravada por tales consideraciones.  
Al tenor del numeral se resalta el hecho que una de las razones de persecución puede ser la opinión 
política que el delincuente haya manifestado, lo cual es razón suficiente para otorgar un asilo 
político por parte del Estado Requerido. 
 
2.1.6. PROHIBICIÓN DE EXPULSIÓN 
 
Hay que tener en cuenta que existe el principio internacional sobre la obligación de los Estados que 
han otorgado asilo a un perseguido político de no devolverlo al país del que proviene o tiene su 
residencia habitual, respetando la prohibición de la extradición bajo ciertas circunstancias, en rigor 
de los derechos humanos, dentro del derecho internacional. 
Dentro de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1957, en el articulo 32 hace 
referencia a la expulsión aseverando que los Estados contratantes no expulsarán a ningún refugiado 
que se hallare en su territorio, siempre y cuando no existiere razones por las cuales dicho Estado 
considere que su seguridad interna nacional o el orden público y social se puedan alterar. La 
expulsión de un asilado se efectuará únicamente cuando existiere una decisión la cual fuere tomada 
conforme a los procedimientos  legales del caso.  
Para cumplir con las garantías del debido proceso se le permite al asilado presentar pruebas para su 
defensa, así como la posibilidad de formular un recurso de apelación ante la autoridad competente 
o personas especializadas designadas por la autoridad competente; de conformidad con la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, el cual en el articulo 8 prescribe las garantías 
judiciales que toda persona tiene derecho, así también dentro del Convenio Europeo para la 
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Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales, de 1950, en su artículo 6, donde 
expresa el derecho que toda persona tiene a un  proceso equitativo. 
Si el individuo no lograre permanecer en el territorio el Estado le ofrece un plazo para que gestione 
su admisión a otro Estado. Esta disposición tiene concordancia con otros tratados internacionales; 
entre ellos, la Convención sobre el Estatuto de los Aprátidas, de 1954, en el artículo 31º, expresa 
que:  
“(…) 1. Los Estados Contratantes no expulsarán a apátrida alguno que se encuentre legalmente en 
el territorio de tales Estados, a no ser por razones de seguridad nacional o de orden público; 2. La 
expulsión del apátrida únicamente se efectuará, en tal caso, en virtud de una decisión tomada 
conforme a los procedimientos legales vigentes. (…)”.. 
Dentro del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de 1966, articulo 13 º:  
“El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado Parte en el presente Pacto sólo 
podrá ser expulsado de él, en cumplimiento de una decisión adoptada conforme a la ley; y, a menos 
que razones imperiosas de seguridad nacional se opongan a ello, (…)”. 
La Declaración sobre los Derecho Humanos de los individuos que no son nacionales del país en 
que viven, adoptada por la Asamblea General en su resolución 40/144, de 13 de diciembre de 1985 
en el artículo 7, manifiesta como en los prenombrados tratados internacionales, que un extranjero 
que se halle legalmente en el territorio de un Estado sólo podrá ser expulsado de dicho territorio 
por una decisión conforme a la ley, o que la seguridad nacional del Estado de acogida corra peligro, 
tendrá derecho a presentar los mismos recursos que en los tratados anteriores, en concordancia con 
el artículo 22 de la Convención Americana sobre Derechos humanos de 1969, más conocida como 
el Pacto de San José, numerales 6 y 7; y el Protocolo No. 4 al Convenio Europeo para la Protección 
de los Derechos humanos y de las Libertades Fundamentales reconociendo ciertos derechos y 
libertades además de los que ya figuran en el Convenio y en el primer Protocolo adicional al 
Convenio, de 1963, en los artículos 3 y 4.  
Sin embargo, en la Declaración sobre los Derechos Humanos de los individuos que no son 
nacionales del país en que viven, en la parte final del artículo incluye la prohibición de la expulsión 
de extranjeros por motivos de raza, religión, cultura, linaje, color u origen nacional o étnico. La 
parte final de este artículo tiene concordancia con la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, de 1965, donde en el artículo 5 expresa 
que:  
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“En conformidad con las obligaciones fundamentales estipuladas en el artículo 2 de la presente 
Convención, los Estados partes se comprometen a prohibir y eliminar la discriminación racial en 
todas sus formas y a garantizar el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin distinción 
de raza, color y origen nacional o étnico, (…).  
Todo esto en pro de la protección de los Derecho Humanos y fundamentales que todas las personas 
tenemos derecho, es importante destacar que a pesar de vivir en una nueva época, la discriminación 
aun existe en ciertos Estados o en pequeños pueblos, razón por la cual es importante la existencia 
de normas internacionales de protección a dichos derechos, para que no se los vulnere, y en el caso 
de que sucediera exista una norma que prescriba el correcto proceder, así como una autoridad 
internacional que haga valer los derechos de quien se siente vulnerado. 
La Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas de las 
Naciones Unidas, de 1992, en el artículo 8, expresa que ningún Estado expulsará, devolverá o 
concederá la extradición de una persona a otro Estado cuando haya motivos fundados para creer 
que la vida de la victima corre el riesgo de una desaparición forzada. Las autoridades competentes 
determinaran las razones, tomando en cuenta las circunstancias que rodean el hecho. Este Tratado 
Internacional como en los prenombrados se busca que el bien jurídico tutelado, sea debidamente 
protegido, es decir la vida, la integridad psico-física, la libertad personal y la seguridad personal de 
la persona perseguida.    
La prohibición de expulsión está regida por el principio del Non Refoulement, “no devolución”. es 
un elemento esencial, piedra angular del régimen internacional de protección de los refugiados y 
del asilo reconocido como regla de ius cogens por la Convención de Ginebra del 28 de julio de 
1951. Dicho principio no forma parte de la Declaración sobre los Principios de Derecho 
Internacional referentes a las Relaciones de Amistad y a la Cooperación entre los Estados de 
conformidad con la Resolución 2625 (XXV), de fecha 24 de octubre de 1970, de la Carta de las 
Naciones Unidas; por el hecho de no constar prescrito en un tratado internacional o estar 
establecido en ninguna ley, por lo que este principio no es considerado norma jurídica escrita, el 
surgimiento y aplicación del mismo se cumple porque con el tiempo se ha hecho costumbre 
cumplirla; es decir, en el tiempo se ha hecho uso de esta costumbre que se desprende de hechos que 
se han producido repetidamente, en el tiempo o en un territorio concreto, y llegó a ser conocido por 
la comunidad internacional, la cual consideró que dicha conducta o comportamiento debía aplicarse 
y regular la vida de la comunidad y adquiere el carácter de obligatorio, a diferencia de la moral o la 
religión. A este hecho particular se lo conoce como Derecho Internacional Consuetudinario a falta 
de norma expresa. 
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El principio señalado generalmente es el que impide devolver a una persona a un territorio en el 
que su vida, seguridad o libertad se encuentren en grave riesgo, aunque existen varios tratados 
internacionales donde la necesidad y obligación de precautelar la vida, integridad y seguridad de 
toda persona prevalece. Los Estados miembros o no de la Convención de Ginebra, han hecho suya 
la obligación del cumplimiento de dicho principio, estableciendo dentro de sus ordenamientos 
internos disposiciones concordantes con el mismo. Lo cual lo fundamenta como un principio 
general del Derecho internacional.  
El artículo 38 de la convención de Viena sobre Derecho de los Tratados menciona expresamente la 
posibilidad de que una norma enunciada en un tratado llegue a ser obligatoria para un tercer Estado 
como norma consuetudinaria. Razón por la cual este principio es vinculante para todos los Estados, 
incluso para aquellos países que no forman parte de la Convención de 1951 o su Protocolo, y bajo 
ninguna circunstancia país alguno podrá solicitar la derogación o invalidez de dicho principio. 
El non refoulement se considera una mera obligación convencional, sino más bien un principio 
general en materia de asilo, el cual empieza a configurarse como tal mucho antes de la Convención 
de Ginebra, dicho principio ha sido invocado varias veces dentro del Derecho Internacional 
Convencional; Convención de Addis-Abeda de 1969, Convención de Caracas de 1954, el Acuerdo 
de la Haya de 1957, entre otros, así como también fuera de él, por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, principalmente con la Declaración sobre Asilo Territorial de 1967. 
Con la adopción de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de Ginebra el 28 de julio de 
1951, por la Conferencia de Plenipotenciarios sobre el Estatuto de los Refugiados y de los 
Apátridas (Naciones Unidas), convocada por la Asamblea General en su resolución 429 (V), del 14 
de diciembre de 1950, el principio de non-refoulement ha evolucionado hasta convertirse en una 
norma de carácter absoluto, es decir, que no admite excepción ni derogación alguna.  
La norma de no devolución se encuentra establecida en varios tratados de Derechos Humanos, lo 
que ocasiona que dicho principio no solo no admite derogaciones y excepciones, sino además no 
exige que el peligro que corre el individuo sea únicamente de carácter político, abarcando cualquier 
tipo de causa, y cubre, además de la devolución y la expulsión, también la extradición. 
Así lo recogen los artículos 6 y 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 y 
los artículos 2 y 3 del Convenio Europeo de Derechos Humanos de 1950, los cuales recogen el 
derecho a la vida y la prohibición de la tortura respectivamente, han sido interpretados por sus 
correspondientes órganos de control en el sentido de cubrir también situaciones en las que la salida 
forzosa de un extranjero del territorio de un Estado parte, tenga como resultado el riesgo para la 
vida o la integridad física del individuo. 
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En primer lugar el artículo 66, numeral 14, de la Carta Magna ratifica la obligación nacional de 
respetar el principio de no devolución, o sea, las autoridades nacionales están compelidas a no 
devolver o expulsar a una persona extranjera a un territorio en el que su vida, libertad, seguridad o 
integridad o la de sus familiares corran peligro, como al parecer es el caso descrito. 
Así en el texto de la Convención de Ginebra de 1951, en el articulo 33 numeral 1, señala lo 
siguiente:  
“Ningún Estado Contratante podrá, por expulsión o devolución, poner en modo alguno al refugiado 
en las fronteras de los territorios donde su vida o su libertad peligre por causa de su raza, religión, 
nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social, o de sus opiniones políticas”.  
Lo cubre cualquier medida atribuible al Estado que pueda tener el efecto de devolver a un 
solicitante de asilo o refugiado a las fronteras de territorios donde su vida o libertad pueden verse 
amenazadas, o donde puede correr riesgo de persecución, incluyendo su intercepción, rechazo en la 
frontera, o devolución indirecta.  
KALIN considera que el artículo 33 de la mencionada Convención, “constituye una salvaguarda 
contra la extradición pero que puede ser abrogada por una obligación en contra derivada de un 
tratado de extradición”.  
La Declaración de Asilo Territorial, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 
su resolución 2312 (XXII), de 14 de diciembre de 1967, en el articulo 3 menciona que ninguna 
persona que tenga razones motivadas para buscar asilo, será objeto de negativa de admisión en la 
frontera, expulsión o devolución si ya estuviera dentro del territorio en busca de asilo, salvo de 
existir razones fundadas de que la permanencia de dicho individuo amenace la seguridad interna 
del Estado, de presentarse el caso, se le otorgara a la persona la posibilidad de un asilo provisional 
a fin de buscar asilo en otro Estado. 
Existe una tendencia en contra de excepciones a los principios básicos de los derechos humanos. 
Por lo que se reconoció la importancia de ellos para fines de la interpretación del artículo 
mencionado. Las excepciones deben interpretarse muy restrictivamente, y encaminadas a 
salvaguardar el debido proceso. Y fundamentalmente en casos de tortura, no se permiten 
excepciones a la prohibición de la devolución. 
En importante destacar que la convención menciona el término refugiado, más en la práctica 
Latinoamericana, se refiere tanto a un solicitante de asilo o como a un solicitante de refugio, como 
se mencionó en capítulos anteriores, el término asilado y refugiado; en América latina se hace la 
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distinción, según su origen y naturaleza, sin embargo la terminología usada a nivel internacional, 
recoge ambos términos como sinónimos. 
El principio de no devolución se aplica tanto al país de origen de un asilado como también de 
cualquier otro país del que el asilado provenga siempre y cuando exista un temor fundado de 
persecución política hacia el solicitante de asilo político, y que se encuentre dentro de los motivos 
establecidos por el Convenio acotado, o cuando existe una probabilidad de que el solicitante del 
asilo pueda ser enviado a un país donde corra peligro por una persecución vinculada con alguna de 
las razones de la Convención.  
El derecho internacional permite excepciones al principio señalado únicamente si cumple con las 
circunstancias estipuladas en el articulo 33 numeral 2, el cual expresa que:  
“Sin embargo, no podrá invocar los beneficios de la presente disposición (art. 33 numeral 1) el 
refugiado que sea considerado, por razones fundadas, como un peligro para la seguridad del país 
donde se encuentra o que, habiendo sido objeto de una condena definitiva por 
un delito particularmente grave, constituya una amenaza para la comunidad de tal país". 
Para la aplicación de esta disposición se requiere que el Estado que otorga el asilo determine de 
manera individual, que se cumplan los criterios con respecto a las excepciones al principio de no 
devolución. 
Dentro de estas excepciones tenemos la de “seguridad del país”, donde se debe determinar que el 
solicitante del asilo, constituye un peligro inminente actual o futuro para el país de acogida. El 
peligro debe ser muy grave, y no de menor grado, y debe constituir una amenaza para la seguridad 
interna del  Estado de acogida; otra, es que a pesar de ya haber sido condenado por un crimen muy 
grave, el individuo represente un grave riesgo para la sociedad si permaneciera en dicho territorio. 
 Cabe destacar que el hecho de que una persona haya sido condenada por un delito, no significa que 
la persona reúna el requisito de "amenaza para la comunidad". Para determinarlo como tal, se 
deben considerar varios factores entre ellos la naturaleza y las circunstancias del hecho. 
La persona a quien se le concede el asilo únicamente puede ser expulsado por dicho Estado, si 
hubiere realizado alguna actividad grave contra la seguridad interior o exterior del Estado, mas la 
expulsión nunca se llevara a cabo a un país donde haya motivos de persecución política o religiosa. 
Como lo menciona el artículo 45 de la Convención de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a 
la protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra. 
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Como excepciones de la protección de la no devolución contemplada en la Convención de 1951, 
una aplicación restrictiva requiere la existencia de un nexo racional y causal entre la expulsión del 
individuo y la eliminación del peligro, por lo tanto, si el peligro que corría el solicitante desaparece, 
significa que hay la posibilidad de devolución. En una aplicación restrictiva también significa que 
la devolución debería ser la última razón posible al que se debe recurrir, para eliminar la amenaza a 
la seguridad o a la comunidad del país de acogida.  
Sin embargo, ¿cómo establecer que peligro tiene mayor peso?, el del Estado de acogida, o el daño 
que la persona requerida pueda sufrir. Mas es importante señalar que la determinación de de las 
excepciones estipuladas en el tratado son aplicables o no, ya que se lo debe hacer mediante un 
procedimiento que precautele y garantice los derechos del individuo pedido.  
El derecho internacional de los derechos humanos no le permite excepciones a la no devolución al 
Estado requerido, por lo que queda prohibido extraditar a un individuo, si esta lo expusiera a un 
peligro que vulnere su vida, libertad o seguridad, pudiendo ser víctima de tortura o de otras 
violaciones graves de los derechos humanos. 
El asilado tiene derecho a la expedición de títulos de viaje. La prohibición de expulsión de los 
asilados a otro país donde su vida o su libertad peligre a causa de su raza, religión, nacionalidad, 
pertenencia ha determinado grupo social o de sus opiniones políticas. En caso de expulsión se debe 
conceder al expulsado un plazo razonable para buscar su admisión en otro país.  
La Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes de 
1984, en el artículo 3 estipula, de manera expresa que:  
"Ningún Estado Parte procederá a la expulsión, devolución o extradición de una persona a otro 
Estado cuando haya razones fundadas para creer que estaría en peligro de ser sometida a tortura".  
Como parte innata de la prohibición de la tortura en virtud del derecho internacional 
consuetudinario, el cual ha alcanzado la categoría de jus cogens, el principio de no devolución es 
vinculante para todos los estados a pesar de no formar parte de los tratados que lo establecen. 
Es de señalar, además que los tratados de diversos continentes como el nuestro, sobre derechos 
humanos también contienen obligaciones de no devolución, que establecen la prohibición de la 
extradición en los casos que implican un riesgo contra la vida o la integridad física de la persona 
requerida. En nuestro continente Americano, por ejemplo, el artículo 13 numeral 4 de la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura expresa:  
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"No se concederá la extradición ni se procederá a la devolución de la persona requerida cuando haya 
presunción fundada de que corre peligro su vida, de que será sometido a tortura, tratos crueles, 
inhumanos o degradantes o de que será juzgada por tribunales de excepción o ad hoc en el Estado 
requirente". 
 
2.1.7. PROTECCIÓN JURÍDICA 
 
Los tratados internacionales son necesarios, en ellos se impregnan los principios necesarios que 
garantizan el cumplimiento de los derechos humanos y en general el buen proceder de los Estados a 
nivel internacional. Se trata de decisiones soberanas que se saben negociar respetando los marcos 
constitucionales de cada país. 
RAYMOND ARON, un filósofo, sociólogo y comentarista político francés, menciona que: 
“El derecho es inherente a toda organización social; pero el derecho internacional no posee el 
exclusivo y triste privilegio de ser más o menos desconocido, más o menos violado. Toda regla de 
derecho parece suscitar siempre el deseo de ser interpretada en la forma más ventajosa posible, pues 
en fin de cuentas todo derecho no es más que un cierto paliativo a la violencia inherente a toda 
sociedad humana”. 
Las políticas nacionales toman frecuentemente en estricta consideración al derecho internacional, 
Si los Estados soberanos quieren abrir caminos de colaboración entre ellos, pueden escoger 
diversos modos de cooperación. Como lo es un tratado multilateral, es un buen recurso, para una 
colaboración diplomática, en el cual se establezcan instituciones específicas, para una verdadera 
"organización internacional". Así, los Estados se congregan alrededor de ciertas organizaciones 
internacionales, como la ONU (Organización de Naciones Unidas), u organizaciones de tipo 
regional con la UNASUR (Unión de Naciones Suramericanas) para llevar a cabo en principio, una 
obra común, pero con motivaciones totalmente diversas. 
Únicamente los Estados soberanos tienen la capacidad de celebrar tratados, en consecuencia de que 
entre iguales se pueden pactar derechos y obligaciones. Los tratados son contratos, esto es así 
porque; con el término “contrato” se designa un Estado de hecho del orden jurídico interno. Pero el 
mismo Estado de hecho existe igualmente bajo el nombre de tratado en el Derecho Internacional. 
En ambos casos se plantea, en principio, los mismos problemas. 
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De acuerdo a la definición tradicional, convención es la concordancia de voluntades de dos o varios 
sujetos, tendiente a producir un efecto jurídico, es decir, a crear o extinguir una obligación y el 
derecho subjetivo correspondiente. Si la teoría tradicional no ve en la convención sino un acto 
jurídico es porque la considera solamente desde el ángulo visual de la aplicación del derecho y la 
ejecución de las normas. Al concluir una convención los sujetos aplican una regla de derecho, la 
pacta sunt servanda, a una situación concreta, y se sirven de ella  para regular sus relaciones 
recíprocas. 
El principio de la pacta sunt servanda, significa que “lo estipulado por las partes cualquiera sea la 
forma de estipulación, debe ser fielmente cumplido, o sea, que se ha de estar a lo pactado”, Este 
principio entra por primera vez en el derecho neo romanista codificado a través del Codex 
Maximilians Bovaricus Civilis de 1756, en el código civil de Baviera obra de Kreit Mayr, (1964, 
pg. 237); lo que se explica de mejor manera como principio de obligatoriedad un principio básico 
del derecho civil y del derecho internacional . 
En materia internacional se señala que: "Todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser 
cumplido por ellas de buena fe", como lo señala el artículo 26º de la Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados de 1969, y el mismo artículo de la convención de Viena sobre el Derecho 
de los Tratados celebrados entre Estados y Organizaciones Internacionales de 1986. Precepto 
acuñado en épocas de la antigua Roma y según la cual “los pactos deben honrarse”, es una de las 
bases fundacionales de la confianza que la sociedad deposita en sí misma. 
La buena fe de los tratados implica que una parte en el tratado no puede invocar disposiciones de su 
derecho interno, como justificación para no cumplir. Sin embargo el único límite del mencionado 
principio, son las normas imperativas del derecho internacional general, llamado jus cogens. El 
principio jurídico cláusula sic stantibus o cláusula de escape, que hace una excepción a la regla 
general de pacta sunt servanda, las promesas deben cumplirse, parte del Derecho Internacional 
consuetudinario, también permite las obligaciones del tratado de ser incumplidos debido a un 
cambio de peso de las circunstancias. 
Con la entrada en vigencia de la Constitución de la República del Ecuador en el 2008, en su 
artículo 417, se constitucionaliza los tratados, acuerdos y convenciones suscritos y ratificados por 
nuestro país sobre derechos humanos, esto quiere decir, que la declaración de Cartagena sobre 
Refugiados de 1984, que reconoce como refugiados a las personas que han huido de su país porque 
su vida, seguridad y libertad han sido amenazadas, el Ecuador tiene la obligación de acatar sus 
preceptos, puesto que somos uno de los países contratantes.  
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Además de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, 
Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de 1969, entre otras son 
normas que tienen rango constitucional, en otras palabras están a la par de nuestra constitución. 
El Tratado de Derecho Penal Internacional suscrito en Montevideo en 1889; en su artículo 17° 
reconoce el derecho de conceder asilo en legaciones o buques de guerra, surtos en aguas 
territoriales de otros Estados contratantes, a los perseguidos por delitos políticos. 
La Convención de La Habana, de 1928, reglamentó la práctica del asilo diplomático reconociendo 
nuevamente el derecho de otorgar asilo a delincuentes políticos. La Convención guarda silencio 
sobre la calificación del asilado, lo que ha sido materia de frecuentes controversias entre los 
Estados asilantes y los Estados territoriales. Fue precisamente esta imprecisión la que originó la 
larga controversia jurídica entre Perú y con respecto al caso del asilo de Víctor Raúl Haya de La 
Torre. 
La Convención de Montevideo, de 1933, tiene como innovación que "la calificación de la 
delincuencia política corresponde al Estado que presta el asilo". 
La Convención de Caracas, de 1954,  actualiza los puntos esenciales del derecho de asilo, reafirma 
la facultad del Estado asilante de calificar la naturaleza política o común del delito, otorga al 
Estado la facultad para apreciar la situación de urgencia que es condición para las concesión de 
asilo. Esta Convención que está ratificada por casi todos los Estados Latinoamericanos, dispone en 
su artículo 1° que el asilo diplomático podrá ser otorgado en legaciones, naves de guerra y 
campamentos o aeronaves militares. En el artículo 3° se considera ilícito el otorgamiento del asilo a 
los procesados o inculpados ante Tribunales ordinarios por delitos comunes, o si estuvieren ya 
condenados y aún no hubieren cumplido la pena establecida por dicha autoridad Judicial así 
también a los desertores. 
Para la protección del derecho de Asilo se crearon varios instrumentos internacionales en los cuales 
la definición, características, garantías, y principios son establecidos de manera general para que 
cualquier Estado contratante de dicho tratado, pueda dentro de su territorio cumplir cabalmente con 
las disposiciones manifestadas en la misma y no exista discrepancia con la legislación nacional 
vigente.  
Dentro de la Declaración Universal de Derechos Humanos, la cual es uno de los instrumentos de 
mayor importancia y relevancia jurídica internacional, puesto que casi todos los Estados del planeta 
la han firmado, además que mas que instituciones jurídicas, esta declaración protege los derechos 
fundamentales del hombre, en su artículo 14º, establece que:  
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“1. En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar de él, en 
cualquier país; 2. Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente 
originada por delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios de las Naciones 
Unidas”. 
Mas en 1948 en el artículo 10 se establece las garantías procesales a las que toda persona tiene 
derecho,  determinando sus derechos y obligaciones, entre los cuales está el acceso a la justicia por 
medio de un tribunal imparcial e independiente. 
La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, de 1948, según el artículo 27º, 
expresa que:  
“Es un derecho internacional de los derechos humanos, el cual puede disfrutar cualquier persona 
fuera de su país de residencia en caso de persecución. Toda persona tiene el derecho de buscar y 
recibir asilo en territorio extranjero, en caso de persecución que no sea motivada por delitos de 
derecho común y de acuerdo con la legislación de cada país y con los convenios internacionales”. 
En similares términos se expresa el artículo 22, numeral 7 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos, que afirma que:  
“Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extranjero en caso de 
persecución por delitos políticos o comunes conexos con los políticos y de acuerdo con la 
legislación de cada estado y los convenios internacionales”.  
El artículo 12 de la Carta Africana de Derechos del Hombre y de los Pueblos, de 1981, en el 
numeral 3 establece: “3. Toda persona tiene derecho, en caso de persecución, de buscar y de 
recibir asilo en territorio extranjero, conforme a la ley de cada país y de las convenciones 
internacionales”. 
Cabe reseñar también su reconocimiento en la Declaración 2312 de la Asamblea General de 
Naciones Unidas, de 14 de Diciembre de 1967: "United Nations. Declaration on Territorial 
Asylum".  
Sin embargo, los Pactos de Derechos Civiles y Políticos y de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, de 1966, no contienen ningún precepto referente al asilo, a pesar de que ambos recogen 
el contenido de la Declaración Universal y pretenden dar forma jurídica vinculante al mismo. 
Únicamente el articulo 14 menciona que:  
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“1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá 
derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido por la ley, (…)”. 
La actual Carta Magna marca un hito en el reconocimiento y protección de derechos de las 
personas en situación de movilidad, plantea una nueva visión del tema migratorio, superando 
concepciones anteriores en el ámbito jurídico. Hay que recordar que la Constitución de 1998 no 
hacía mayor referencia al tema y no consideró la realidad ecuatoriana y mucho menos la situación 
actual del mundo globalizado en el que vivimos.  
 La actual Constitución incorpora la noción de movilidad humana, principios innovadores y 
reconoce derechos específicos al tema, busca articularlos de manera integral, para brindar un 
tratamiento, desde la perspectiva de derechos a todas las dinámicas de la movilidad humana. 
La expresión movilidad humana, actualmente está establecida en la Constitución de la República 
del Ecuador (2008) en el Título II, Capítulo primero, Sección Tercera, hace referencia a los 
desplazamientos de seres humanos, desde un punto de vista conceptual y doctrinario se concibe al 
asilo como un tipo de migración, como lo menciona el Doctor Oswaldo Hurtado, en su obra Dos 
Mundos Superpuestos, quien manifiesta: “La Migración es el desplazamiento de la población 
desde el lugar de origen a otro distinto”(Hurtado Larrea Oswaldo, 1988, Pág. 25). 
Por primera vez en la historia, un país Latinoamericano, incluye en su Constitución los derechos, 
garantías e instituciones de protección de las personas en movilidad humana y sus familias; es decir 
reconoce los derechos de los emigrantes, inmigrantes, asilados, refugiados, desplazados y 
migrantes internos, así como las víctimas de trata de personas y tráfico de migrantes”. 
Así, en el título II de Derechos, está el principio de no discriminación por condición migratoria 
(Art. 11 num. 2) y en la sección tercera indica sobre movilidad humana, que incluye a la población 
en movilidad como grupo de atención prioritaria. 
En dicha sección, en el artículo 41 se reconocen los derechos de asilo y refugio y se introduce 
principios sustanciales en la protección a las personas en estas condiciones, que garantice el pleno 
ejercicio de sus derechos, como el principio de no devolución, la no sanción por ingreso o 
permanencia irregular, la asistencia humanitaria y jurídica. 
Estos principios y derechos de la Constitución ecuatoriana constituyen el núcleo del contenido 
sobre movilidad humana y establecen el punto de partida para el ejercicio y la protección de las 
personas. Existen otros artículos que complementan a los mencionados, los cuales buscan 
garantizar el ejercicio de otros grupos de derechos como los del buen vivir y los de participación.  
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En el Título VIII, capitulo primero, se menciona sobre los principios de las relaciones 
internacionales, en el artículo 416 numerales 6 y 7 se establecen principios decisivos para la 
política migratoria del Ecuador en las relaciones con otros países, respecto a la integración regional 
y el trato a las personas de otras nacionalidades. Se incorpora el principio de ciudadanía universal, 
libre movilidad, el progresivo fin de la condición de extranjero y la exigencia del respeto de los 
derechos humanos de las personas migrantes, propiciando el cumplimiento de las obligaciones 
asumidas, con los tratados internacionales suscritos por el Ecuador. 
El Capítulo Primero del Titulo IX de la Carta Magna, la cual habla de la Supremacía de la 
Constitución en los artículos 424 y 425 indica que la Constitución y los tratados internacionales de 
derechos humanos ratificados por el Estado que reconozcan derechos más favorables a los 
contenidos en la Constitución, prevalecerán sobre cualquier otra norma jurídica o acto del poder 
público, todo esto en pro de los derechos humanos, no solo de los nacionales, sino también a favor 
de los extranjeros que llegaren a establecerse de manera temporal o permanente en el Ecuador, así 
como determina el orden jerárquico de aplicación de las normas, la cual inicia con la Constitución 
y posteriormente siguen los tratados y convenios internacionales, cabe recalcar que en la carta 
magna anterior, las normas establecidas en la Constitución Política y los acuerdos internacionales 
tenían una equivalencia jerárquica de igual valor, con la aplicación de la nueva Constitución no 
solo se implementaron nuevos derechos y principios sino, también se buscaba establecer mejor la 
soberanía del país, razón por la cual la actual constitución establece este jerarquía. 
En el Título Primero, Capítulo Segundo, de la Constitución del 2008, en el artículo 9 indica que las 
personas extranjeras que se encuentren en el territorio ecuatoriano tendrán los mismos derechos y 
deberes que las ecuatorianas, de acuerdo con la Constitución. 
El marco legal en temas de asilo está conformado por los instrumentos legales ratificados por el 
Ecuador y por la legislación ecuatoriana sobre asilo, el Decreto 3301 de Mayo 1992. 
 
2.1.8. OTORGAMIENTO DEL DERECHO DE ASILO POLÍTICO 
 
Acorde con los principios de derecho internacional vigentes en el área internacional, el Ecuador, 
reconoce el derecho de asilo, para personas que consideren que su vida corre riesgo en su país de 
origen o donde tiene su residencia habitual, por tener o manifestar opiniones políticas distintas al 
régimen de dicho Estado, por lo que llegan a otro territorio en calidad de asilados; estas personas 
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gozan de protección especial la cual les garantiza el ejercicio pleno de sus derechos, e incluso de 
acuerdo con esta norma el Estado ecuatoriano tiene la obligación de respetar y garantizar el 
principio de no devolución, además de la asistencia humanitaria y jurídica emergente, en todos 
aquellos casos en que esto se requiera.  
Si bien es cierto la política migratoria del Ecuador es detener y deportar a quienes de manera ilegal 
crucen las fronteras del territorio ecuatoriano, en el caso en particular de las personas que ingresan 
o permanecen en el país de manera irregular, no serán sancionadas, si éstas solicitan asilo, por 
temor a retornar al país de donde provienen, por una notoria persecución política.  
La condición de asilado es potestad única del ejecutivo mediante el Ministerio de Relaciones 
Exteriores, quien de forma individual y atendiendo a las circunstancias especiales del caso puede 
reconocer el Estado de asilado de un individuo quien ha probado ser víctima de persecución 
política, rigiéndose para esto a las normas legales existentes, como lo son los tratados 
internacionales que tratan el asilo político o diplomático, según el caso, las disposiciones 
contenidas en la Constitución de la República y normativa interna pertinente, estas disposiciones 
relacionadas con el asilo, han tenido constante aplicación en los últimos tiempos, especialmente por 
el hecho de tener un gobierno que se considera de extrema izquierda, oponiéndose a gobiernos 
capitalistas y dominantes, como lo es Estados Unidos, con políticas económicas y sociales que 
vulneran los derechos de los menos favorecidos así como de los migrantes.  
Los preceptos anteriores son los que se han establecido respecto al asilo como un derecho que de 
acuerdo a la Constitución de la República del Ecuador, les otorga a todas las personas, nacionales o 
extranjeras, y que no puede ser limitado por discriminación o maltrato alguno. 
Los tratados internacionales mencionan de manera general el derecho de asilo político, y es deber 
del Estado ecuatoriano establecer leyes que ayuden al desenvolvimiento del procedimiento público, 
al encontrarse una norma establecida en la ley, los derechos y obligaciones son de carácter 
obligatorio, la administración pública tiene el compromiso de brindar servicios a ciudadanos 
nacionales y extranjeros de manera igualitaria, es así como se establece que la decisión de otorgar 
asilo le corresponde al Ejecutivo, es decir, al señor Presidente de la República, quien delega esa 
función al Ministro de Relaciones Exteriores, por ser éste el encargado de las relaciones 
internacionales del Ecuador con la Comunidad Internacional, el Canciller está en la obligación de 
juzgar si la petición de asilo político, sea esta diplomática o territorial, presentada por un extranjero 
víctima de persecución, se encuadra en los requerimientos y condiciones que fundamentan el 
derecho de asilo político, para luego realizar un análisis profundo de la solicitud de asilo, la cual 
puede ser aceptada o negada. 
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El derecho de asilo en Ecuador es más un derecho consuetudinario, ya que la costumbre es la que 
empera en el procedimiento de su concesión, no existe una ley que norme de manera directa, 
acciones o actuaciones de los funcionarios intervinientes en el proceso, sin embargo existe la Ley 
Orgánica de Servicio Exterior, Suplemento 262, de fecha 3 de mayo de 2006, la cual regula la 
gestión internacional del Estado conforme a la Carta Magna, leyes y al derecho internacional, bajo 
la dirección de la Cancillería ecuatoriana, el articulo 4, expresa las competencias del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, entre las cuales en el numeral 7 expresa que:  
“los casos de asilo diplomático y territorial, de extradición y de internamiento, todo ello de acuerdo 
con las leyes, los tratados, el derecho y la practica internacional”.  
Así también el Estatuto Orgánico de Estructura Organizacional de Gestión por Procesos del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, (2010) puntualiza las atribuciones y responsabilidades del 
Viceministro entre las cuales señala que debe emitir lineamientos y directrices que garanticen el 
refugio, por lo que podemos revelar que a pesar que en la práctica Ecuador diferencia el refugio del 
asilo, existen normas internas que las unifican. 
 
2.1.9. PROCEDIMIENTO 
 
En algún momento de su historia todos los países Americanos se han visto afectados por un 
disturbio social que ha comprometido su estabilidad política institucional, donde en muchos casos, 
las dictaduras o el autoritarismo de gobiernos despóticos ha vulnerado los derechos, civiles y las 
garantías constitucionales que brindan protección a los individuos. Es precisamente en ese contexto 
histórico donde el asilo político se consolida como institución normativa del derecho positivo en la 
región Latinoamericana, destinada a proteger a las personas acusadas de cometer un delito político, 
cuando su vida, su seguridad o su libertad se vean amenazadas. 
Dentro del campo del derecho, se conoce como procedimiento a la actuación que se desarrolla a 
partir de un trámite judicial. En este contexto se asume el respeto por diversas normas que están 
fijadas por la ley. El asilo político no solo es un procediendo judicial sino también administrativo, 
debido a que no únicamente se analizan tratados internacionales y leyes conexas, sino también los 
procedimiento internos que el Estado ecuatoriano debe realizar dentro de la administración pública; 
es decir, se lo considera un procedimiento administrativo ya que se compone de diversas etapas que 
tienen como objetivo final la emisión de un acto administrativo.  
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El ente rector de la política internacional en el Ecuador, es el Ministerio de Relaciones Exteriores y 
Movilidad Humana, siendo responsable de la gestión y coordinación de la misma, la integración 
Latinoamericana y la movilidad humana, respondiendo a los intereses del pueblo ecuatoriano, al 
que le rendirá cuentas de sus decisiones y acciones en cumplimiento de los principios 
constitucionales y de las normas del derecho internacional, en el marco de los planes nacionales de 
desarrollo. 
Un Estado constitucional y de derechos, se caracteriza entre otros aspectos, porque su 
responsabilidad está centrada en garantizar los derechos constitucionales establecidos en ella. Es 
así como la Constitución del 2008, define al Ecuador como un Estado garantista. La ley migratoria 
tiene la responsabilidad de proteger a todas las personas que se encuentren en cualquier tipo de 
condición migratoria, para lo cual es necesario que se incorpore en las políticas públicas y en la 
normativa interna, dinámicas de la movilidad humana en lo que corresponda. El Estado debe 
abstenerse de vulnerar derechos, ya sea por acción u omisión, de lo contrario debe asumir su 
responsabilidad y debe garantizar el juzgamiento y la reparación o restitución de derechos.  
La Convención de Ginebra de 1951, es un instrumento que por estar diseñado para varios países, de 
varias costumbres y culturas, debe enfocar el asilo político de manera generalizada, razón por la 
cual en Latinoamérica se suscribe la Declaración de Cartagena y con ayuda de la Constitución de la 
República del Ecuador, del 2008, el derecho de asilo se adecua más a la realidad regional y 
nacional; entre ellas está analizar el estudio de la implicaciones de las dificultades, para establecer 
una distinción clara y precisa de las circunstancias que llevan a un individuo a abandonar el lugar 
de donde proviene, considerando si dicha movilización de territorio se da por causas forzosas o 
voluntarias, llevando a la persona a solicitar un amparo, siempre y cuando existan motivos de 
persecución, establecidos en los instrumentos internacionales, como la violencia generalizara y las 
señaladas por el numeral 2 del artículo 11 de la Constitución:  
“Nadie podrá ser discriminado por razones de (…), ideología, filiación política, pasado judicial, 
condición socio económica, condición migratoria (…), que tenga por objeto o resultado 
menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos. La ley sancionará toda 
forma de discriminación”. 
El procedimiento del derecho de asilo político en el Ecuador, no se encuentra definido en norma 
expresa, razón por la cual el mismo no se lleva a cabo de la misma manera, mas cabe recalcar que 
uno de los motivos de la carencia de legislación interna en el campo del derecho de asilo, es debido 
a que la inestabilidad política, social, económica de años anteriores, hizo que Ecuador no fuese un 
lugar seguro de persecuciones políticas. Debido al cambio de política en los últimos años, el 
Ecuador ha estado inmerso en la problemática internacional, empero el asilo político ha 
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evolucionado dentro del derecho ecuatoriano, y es ahí donde se denota la necesidad de legislación 
en dicha área, donde se establecerían los parámetros que direcciones a funcionarios e interesados 
en el campo. 
 
2.1.10. TRÁMITE 
 
El Asilo Político en Latinoamérica no es una institución muy usada, puesto que la mayoría de los 
casos recurren a países más desarrollados, sin embargo, el Asilo Político no solo es una condición 
migratoria la cual le proporciona a quien se la otorga derechos y deberes, como lo establece la 
Constitución vigente en el artículo 9:  
“Las persones extranjeras que se encuentren en el territorio ecuatoriano tendrán los 
mismos derechos y deberes que las ecuatorianas, de acuerdo a la constitución”;  
Sino además se le facilita una visa la cual garantiza la legalidad de su estadía en el Ecuador; la 
Dirección General de Migración y Extranjería, provee la Visa 12 IV, de Asilo y Refugio, conforme 
el artículo 8, de la Ley de Extranjería  
“Todo extranjero que solicite su admisión en el Ecuador en calidad de inmigrante o de no 
inmigrante con excepción de los transeúntes, deberá estar provisto de una visa emitida por un 
funcionario del servicio exterior ecuatoriano que preste servicios en el lugar de domicilio del 
extranjero o en su falta, el del lugar más cercano”,  
Este tipo de categoría migratoria, por la naturaleza de las personas que la solicitan, requiere de una 
autorización previa por parte del Ministerio de Relaciones Exteriores, antes de poder ser otorgadas. 
En el caso particular del asilo este análisis es más exhaustivo a diferencia de las visas 12 I,  12II y 
12III, puesto que se debe analizar la existencia de temor reverencial y que el mismo ocasione una 
persecución de carácter político, ya que por desconocimiento de los solicitantes pueden confundir 
refugio con asilo. 
La mencionada visa se extiende a favor de las personas desplazadas como consecuencia de guerras 
o de persecuciones en su país de origen, de índole racial, política, religiosa, nacionalidad, 
pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, con el propósito de proteger su vida o 
su libertad. 
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Es importante recalcar que a pesar de que en otras naciones el asilo y refugio son considerados 
sinónimos, en América Latina se hace su distinción, como ya se ha destacado en capítulos 
anteriores, en Latinoamérica se ha determinado que estas instituciones tienen circunstancias que las 
dividen, en el caso de Ecuador, es aún más, puesto que la problemática política implica un 
tratamiento especial a cada caso, lo que conlleva a la carencia de normativa interna que direccione 
a los funcionarios y a los mismo solicitantes, razón por la cual el trámite administrativo interno de 
la Cancillería los diferencia, mas el refugio tiene un trámite y procedimiento establecido en norma 
expresa como lo es en el Decreto 3301, así como la ayuda del ACNUR; pero en los dos casos el 
reconocimiento de la calidad de asilado o refugiado y la concesión del visado correspondiente será 
decido exclusivamente por el Ministerio de Relaciones Exteriores, según lo dispone el artículo 5, 
de la Ley de Extranjería:  
“la decisión de conceder, negar o revocar una visa a un ciudadano extranjero, no obstante el 
cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios, es facultad soberana y discrecional de la 
Función Ejecutiva, a través de los organismos competentes”. 
Dentro de la gestión del otorgamiento del Asilo Político, es fundamental destacar que existe una 
diferencia en cuanto al trámite de revisión y calificación del asilo político, y, otra muy distinta la 
cuestión administrativa la cual inicia con la aprobación del otorgamiento por parte del Canciller 
ecuatoriano.  
El trámite en la práctica inicia con la presentación de la solicitud en el Ministerio de Relaciones 
Exteriores, la cual puede ser entregada en cualquiera de sus departamentos, por lo general en el 
área de recepción de documentos, la cual envía copias a varios departamentos, entre ellos está la 
dirección de refugio, ya que existe la posibilidad de que el término asilo sea mal empleado para el 
caso en particular; así también, al área jurídica y al Viceministro de Relaciones Exteriores e 
integración Política, quien es el encargado de la política exterior, una vez analizado brevemente las 
razones y fundamentos presentados por el extranjero, es deber del vicecanciller designar al 
responsable del estudio del pedido, quien dependiendo del caso puede ser el subsecretario de la 
región del país de origen del solicitante, quien realiza una recomendación, al Canciller; mas si la 
solicitud tiene una problemática internacional relevante para la imagen del Ecuador ante la 
Comunidad Internacional, el análisis, investigación y calificación de la misma puede recaer en el 
mismo Viceministro como fue el caso del Australiano Julian Assange, estudio que recibió la 
asistencia del Canciller, Economista Ricardo Patiño, así como de la Coordinación General Jurídica 
y la Subsecretaria de América del Norte y Europa. 
Luego que el caso sea estudiado a profundidad en un plazo aproximado de 2 meses la cancillería 
debe hacer su pronunciamiento al respecto, aceptando o negando la solicitud, la constitución del 
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2008, en el artículo 173 determina que todo acto administrativo de cualquier autoridad puede ser 
impugnado, sin embargo, la decisión de otorgar o negar asilo político es un acto discrecional del 
Presidente de la República, al ser una resolución a la que llega una autoridad manifestando su 
voluntad, dicho acto se establece como un acto administrativo, como lo establece la carta magna, 
mas al no haber autoridad superior que resuelva el recurso presentado, la apelación a la negativa de 
concesión de asilo no es procedente en Ecuador, como si lo es en otros países como Noruega y 
Estados Unidos, aunque hay que recalcar que dichas naciones tienen una concepción distinta del 
derecho de asilo. 
Si la respuesta al pedido fuere positiva, el asilado debe empezar con el trámite administrativo 
interno del Ministerio, para que le sea entregada la visa correspondiente y su estadía en el territorio 
ecuatoriano sea legal; deberá cumplir requisitos como la presentación del pasaporte original y 
vigente con al menos 6 meses o cualquier documento de identificación personal o en su defecto la 
declaración de que no posee dicho documento. Al momento de solicitar asilo se le otorga al 
individuo un carnet que indica la situación actual del extranjero, lo cual es una variación al 
procedimiento habitual para el otorgamiento de cualquier visa, puesto que esta condición 
migratoria no es estampada en el pasaporte, justamente por el hecho de que el asilado no posea 
dicho documento, es así como en el carnet que se le entrega consta el tipo de visa que le fue 
conferida, éste documento le permite transitar libremente por el territorio ecuatoriano, sin temor a 
ser aprehendido ni mucho menos a ser devuelto a su país de origen o residencia habitual, para el 
caso de los solicitantes dicho carnet es de color VERDE, una vez que la concesión del Asilo ha 
sido aprobada esta cambia por la BLANCA, conforme el artículo 22 de la ley de Extranjería: 
“La Dirección General de Extranjería y la Dirección de Asuntos Migratorios, cada uno dentro de 
su ámbito de acción, podrán modificar las calidades o categorías migratorias de los extranjeros que 
se encuentren en el país, sea cual fuere su calidad o categoría migratoria, previo el cumplimiento 
de los requisitos legales y reglamentarios”, ya que ningún extranjero podrá conservar dos o 
más calidades de inmigración simultáneamente. 
Al no existir norma expresa que determine el proceso del asilo político en el Ecuador, el 
otorgamiento de la condición migratoria tiene un plazo indefinido, razón por la cual la renovación 
de la visa debe efectuarse al igual que las demás visas, es decir, 30 días antes del vencimiento de la 
misma, conforme establece el artículo 57 del Reglamento de la Ley de Extranjería. 
Sin embargo cuando la persona en situación de asilo político ha permanecido un tiempo 
considerable en el país, y llegare a expresar su deseo de no retornar a su país de origen, tiene la 
posibilidad de acogerse a otro status migratorio, este es un precepto utilizado por toda la 
Comunidad Internacional, mas en el Ecuador no se encuentra determinada en una normativa 
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interna, pero el asilo político al ser una condición migratoria la doctrina y la práctica hacen 
valedera dicha opción.  
El asilado puede solicitar al Estado ecuatoriano que se le conceda la residencia habitual, mas en la 
práctica este pedido no se ha realizado por una persona que se encuentre protegida por el asilo 
político. 
 
2.1.11. BREVE ANALISIS CASO JULIAN ASSANGE 
 
Debido a la inseguridad jurídica y política existente en el Ecuador durante muchos años, nunca fue 
escogida como destino para quienes buscan una protección por la persecución de la cual son 
víctimas. Con la entrada en vigencia de la actual Constitución de la República, publicada en el 
2008, donde se instauran nuevas garantías a los ciudadanos tanto extranjeros como nacionales; así 
como la existencia de un gobierno de izquierda, claramente opositor al capitalismo y explotación 
de los menos favorecidos. Hizo de Ecuador y otros países latinos que comparten una ideología 
socialista, Estados garantistas y protectores de los derechos humanos. 
La obvia oposición a los Estados Unidos por parte del Gobierno de Rafael Correa, y otros 
mandatarios Latinoamericanos, provocó a mi consideración que el fundador de Wikileaks, Julian 
Assange, solicitara asilo político diplomático al Ecuador, ya que la negativa que el gobierno de 
turno posee, con respecto a las políticas internas e internacionales implementadas por Estados 
Unidos, van en contra de las políticas públicas que el actual régimen desea instaurar. 
Debido a que el Ecuador no tiene antecedentes del otorgamiento de asilo, la decisión de otorgar 
asilo político diplomático, recayó sobre el vicecanciller y el mismo Canciller, Ricardo Patiño, 
puesto que las implicaciones jurídicas del caso eran sumamente frágiles, así como debido a la 
situación que giró en torno a la labor de espionaje por parte de Julian Assange, hacía de este pedido 
un caso muy particular el cual podía quebrantar las relaciones internacionales que el Ecuador posee 
con la Comunidad Europea y Estados Unidos; país que ha hecho público su desagrado por el 
mencionado ciudadano, puesto que está imputado de espionaje y traición, compartió con el público 
global información clasificada generada por diversas fuentes, y que afectó a funcionarios, países y 
organizaciones internacionales y en particular a la seguridad del Estado Norteamericano. 
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Mas el Estado ecuatoriano no solo debía considerar las implicaciones a las relaciones 
internacionales, sino también debía analizar el hecho de la imputación judicial a Julian Assange de 
un delito de carácter sexual, en Suecia. 
La situación legal de Julian assange  inicia cuando, la fiscal Maria Häljebo dicta orden de prisión 
en contra de Assange acusado de la supuesta violación de Anna Ardin, horas después la acusación 
fue retirada, declarando que no había motivos para sospechar de que él estuviera implicado en 
dicha violación; En septiembre de 2010 la fiscal superior sueca, Marianne Ny, consideró que había 
razones para creer que el delito se había cometido y que este debía ser calificado de violación y en 
consecuencia ordena reabrir la investigación preliminar del presunto delito de violación que pesaba 
sobre Assange 
Julian Assange cuenta con dos órdenes de arresto en Suecia por presuntos delitos de, violación y 
acoso sexual. Sin embargo es sospechoso de agresiones a la integridad sexual y coerción ilegal, ya 
que habría utilizado el peso de su cuerpo contra una de sus víctimas. Desde que se iniciaron las 
acusaciones en su contra permaneció oculto, Assange reconoció que había mantenido relaciones 
sexuales con las presuntas víctimas, pero que habían sido con consentimiento de las mencionadas, 
negando las acusaciones y las atribuyó a “una campaña de intoxicación contra WikiLeaks”. 
La policía sueca se vio en la obligación de acudir a la interpol, ya que Assange había huido del 
país, a principios de diciembre se da a conocer que Assange puede estar escondido en el sur de 
Inglaterra, y que trataría de negociar su declaración ante la policía británica por los delitos de los 
que se le acusa, en cumplimiento a la orden europea de detención internacional emitida desde 
Suecia, fue detenido por la policía metropolitana de Londres, mas el 16 de diciembre fue puesto en 
libertad bajo fianza después que un tribunal británico rechazara un recurso presentado por la 
fiscalía sueca para mantenerle en prisión.  
El 24 de febrero de 2011, el juez británico Howard Riddle autorizó la extradición de Assange a 
Suecia, considerando que este país ofrece todas las garantías judiciales;  y rechazó los argumentos 
de la defensa que afirma que en ese país no tendría un juicio justo debido a que los medios y la 
opinión pública están en su contra, influenciados por el propio Primer Ministro sueco, Frederik 
Reinfeldt, que le consideró culpable públicamente. El temor que existe y la razón de que haya 
buscado amparo en la embajada de Ecuador en Inglaterra, es que Suecia facilite la extradición a los 
Estados Unidos donde las fuerzas ultraconservadoras han pedido que se le juzgue por espionaje y 
traición, dichos delitos en el país del norte, lo que podría condenar a la pena de muerte. 
Razón por la cual el 19 de junio de 2012, el ciudadano de nacionalidad australiana Julian Assange, 
se presentó en la Embajada del Ecuador en Londres, a fin de solicitar la protección diplomática del 
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Estado ecuatoriano, acogiéndose a las normas sobre Asilo Diplomático vigentes. El requirente ha 
basado su solicitud en el temor que le ocasiona la eventual persecución política que podría sufrir en 
un tercer Estado, el mismo que podría valerse de su extradición al Reino de Suecia para obtener a 
su vez la extradición posterior a aquel país. 
El Gobierno del Ecuador, fiel al procedimiento del Asilo, y atribuyendo la máxima seriedad a este 
caso, ha examinado y evaluado todos los aspectos implicados en el mismo, particularmente los 
argumentos presentados por el señor Assange para respaldar el temor que siente ante una situación 
que esta persona percibe como un peligro para su vida, su seguridad personal y su libertad.  
Ya que ha manifestado ser víctima de una persecución en distintos países, la cual deriva no solo de 
sus ideas y sus acciones, sino de su trabajo al publicar información que compromete a los 
poderosos, de publicar la verdad y, con ello, desenmascarar la corrupción y graves abusos a los 
derechos humanos de ciudadanos alrededor del mundo”. 
En razón de los motivos expuestos por Julian Assange el Estado ecuatoriano obedeciendo a lo 
determinado por tratados internacionales y la Constitución de la República, otorga el asilo político 
diplomático, fundando su decisión en que el extranjeros es un profesional de la comunicación que 
lucha a favor de la libertad de expresión, la libertad de prensa y de los derechos humanos en 
general, compartiendo información clasificada de ciertas organizaciones gubernamentales, 
produciendo retaliación por parte del país o los países que produjeron la información divulgada por 
el señor Assange, represalia que puede poner en riesgo su seguridad, integridad, e incluso su vida; 
y debido a que existe la posibilidad que las autoridades suecas faciliten la extradición del señor 
Assange a un tercer país fuera de la Unión Europea, como es Estados Unidos de América, a pesar 
que dicho país no proporcione las garantías necesarias, que la institución de la extradición  requiere 
para ser concedida, vulnerando la seguridad e integridad personal del Australiano.  
En varias declaraciones públicas y comunicaciones diplomáticas realizadas por funcionarios de 
Gran Bretaña, Suecia y Estados Unidos de América, se infiere que dichos gobiernos no respetarían 
las convenciones y tratados internacionales, y darían prioridad a leyes internas de jerarquía 
secundaria, contraviniendo normas expresas de aplicación universal, existe evidencia jurídica que 
muestra claramente que, de darse una extradición a los Estados Unidos de América, el señor 
Assange no tendría un juicio justo, pudiendo ser juzgado por tribunales especiales o militares, 
dando un trato cruel y degradante, además de la posibilidad de ser sentenciado a cadena perpetua o 
a la pena capital, lo cual evidentemente viola sus derechos humanos. 
El Ecuador en base a las declaraciones del solicitante y a la renuencia de colaboración por parte de 
los Estados intervinientes, y en cumplimiento de los principios, normas, preceptos, mecanismos y 
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procedimientos establece que el derecho de asilo es aplicable con fundamento en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos, que contemplan entre sus disposiciones el derecho de buscar, 
recibir y disfrutar del asilo por motivos políticos; las Convenciones que regulan el derecho de asilo 
y que reconocen el derecho a no ser entregado, devuelto, o expulsado cuando hay fundados temores 
de persecución política; las Convenciones que regulan el derecho de extradición y que reconocen el 
derecho a no ser extraditado cuando esta medida pueda encubrir persecución política; y las 
Convenciones que regulan el derecho humanitario, y que reconocen el derecho a no ser transferido 
cuando exista riesgo de persecución política. Todas estas modalidades de asilo y de protección 
internacional están justificadas por la necesidad de proteger a esta persona de una eventual 
persecución política, o de una posible imputación de delitos políticos puros y/o delitos comunes 
con carácter político, lo cual, a juicio del Ecuador, no solamente pondría en peligro al señor 
Assange, sino que además representaría una grave injusticia cometida en su contra. 
Cuando el asilo fue conferido los diálogos diplomáticos se acrecentaron con Reino Unido, Suecia y 
Estados Unidos, aunque este último ha evitado pronunciarse al respecto, el Estado ecuatoriano  ha 
requerido garantías suficientes para proteger la seguridad y la vida del señor Assange, las que se 
han negado a facilitar, esto puede ser resultado de que dichos países se vieron afectados por la 
información divulgada en “WikiLeaks”. 
El gobierno británico reconoció el derecho de Ecuador de conceder el asilo al señor Assange, mas 
con una decepción generalizada por la decisión. Existe negativa a la concesión del salvoconducto, 
concediendo un permiso para su traslado a Ecuador, dada la extradición pendiente que tiene con la 
Justicia sueca, la cual lo requiere en el marco de una investigación por delitos sexuales. En una 
declaración el Ministro británico de Asuntos Exteriores, William Hague, asevera que: "Nuestra 
obligación legal es extraditarlo a Suecia".  
Manifestó además que no otorgarán un salvoconducto a Assange para que salga del Reino Unido, 
ya que no hay ninguna base legal que los obligue a ello; y, señaló además que la inmunidad 
diplomática no debe ser utilizada para "dar refugio" a supuestos delincuentes y que el proceso en 
Suecia tendría "garantías" legales; y, ha reiterado que Ecuador tiene la "obligación legal" de 
entregar a Assange para que el Reino Unido prosiga con su proceso de extradición a Suecia. 
 Ecuador le presentó un documento al gobierno británico donde se explica el fundamento jurídico 
que haría posible el salvoconducto. El Canciller Ecuatoriano afirmó que no solo debe ofrecerle el 
salvoconducto, sino que su concesión es una obligación de dicho gobierno, amparándose en 
tratados internacionales firmados tanto por Reino Unido como por Ecuador. 
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Ecuador absolutamente consiente que sobre el asilado pesa una investigación penal por delitos 
sexuales, ha facilitado a la justicia sueca tome las declaraciones de Julian Assange en el local de la 
Embajada de Ecuador en Londres, con la finalidad de no interferir ni obstaculizar el proceso 
jurídico que se sigue en Suecia. A pesar de que la medida es perfecta y legalmente posible; Suecia 
no lo aceptó.  
Suecia ha evitado pronunciamientos al respecto, manifestando que el conflicto es un asunto 
"bilateral" entre Reino Unido y Ecuador, mas la directora de la Fiscalía, Marianne Ny, aseguró que 
el hecho de que Ecuador le haya garantizado el asilo a Julian Assange no afecta a la investigación 
criminal sueca, la cual sigue abierta. 
 
2.1.12. EJEMPLOS DE CONCESIÓN DE ASILOS EN AMÉRICA LATINA 
 
En América Latina el asilo político no es una institución frecuentemente utilizada, razón por la cual 
no existen muchos casos en la región, analizando la realidad sociopolítica de los países latinos, 
quienes luego de su independencia, la relación regional cambio radicalmente, puesto que dejamos 
de ser una colonia española, para convertirnos en Estados soberanos, independientes y 
democráticos, lo que trajo consigo la implementación de políticas internas, que en muchos de los 
casos no coincidían con las de países vecinos, es decir, la relación regional se vio seriamente 
afectada, mostrando claramente una perturbación social y política, que se ha proyectado a lo largo 
de su historia; con dictaduras militares y civiles, que han interrumpido el normal cause democrático 
en los Estados Americanos, esta intrusión ha desencadenado violentas persecuciones a opositores 
políticos, cuyas acciones se han pretendido enjuiciar dentro del marco de la justicia ordinaria y de 
los Tribunales de excepción, sin detenerse a analizar si la infracción es considerada como un delito 
político puro, o en un delito común con el carácter político, dando a denotar que la deducción del 
mismo está sujeto a la ideología política del gobierno de tumo, sea de facto o derecho.  
La inestabilidad política que durante años han mostrado los Estados Sudamericanos, ha hecho del 
asilo político en América, una institución poco aprovechada, motivo por el cual, la persona que ha 
sido víctima de persecución política por parte de un Estado latino, ha preferido solicitar asilo 
político en una territorio distinto, sin embargo en América Latina se han dado conflictos políticos, 
en donde actores como México, Brasil, Colombia, Perú y Argentina, estuvieron inmersos, las 
acciones que llevaron a cabo, causaron gran conmoción internacional y regional, siendo el punto de 
varias críticas de la comunidad internacional. 
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El derecho Regional Americano cuenta con una amplia experiencia en relación a la aplicación del 
asilo territorial como del asilo diplomático, y es en ésta segunda modalidad de asilo donde su 
aplicación ha sido más enriquecedora, porque ha habido casos en que la petición de asilo ha sido 
resistida por el Estado territorial, o bien porque una vez suscitada la tensión jurídica-política entre 
el Estado asilante y el Estado territorial, la solución ha sido sometida a la decisión de un Tribunal 
internacional como fue el caso del político peruano Víctor Raúl Haya De la Torre. 
Durante el año 1948, en Perú se produjo una gran revuelta política, en la que participó el partido 
político denominado ALIANZA POPULAR REVOLUCIONARIA AMERICANA (APRE), 
liderado por Víctor Raúl Haya De la Torre, a quien se lo acusó del delito de rebelión militar. El 
mencionado dirigente político solicitó asilo diplomático en la Embajada de Colombia en Lima, el 
cual luego de un análisis decidió concederlo, por lo que le correspondía al Gobierno peruano 
conceder el salvoconducto requerido por la Embajada de Colombia, para que el mencionado 
ciudadano pudiera abandonar el territorio peruano. Es en esta instancia del proceso cuando se 
produce la divergencia de opinión oficial entre ambos Gobiernos. 
El Gobierno peruano sostuvo que el mencionado líder del partido aprista no era un delincuente 
político, sino un delincuente común, por lo tanto no tenía derecho a asilo. Este argumento lo 
sostuvo Perú amparado en el hecho de que únicamente se había suscrito y ratificado la Convención 
de la Habana sobre asilo diplomático, dentro de la cual no existía ninguna disposición que confiera 
al Estado asilante, la competencia unilateral de calificar la naturaleza del delito, esta disposición se 
encuentra enunciada en la Convención de Montevideo la cual no había sido ratificada por el Estado 
Peruano, amparándose en carencia de normativa que los obligue se rehusaban a conceder el 
permiso de salida del político al país vecino de Colombia. 
En la legislación colombiana, dentro del ámbito de inmigración, se imponen restricciones para el 
ingreso de extranjeros, circunstancias como el padecimiento de una enfermedad física o mental, a 
las personas que promuevan la sedición política, a los anarquistas y a los comunistas que atenten 
contra el derecho de propiedad; y a los que hayan sufrido algún tipo de condena por crímenes 
infamantes, mas dentro del literal hace manifiesta como excepción a los delitos políticos, de existir 
duda por parte de la Corte Suprema de Justicia, se procederá de acuerdo con lo que se estipuló en 
tratados públicos vigentes”. Y conforme a varios acuerdos y convenios internacionales existentes, 
los Estados están en la obligación de la protección prioritaria a la vida, seguridad e integridad física 
y psicológica de la persona. 
Por lo dicho se puede establecer cierta similitud entre la legislación colombiana, con la Ley de 
Migración vigente en nuestro país, en cuanto aún se imponen restricciones que no está de acuerdo 
con la realidad que se vive en la actualidad, como es el caso de impedir el ingreso a una persona en 
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razón de estar afectada por una enfermedad, disposición que va en contra de la normativa 
constitucional, en el TÍTULO II que habla de los derechos, en el segundo inciso del numeral 2 del 
artículo 11, señala que todas la personas son iguales y que gozan de los mismos derechos, deberes 
y oportunidades por lo que nadie puede ser discriminado por su estado de salud. 
El Canciller de aquella época, diplomático de carrera Dr. Neptalí Ponce Miranda, del gabinete del 
presidente Galo Plaza Lasso, el 25 de abril de 1950, se dirige al Presidente de la Corte 
Internacional de Justicia de La Haya, para darle a conocer la opinión del Ecuador en lo relativo al 
otorgamiento del Asilo Político por parte del Estado Colombiano y la negativa de conceder el 
salvoconducto por parte del gobierno de Perú; acotando que el artículo 18 del Acuerdo Bolivariano, 
del 18 de julio de 1911 y el artículo 2 de la Convención sobre Asilo, del 20 de febrero de 1928, 
instrumentos ambos vigentes para el Ecuador, debían interpretarse en el sentido de que corresponde 
al país que concede el asilo la calificación de la naturaleza del delito.  
Fundando su criterio en la naturaleza del derecho de asilo, la cual quedaría invalidada si se concede 
al Gobierno local la facultad de calificar el carácter del delito, volviéndose inoperantes los 
convenios internacionales suscritos en la materia. El Gobierno peruano, finalmente dio el 
salvoconducto a Raúl Haya de la Torre, alto dirigente político perseguido por la justicia de su país. 
Esta tesis fue utilizada posteriormente por el gobierno de Costa Rica, que lo otorgó al ex 
vicepresidente Alberto Dahik, cuando solicito asilo en su territorio; y el mismo Gobierno de 
Panamá, cuando concedió asilo al ex presidente Abdalá Bucaram. 
México es un país que cuenta con una antigua tradición en materia de asilo, y ha mantenido esa 
tesis de protección a los perseguidos políticos aún a costa de quebrantar sus relaciones 
internacionales con aquellos países de la nacionalidad de origen de los asilados.  
El Estado mexicano es uno de los países donde el derecho de asilo esta mejor puntualizado y 
detallado, determinando el procedimiento y trámite que todo extranjero que desea solicitar asilo 
requiera, el Asilo Político puede gestionarse en las 32 delegaciones regionales del Instituto 
Nacional de Migración y en sus respectivas subdelegaciones regionales y locales, para la gestión el 
extranjero o su representante legal deberá presentar una solicitud y cumplir con ciertos requisitos 
que serán presentados para cotejo de la autoridad migratoria.  
México no solamente concedió asilo a personalidades relevantes y/o figuras controvertidas del 
mundo de la política, como fue el ex presidente de Argentina, Héctor Campora, quien se mantuvo 
asilado por espacio de tres años en la Embajada mexicana en Buenos Aires, hasta conseguir el 
salvoconducto que le permitió trasladarse a México. Algo similar ocurrió con el ex Secretario del 
partido justicialista de Argentina. Juan Manuel Alal Medina, quien vivió más de seis años dentro de 
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la Embajada mexicana antes de ser trasladado a México. León Trotsky, uno de los más connotados 
ideólogos de la revolución comunista en Rusia, solicitó y obtuvo asilo político en México,  
Los Estados Unidos de América se han negado sistemáticamente a reconocer que la institución del 
asilo forme parte del Derecho Internacional, rehusandose a suscribir los diferentes instrumentos 
internacionales vigentes a la fecha sobre el derecho de asilo, las cuales se han adoptado en el 
continente Americano, únicamente se suscribió a la Convención de La Habana de 1928, pero bajo 
la prevención de una reserva, para no reconocer la doctrina del asilo como parte del Derecho 
Internacional. 
En varias ocasiones la han otorgado bajo razones humanitarias, por lo que se puede entender que es 
más un refugio, ya que dentro de las condiciones para otorgarla en ningún momento se expresa la 
necesidad de la existencia de un delito de carácter político. Pero recientemente, algunos 
inmigrantes han optado por pedir asilo político como último recurso para regresar a Estados 
Unidos, huyendo de la violencia que viven en su ciudad de origen. 
Datos obtenidos en el Departamento de Justicia comprueban que el número de solicitudes desde 
México se ha casi triplicado en los últimos cuatro años. En 2008, Estados Unidos recibió cerca de 3 
mil 650 peticiones de asilo, mientras que en 2012, el número aumentó a 9 mil 206, de las cuales, 
únicamente se otorgaron 126 permisos para permanecer en el país. 
La historia política del Ecuador la enmarca como un Estado conflictivo y con gran inestabilidad 
económica, social y en especial política, han existido regímenes civiles y militares, de izquierda, de 
derecha, de facto y de derecho, pero ese constante cambio de ideología política gubernamental que 
ha atravesado el ecuador en los 177 años de vida republicana, sometieron a los ecuatorianos a un 
vaivén de políticas públicas. Definitivamente, no hemos sido, ni somos, un ejemplo de 
gobernabilidad política, los cuartelazos, los golpes de Estado, las guerras civiles, y la revoluciones 
han sido muy frecuentes en el acontecer histórico de la región. 
Pero concretamente, en lo que concierne a Ecuador, la democracia se ha manifestado vulnerable, 
con una visible debilidad en la estructura institucional política, proveniente, en muchos casos, de la 
acción de grupos de poder económico que no han escatimado esfuerzo en su ambición por detentar 
el poder, sin que para que ello importe poner en riesgo la estabilidad política institucional que se ha 
mostrado intermitente en su vida democrática. 
Dentro de ese período de fluctuación política, donde muchas veces la ambición y pasión por el 
poder nublan la mente de ciertos políticos, alterando las filosofías de gobierno, sin importar si el 
gobierno es de facto o de derecho, persiguen a sus adversarios imputándoles actos delictivos, de 
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carácter común, para que puedan ser juzgados por la justicia ordinaria, mas las infracciones 
atribuidas tienen un carácter político, lo cual va en contra de la Seguridad Interna del Estado, 
afectando el orden político social y la seguridad nacional; convirtiendo al contrario en delincuente 
político y sujeto al derecho de Asilo Político. Por lo general en Ecuador se hizo muy común que la 
persecución política se dé luego de que el funcionario finaliza su periodo, se empieza una 
investigación para encontrar actos de corrupción que lleven al funcionario saliente a un juicio.  
Un caso muy recordado es la destitución del ex presidente del Ecuador Lucio Gutiérrez, quien 
luego del Golpe de Estado del 20 de abril de 2005, en una revuelta civil, los ciudadanos de Quito 
reclamaron la salida del mandatario del poder, debido a la situación y sin el resguardo de las 
Fuerzas Armadas, huyo del palacio presidencial; por lo que el Congreso de la época declaró la 
vacancia presidencial por abandono del cargo y procedió a nombrar al vicepresidente Alfredo 
Palacio como nuevo Presidente.  
El Coronel Lucio Gutiérrez se resguardó en la embajada de Brasil y solicito asilo político 
diplomático. La concesión de asilo político es una posibilidad prevista por la Constitución brasileña 
de 1988 y es una prerrogativa del poder ejecutivo a través del Ministerio de Justicia. Las causas que 
motivan dicha persecución, motivadora de la concesión del asilo, en general son: la disidencia 
política, la libre expresión del pensamiento o incluso crímenes relacionados con la seguridad del 
Estado, que no constituyan delitos en el derecho penal común. La concesión de asilo político a un 
extranjero es un acto de la soberanía del Estado, de competencia del Presidente de la República, y, 
una vez concedido, el Ministerio de Justicia hará término en el que se establecerá el periodo de 
estancia del asilado en Brasil y, en su caso, las condiciones adicionales a los deberes que le 
requieran el Derecho Internacional y la legislación del país acogedor, a los que estará sujeto. 
Fundamentado en ello, luego de cuatro días, el gobierno brasileño otorga el asilo político por cuatro 
años prorrogables.  
Así también el exasambleísta de Sociedad Patriótica, Galo Lara, condenado a 10 años de prisión al 
ser declarado cómplice de un triple crimen ocurrido en agosto de 2011 en el cantón Quinsaloma, en 
Los Ríos, delito que para la justicia ecuatoriana es de carácter común, sin embargo, Lara menciona 
que existe una persecución por parte del actual régimen, puesto en el mismo caso ya había sido 
declarado inocente por la justicia en diciembre de 2012, cuando fue acusado de autor intelectual de 
la muerte de una pareja y su hijo en la localidad de Quinsaloma, caso por el que fueron condenadas 
cuatro personas a 20 años de prisión. Lara aseguró ser un perseguido político por haber denunciado 
actos de corrupción en el Gobierno de Rafael Correa.  
Asimismo, recordó que el mandatario pidió en tres ocasiones el levantamiento de su inmunidad 
parlamentaria, cuando fue asambleísta. Sin embargo, el presidente Correa ha negado las 
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afirmaciones de Lara y desmiente que sea un perseguido por su régimen. Motivo por el cual 
solicitó asilo político al Gobierno de Panamá, expresando la preocupación por su integridad 
personal y el peligro que corre su vida al retornar a su país de origen producto de oposición 
políticas en contra del actual Gobierno". 
A la ciudad panameña viajó una delegación ecuatoriana integrada por el Ministro de Interior y 
Policía, José Serrano; el Viceministro de Relaciones Exteriores e Integración Política, Marco 
Albuja y el fiscal general del Estado, Galo Chiriboga; que tenían como objetivo informar sobre los 
delitos que pesaban sobre Lara y la causa judicial que se le sigue en Ecuador para solicitar su 
extradición. Es importante destacar que aunque el delito no tiene carácter político, el gobierno y la 
ciudadanía ecuatoriana hostigaron al ex asambleísta y en vista que el Estado Panameño está en su 
derecho de calificar y evaluar la situación, el 22 de octubre fue concedido oficialmente el asilo 
solicitado. 
Es muy importante tener en cuenta que cuando un país concede asilo eso no necesariamente quiere 
decir que el gobierno está de acuerdo ó en desacuerdo con las actitudes que tomó el asilado cuando 
estaba en funciones. La concesión de asilo tiene la única y exclusiva finalidad de contribuir a la 
pacificación de la evidente crisis en ese país y para proteger la vida en el sentido humano más 
amplio. 
Un suceso curioso aunque similar al caso de Julian Assange ocurrió con Edward Joseph Snowden, 
consultor tecnológico estadounidense e informante, antiguo empleado de la Agencia Central de 
Inteligencia (CIA) y de la Agencia de Seguridad Nacional (NSA). Snowden llegó a la capital rusa 
tras viajar desde Hong Kong donde estuvo varios días en un hotel después de filtrar documentos 
clasificados del gobierno de Estados Unidos que revelaron programas de espionaje desarrollados 
por la Agencia Nacional de Seguridad y publicarlos, a través The Guardian y The Washington 
Post, periódicos mundialmente reconocidos, así como la difusión de programas de vigilancia 
masiva.  
El gobierno del presidente Barack Obama solicitó al Gobierno Ruso se facilite la extradición del ex 
funcionario gubernamental, por considerar que su actuar se califica como delito de espionaje, Putin 
había dicho que Snowden recibiría asilo a cambio de que el estadounidense acuerde no perjudicar 
los intereses de Estados Unidos: indicio de que el estadounidense debería cesar de filtrar material 
sobre las labores de espionaje de Washington. 
Snowden afirmó tener la predisposición de buscar asilo en un país que comparta sus valores, 
realizó varios pedidos a diferentes naciones la mayoría de regímenes opositores al estadounidense, 
entre ellos estuvo el Ecuador, pero luego de una revisión se negó el asilo político al ex agente, pero 
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Venezuela manifestó que le otorgaría asilo humanitario si Snowden lo solicitaba. En espera de las 
respuestas a las solicitudes de asilo, el ex informante de la CIA y de la NSA , permaneció durante 
más de cuatro semanas. El día 1 de agosto de 2013, el gobierno de Vladimir Putin otorga asilo 
temporal a Edward Snowden quien abandonó el aeropuerto de Sheremetyevo en Moscú e ingresó al 
territorio ruso, quien podrá permanecer por una vigencia de un año, con posibilidad a prorroga de 
un año más, lo que le permitirá desplazarse libremente por todo el país euroasiático durante el 
periodo señalado.  
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CAPÍTULO III 
3. MARCO METODOLÓGICO 
 
3.1. TIPOS DE INVESTIGACIÓN 
3.1.1. INVESTIGACIÓN BIBLIOGRÁFICA 
La investigación bibliográfica es aquella que permite al usuario utilizar la información registrada 
en determinados documentos, la cual ayuda a la elaboración de una propia investigación, los 
instrumentos que en mi investigación  utilicé fueron libros gracias a ellos se pudieron percibir 
varios puntos de vista de conocedores del tema; lo que luego de un análisis creó una perspectiva 
propia la cual se muestra en mi propuesta. 
 
3.1.2. INVESTIGACIÓN DE CAMPO 
La investigación de campo permite obtener nuevos conocimientos en el campo de la realidad social 
o bien estudiar una situación para diagnosticar necesidades y problemas a efectos de aplicar los 
conocimientos con fines prácticos. 
Por la naturaleza del tema, se requiere de una investigación de campo mixta, la investigación se 
basará en varias formas de estudio; es decir, la utilización de la entrevista y la encuesta, las mismas 
que son indispensables para conseguir una correcta y solida información, así como también la 
adquisición de opiniones variadas del problema. 
 
3.1.3. INVESTIGACIÓN HISTÓRICA 
Este tipo de investigación busca reconstruir el pasado de la manera más objetiva y exacta posible, 
por lo cual se recolectó varias fuentes de información, las cuales se evaluaron y verificaron, para 
posterior ser sintetizadas y presentadas de manera lógica y cronológica; con la investigación 
realizada se dispersaron varias dudas con respecto a los orígenes y antecedentes del Asilo Político. 
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3.2. POBLACIÓN Y MUESTRA  
Para la obtención de datos, cifras, estadísticas, la población encuestada serán profesionales en la 
materia, quienes tienen conocimiento directo de la problemática internacional, como son 
funcionarios de las entidades de control migratorio y el Ministerio de Relaciones Exteriores, así 
como también, Embajadores, abogados y estudiantes de derecho, ya que brindarán un punto de 
vista externo a la problemática de la inexistencia de normativa expresa y clara del proceso para el 
otorgamiento del Asilo Político, condiciones y requerimientos que solicita el Estado Ecuatoriano.  
Por lo cual se manifestaran los siguientes datos: 
 
N 
E
2 
 (N  -  1)  +  1 
Simbología 
n= (tamaño de la muestra) 
N= (tamaño de la población) 
E= 0.05 (error admisible) 
 
                         500 
     0.05
2 
 (500  -  1)  +  1 
 
                          500  
     0.0025
 
 (499)  +  1 
 
                          500 
     1.2475+ 1 
 
                       500  
            2.2475 
 
        222.469 
 
n= Tamaño de la muestra es de 222, 143, 105 
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3.3. DETERMINACIÓN DE LOS MÉTODOS A UTILIZAR 
 
3.3.1. MÉTODO DEDUCTIVO:  
En la presente investigación utilizaremos este método ya que tomaremos en cuenta las normas 
internacionales y constitucionales aplicadas a este caso en particular para establecer si en la 
práctica emiten resultados favorables para la sociedad, al aplicar dichas normas al procedimiento 
del otorgamiento del Asilo Político. 
 
3.3.2. MÉTODO SINTÉTICO:  
Aplicando este método podemos decir que al comprender la idea de un hecho, en este caso la 
norma jurídica, sus diferentes elementos e implicaciones del Asilo Político, podemos mediante este 
método relacionar los elementos componentes del problema y establecer como la norma jurídica 
soluciona la problemática nacional de protección de Derecho mediante el Asilo Político. 
 
3.3.3. MÉTODO JURÍDICO:  
Dentro de la investigación, mediante este método podemos evidenciar que la norma es de 
conocimiento general, y se debe aplicar según lo que establece el tenor de su articulado, sin 
embargo este marco jurídico establecido es ambiguo e impreciso, al denotar la manera procesal del 
Asilo Político. 
 
3.3.4. MÉTODO ANALÍTICO:  
Con este método se logra descomponer el todo en sus partes y los identifica, por los que en este 
caso se puede decir que el procedimiento para el otorgamiento del Asilo Político que se encuentra 
normado en el decreto, se lo puede tomar como solución, sin embargo es inexacta y ambigua al 
establecer lineamientos del proceso de investigación, calificación y aprobación del Derecho de 
Asilo, de este modo se lograría conseguir un mejor control de la permanencia de extranjeros en el 
territorio ecuatoriano como caso concreto.         
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3.3.5. MÉTODO DIALÉCTICO:  
El empleo de este método, nos ayudará a comprender como ha evolucionado la protección de los 
derechos humanos, objeto de tutela estatal. 
 
3.4. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE LA INVESTIGACIÓN  
Los métodos antes indicados requieren de técnicas de investigación a través de los cuales se puedan 
recopilar toda información, por lo que, las técnicas que utilizaré son:  
3.4.1. TÉCNICA DE OBSERVACIÓN:  
Es una técnica que consiste en observar atentamente el fenómeno hecho o caso, tomar información 
y registrarla para su posterior análisis.  
 
3.4.2. TÉCNICA DE GABINETE:  
Para el efecto de aplicabilidad, usaré fichas bibliográficas las cuales serán fundamentales para la 
investigación, porque a través de estas, logramos identificar la evolución de  la problemática, así 
como también fichas hemerográficas, estas nos permitirán recabar información estadística de 
interés al tema objeto de la presente investigación, en casos que se requiera recurrir a ella como 
fuente de consulta. 
 
3.4.2.1. TÉCNICAS DE CAMPO 
 
3.4.2.1.1. TÉCNICA DE ENTREVISTA:  
Es una técnica de investigación dedicada a obtener información a través de un sistema estructurado 
de preguntas de interrelación verbal entre dos o más personas, utilizaré esta técnica porque me 
permite poseer datos y opiniones de expertos y profesionales del derecho sobre la las medidas 
implantadas por el régimen y establecer las necesidades en la normativa actual. 
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3.4.2.1.2. TÉCNICA DE ESTADÍSTICAS:  
Es una técnica importante dentro del ámbito de investigación a realizarse, ya que a través de la 
elaboración de datos estadísticos, investigados por las autoridades competentes, serán de aporte 
permanente para observar el movimiento y crecimiento de la población extranjera, conflictos y 
problemas presentados a la administración pública, en cuanto se refiere a casos resueltos e 
investigados dentro del sistema de extranjería ecuatoriano. 
 
3.4.2.1.3. TÉCNICA DE ENCUESTAS:  
A través de esta me permitiré conseguir opiniones de aquellos funcionarios que se encuentren 
inmersos de manera directa o indirectamente en el procedimiento y, por consiguiente verificar si 
los principios emanados en la norma jurídica se han aplicado de manera correcta y oportunamente, 
pese a que el tema asignado para la presente investigación es doctrinario por excelencia, que será 
aplicada a los estudiantes de derecho, embajadores y abogados. 
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CAPÍTULO IV 
4. ANALISIS E INTERPRETCIÓN DE RESULTADOS 
 
Este capítulo se enfocará en el análisis de los datos obtenidos gracias a la investigación de campo 
que se realizó en la Ciudad de Quito, mostrando de manera simple y concreta la información 
recolectada, pero al mismo tiempo detallada, presentando cuadros y tablas que facilitarán la 
comprensión de la información. 
 
4.1. ENTREVISTA 
 
Las entrevistas dentro de un proceso de investigación, es de trascendental importancia, porque 
permite obtener información a través de un sistema estructurado de preguntas de interrelación entre 
dos personas, la misma que existe en función de la actividad profesional que realiza la 
Coordinadora General Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores, en el campo jurídico 
interno, y la investigación en cuestión sobre el derecho de asilo político y en especial el 
procedimiento previo la obtención del mismo. 
La investigación de campo efectuada me permite obtener datos precisos que permitan aclarar de 
una manera práctica y fáctica la presente tesis, se la  realiza con el propósito de palpar la realidad 
jurídica, y la necesidad de legislación en el campo. 
El asilo político en cualquiera de sus modalidades, es la protección que ofrece un Estado a 
determinados individuos cuya vida, libertad o derechos fundamentales se encuentren gravemente 
amenazados o en peligro, por actos de persecución o violencia derivados del comportamiento 
activo u omiso de terceros Estados, por razones políticas.  
Desde el punto de vista social, se puede decir que este fenómeno, se produce por la democracia en 
sí, ya que siempre existirán opositores a todo régimen ya sea de facto o de derecho, ciertos 
funcionarios imponen normas y políticas públicas, que muchas personas desaprueban; dando como 
resultado opiniones contrapuestas de un problemática social, lo que podría desencadenar en una 
persecución por parte del régimen vigente. 
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Desde el punto de vista legal, vale aclarar que las normas son de conocimiento colectivo,  puesto 
que el asilo político es un derecho que todas las naciones del mundo la facilitan, sin embargo, sus 
condicionantes varían dependiendo del Estado que califique la situación de riesgo que sufre una 
persona, es decir, se dejan a la discrecional del funcionario su concesión. 
Después de haber realizado una introducción del capítulo en cuestión, antes de realizar la 
investigación de campo, para poder sentar bases claras del porque se presenta esta actividad, acudí 
a la ayuda de las autoridades competentes, las mismas que supieron orientarme dentro de la 
legalidad y dirigirme para obtener resultados concretos 
La entrevista estuvo dirigida a la señorita Abogada Ana María Villena, Coordinadora General 
Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores, la misma que supo aclarar ciertas dudas que tenia 
acerca de algunos temas que se han venido presentando durante la investigación. 
Las preguntas que supo contestarme fueron cuatro, esto por premura de tiempo y por las 
actividades que la funcionaria desempeña, así también por la prohibición impuesta a todos los 
funcionarios de la Cancillería de otorgar entrevistas, pero fueron muy concretas y que dentro de la 
contextualidad de la investigación han sido difíciles de resolver por la informalidad de las mismas, 
pero que a la vez son de importancia trascendente en el desarrollo del tema, sin embargo hubieron 
preguntas aclaratorias sueltas a las mismas. 
La primera pregunta textualmente dice: 
 
1) ¿Cuál es el procedimiento interno que se lleva a cabo dentro del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, cuando ha sido presentada una solicitud de asilo político? 
La señorita abogada Ana María Villena, Coordinadora General Jurídica supo indicar que dentro del 
Ministerio de Relaciones Exteriores no existe un procedimiento establecido para el Asilo Político, 
como si es el caso del Refugio, aclaró que al no ser un derecho usualmente utilizado y mucho 
menos conferido por el Estado ecuatoriano, hace de este un derecho olvidado, y remitido 
únicamente a doctrina y los tratados internacionales, pero, al Ecuador no necesitar del mencionado 
derecho, se lo podría considerar como “letra muerta”,  sin embargo, en los últimos años debido al 
cambio de políticas públicas y sobre todo a la publicación de la Constitución del 2008, la cual entre 
otras expresa garantías a los derecho como muy pocas constituciones la han hecho, así también la 
posición del Gobierno ecuatoriano a ser soberano bajo cualquier circunstancia y evitar ser 
pisoteados por países desarrollados como ha sido en la última década; esto ocasiona que el Ecuador 
sea eje de políticas garantistas. 
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Una vez que la solicitud ingresa a la Cancillería, ésta de manera no oficial llega a varios 
departamentos que podrían analizarlo, sin embargo, no existe una disposición que obligue a los 
funcionarios a proceder de dicha manera, por lo que dicha acción es un mero aviso; los 
departamentos que usualmente son los comunicados de la solicitud son el Departamento de 
Asuntos Jurídicos e Internacionales, Asuntos legales de Gestión Internacional, Dirección de 
Migración, este último es informado de la solicitud ya que existe la posibilidad de una confusión de 
términos o de las razones que impulsan el pedido, razón por la cual esta Dirección analiza si existen 
razones políticas o humanitarias, cabe recalcar que no en todos los casos los departamentos 
mencionados son informados de una solicitud de asilo, sin embargo, el Viceministro debe ser 
comunicado de la solicitud de manera obligatoria, por tratarse de un asunto de política exterior, ya 
que es éste quien se encarga de la ella, y luego de un breve análisis designa a quien realizará una 
investigación más a fondo de la problemática política de la cual el solicitante es víctima, de ser el 
caso. Siempre se toma en cuenta a la Subsecretaria de la región del país del donde proviene el 
solicitante, ya que esta tiene más acceso a información de la posible persecución política de la cual 
es víctima el extranjero solicitante. 
Algo que la Coordinadora puntualizó es que para el caso del Señor Assange quien solicito asilo 
diplomático en la embajada de Ecuador en Londres, la investigación y análisis del pedido lo realizó 
directamente el vicecanciller conjuntamente con el Ministro Ricardo Patiño, quienes solicitaron 
ayuda a varios departamentos dentro de la institución, como fue a la Subsecretaria de América del 
Norte y Europa, quien brindó asesoría en el campo político de la Unión Europea, así también a la 
Coordinación General Jurídica quien sirvió de apoyo en la cuestión jurídica.  
 
2) ¿Si el Asilo es negado cuál es el procedimiento que se lleva a cabo? 
Dentro de la investigación se encontró que en otros países como Estados Unidos y Noruega, existe 
la posibilidad de impugnar la decisión en caso de que esta sea negativa, es importante señalar que 
estos países como muchos otros dentro de la Comunidad Internacional tienen al derecho del asilo 
político muy estudiado y normado dentro de sus ordenamientos jurídicos, ya que sus naciones se 
han visto en varias ocasiones demandados a otorgarlo ya sea por razones humanitarias o por 
circunstancias políticas. 
Luego de esta breve introducción la señorita Ana María Villena, Coordinadora General Jurídica 
expresó que al no haber una norma expresa que indique el debido proceder dentro del otorgamiento 
del asilo político el Ministerio de Relaciones Exteriores analiza cada caso de manera individual y 
según la problemática, razón por la cual y a pesar que dentro de la legislación constitucional actual 
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del Ecuador existe una norma que señala la posibilidad de interponer un recurso que impugne la 
decisión de cualquier autoridad, la cual según la doctrina y jurisprudencia debe ser considerada por 
una autoridad superior a la que emite la decisión.  
Sin embargo esta posibilidad dentro del derecho de asilo político es nula, primero señaló que la 
presentación de una impugnación nunca se ha llevado a cabo dentro del Ministerio, además de que 
dicha posibilidad no es posible, ya que el otorgamiento del asilo político por ser decisión del 
ejecutivo no existe una autoridad superior.  
Si bien es cierto la decisión de conceder o negar el asilo es del Ministro de Relaciones Exteriores, 
este lo hace por delegación del Presidente de la Republica, quien es la máxima autoridad dentro de 
un Estado, razón por la cual sería ilógico la presentación de un recurso de apelación. Mas no existe 
norma que prohíba su presentación.  
 
3) ¿Considera viable o necesaria la creación y aplicación de un marco jurídico interno 
estableciendo los pasos requeridos para el otorgamiento del Asilo Político? 
La señorita Ana María Villena, Coordinadora General Jurídica expresa que la determinación de los 
procedimientos que los funcionarios deben llevar a cabo en un instrumento interno sería muy útil y 
vital, ya que se podría evitar trabajo innecesario así como también facilitar el trabajo diario, ya que 
al no estar preparados para un acontecimiento como el asilo político, la dirección que preside se vio 
en la obligación de investigar acerca del asilo político en el Ecuador antecedentes e historia, ya que 
dicho departamento nunca había tenido una situación igual; analizaron varios instrumentos 
internacionales buscando la mayor información necesaria, lo cual resaltó el desconocimiento 
profundo de los procedimientos o pasos a seguir por ellos, lo que contrajo tardanza y menosprecio 
al trabajo diario. 
Señala además que la implementación de un documento en el cual se determinen definiciones 
claras y precisas del asilo político serviría para consolidar información y agrupar criterios dentro 
del Ministerio, ya que a nivel de la comunidad Internacional, Regional y Nacional existen varios 
términos que según su nación de origen o circunstancia tienen definiciones variadas, lo que trae 
consecuencias al realizar análisis de carácter internacional, en materia jurídica. 
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4) ¿Cuál es su opinión del salvoconducto y considera que debe ser obligatoria su 
concesión? 
La señorita Ana María Villena, Coordinadora General Jurídica aclara expresa que la determinación 
que el salvoconducto es un documento que sirve para facilitar el tránsito libre de un individuo por 
un territorio determinado, el cual para el caso del asilo político únicamente se lo efectúa en el asilo 
diplomático y es el país donde la embajada reside quien lo debe otorgar.  
Dentro de la legislación regional Latinoamericana existe una norma la cual hace obligatoria la 
concesión del salvoconducto cuando esta ha sido otorgada por un país Sudamericano, sin embargo 
este precepto es únicamente de la región latina, ya que el resto de la comunidad internacional la 
concesión del salvoconducto es una decisión discrecional del Estado y ningún Estado, Nación, Ley 
u Organización puede obligar a darlo. Ese es el caso del señor Assange quien a pesar de haber 
logrado obtener el asilo político del Ecuador no puede salir de Londres, debido a que dicho país no 
considera apropiado otorgar salvoconducto a quien sus autoridades desean extraditar a un país 
hermano. 
 
 
4.2.  ENCUESTAS REALIZADAS A ESTUDIANTES DE LA CARRERA DE DERECHO Y 
FUNCIONARIOS DEL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES   
 
Las encuestas son por definición, formularios con preguntas delimitadas y claras que permiten 
recolectar información precisa acerca de un determinado tema en cuestión sea o no este de interés 
social y que permitan obtener resultados claros para objetos investigativos, en este caso del asilo 
político. 
La investigación se realizó en la ciudad de Quito, para la obtención de datos, cifras, estadísticas, la 
población encuestada fueron profesionales en la materia, quienes tienen conocimiento directo de la 
problemática internacional, como son funcionarios de las entidades de control migratorio y el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, así como también, estudiantes de derecho de la Facultad de 
Jurisprudencia de la Universidad Central de Ecuador, específicamente estudiantes de los últimos 
semestres de la Carrera de Derecho, ya que brindarán un punto de vista externo a la problemática 
de la inexistencia de normativa expresa y clara del proceso para el otorgamiento del Asilo Político, 
condiciones y requerimientos que solicita el Estado ecuatoriano, se tomó muy en cuenta que los 
encuestados fueran estudiantes de niveles superiores, para que la información obtenida fuera de 
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individuos con mayor conocimiento del tema, las personas que contestaron a las preguntas 
efectuadas dentro del cuestionario, supieron decir que existe un vacío procesal sobre el derecho de 
asilo político, dentro de la legislación ecuatoriana, mas cabe recalcar que manifiestan este hecho 
por el desconocimiento del procedimiento que solicitantes y funcionarios realizan para cumplir a 
cabalidad con el derecho de asilo político. 
Lo antes mencionado son datos generales que se pudieron recopilar al realizar la investigación de 
campo, los datos expuestos, fueron preguntas sueltas que se pudieron efectuar gracias a la 
cooperación de la gente, información clave que sirve para tener una idea clara de la realidad 
migratoria de nuestro país. 
Los datos que arrojó la presente encuesta, se plasmarán en pasteles para mostrar la idea general de 
los ciudadanos al respecto del mencionado tema; y, en barras, los mismos que permitirán hacer una 
explicación clara y didáctica de los criterios de funcionarios y estudiantes objeto de estudio, 
además se debe tomar en cuenta que cada uno de los cuadros que se presentan a continuación, son 
de información veraz, y dejan en entre ver la realidad social, insuficiencia de jurídica que atraviesa 
nuestro país en la actualidad.  
 
4.3. RESULTADOS OBTENIDOS SOBRE LA INVESTIGACIÓN 
 
La información recolectada en entrevistas y encuestas será analizada por separado para obtener un 
nivel alto de información y un mayor entendimiento de la problemática, se dilucidarán los 
resultados mediante gráficas de pasteles y barras, y el análisis de los datos estadísticos obtenidos 
con el fin de destacar los resultados, el análisis se lo realizará de acuerdo a las técnicas empleadas y 
en función de los instrumentos de investigación; así, también se desarrollará una síntesis de 
acuerdo al análisis de las técnicas e instrumentos que se vayan a emplear realizando una 
recapitulación de los resultados obtenidos para facilidad y apoyo en nuestra investigación. 
Debido a que las encuestas fueron dirigidas a dos grupos de la ciudadanía para obtener datos y 
opiniones de don puntos contrarios pero con interés y conocimiento en el tema, el desglose de la 
información se la realizará por preguntas y en primera instancia el criterio de la población 
encuestada de manera general, para posterior hacer un análisis de las respuestas enfocadas en el 
grupo al que pertenece el encuestado. 
La primera pregunta textualmente dicen: 
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1) ¿Las normas constitucionales y tratados internacionales son suficientes para 
determinar el otorgamiento del asilo político en el Ecuador? 
 
  
Grafico 1      Grafico 2 
Autor: Wendy Natalia Morales   Autor: Wendy Natalia Morales 
 
ANALISIS E INTERPRETACIÓN 
Los instrumentos internacionales son acuerdos que se realizan entre Estados, los cuales están 
regidos por la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969; y los Estados que 
suscriben estos Tratados se obligan a cumplir las disposiciones en éste contenidas; se considera a 
los tratados internacionales sobre derechos humanos como una norma suprema, como lo es la 
Constitución de la República, ya que ambos textos protegen los derechos fundamentales de las 
personas, y en ellos están contenidos normas que reglan la vida en sociedad, razón por la cual la 
mayoría de los encuestados (65%) considera que los textos prenombrados son suficientes para 
determinar el asilo político. 
Sin embargo a pesar de ser la mayoría basan su respuesta en que solo por el hecho de ser normas 
supremas son suficientes, hay que señalar que la constitución y los convenios internacionales 
suscritos por los países contienen normas generales y es deber del Estado, en este caso el Ecuador 
en crear leyes internas que regulen dichas disposiciones de acuerdo a las necesidades de la sociedad 
y ajustando esas conductas a las normas ya establecidas, para que exista concordancia entre ellas, 
es así como varios encuestados, aunque siendo minoría (35%) sugieren que una norma interna 
ayudaría para determinar lineamientos específicos del derecho de asilo.  
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2) ¿Existen varios instrumentos internacionales que determina el derecho de asilo, 
considera necesario la creación de un instrumento interno referente a este derecho? 
  
Grafico 3      Grafico 4 
Autor: Wendy Natalia Morales   Autor: Wendy Natalia Morales 
 
ANALISIS E INTERPRETACIÓN 
La mayoría de los encuestados, es decir, el tercera parte del misma considera necesario que el 
derecho del asilo político se encuentre establecido en una norma interna dentro del ordenamiento 
ecuatoriano, para que así se pueda dar un correcto cumplimiento a la norma suprema, como es la 
Constitución y los Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos, ya que los mismos tratan al 
mencionado derecho de manera general y enfocándose en las circunstancias que el solicitante debe 
cumplir, ésto se da para que la norma pueda ser aplicada por todos los Estados contratantes o 
miembros de una organización, debido a que cada país tiene costumbres distintas y variadas, razón 
por la cual cada país tiene legislación interna acorde a sus necesidades, la cual sirve para normar a 
los ciudadanos que en ella transitan según la realidad social que en dicho país existe, razón por la 
cual los tratados internacionales no especifican procedimientos sino mas bien las circunstancias y 
requerimientos que la sociedad y en especial un Estado debe precautelar y solicitar. 
Siguiendo esa temática encontramos que los encuestados tanto funcionarios como estudiantes 
concuerdan en la necesidad de una norma interna que regule el asilo político aunque podemos 
denotar que la población estudiantil tienen una aceptación del (90%), mientras que los funcionarios 
un (60%). Haciendo una relación de la primera pregunta en donde la mayoría de los encuestados 
tanto estudiantes como funcionarios de la Cancillería mencionan que las disposiciones 
constitucionales y las contenidas en tratados internacionales son suficientes para determinar el 
asilo, las mismas personas consideran necesaria la creación de una norma interna, por lo que 
podemos notar una contradicción en su criterio. 
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3) ¿Conoce el trámite que se debe llevar a cabo para el otorgamiento del asilo político?  
 
  
Grafico 5      Grafico 6 
Autor: Wendy Natalia Morales   Autor: Wendy Natalia Morales  
 
ANALISIS E INTERPRETACIÓN 
La concesión del asilo político es un acto discrecional de Presidente de la República, quien delega 
esa decisión al Ministro de Relaciones Exteriores para que sea él quien luego de una investigación 
exhaustiva a la solicitud y las razones que llevan al extranjero a solicitarla, la misma cumpla con 
los parámetros y requisitos establecidos en los tratados internacionales, así como las disposiciones 
de la Carta Magna, es decir, existe un temor reverencial y el pedido es motivado por una 
persecución política, sin embargo, previo a la obtención de dicho amparo existe un trámite interno 
que se debe llevar a cabo.  
Un poco más de la mitad de los encuestados en general conoce dicho trámite (55%), lo cual es 
admirable puesto que en los últimos años este derecho a sido muy sonado, por los conflictos 
políticos que la envuelven, como fue el caso del señor Julian Assange y Edward Snowden, 
extranjeros que por su revelaron documentos clasificados del país del Norte, y debido a que en 
Estados Unidos existe la pena de muerte, el temor por su vida es aun mas grande, así como también 
a la posibilidad de no poseer un juicio justo. Mas si los separamos por grupos; la gran mayoría de 
los estudiantes (90%) no conoce el procedimiento previo el otorgamiento del asilo político, lo cual 
es preocupante ya que el asilo político es un tema de interés político y social, con implicaciones 
jurídicas y sociales grandes para el Ecuador; y, como era de esperarse el (80%) de los funcionarios 
de la Cancillería si la conocen. Esto deja notar que el asilo político en las aulas no es tan estudiado, 
por lo menos no en el área jurídica y procesal, sino únicamente una referencia del tema y tal vez 
politizada, es claro que este conocimiento llega a los funcionarios por la práctica y la necesidad, a 
pesar de no ser un derecho comúnmente usado. 
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4) ¿Considera que el procedimiento actual llevado a cabo por el Ecuador es extenso? 
 
  
Grafico 7      Grafico 8 
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ANALISIS E INTERPRETACIÓN 
En el mundo entero no existe ningún acto que no tenga un procedimiento o trámite determinado, el 
cual puede estar establecido en una norma nacional, regional o distrital, dependiendo de la 
gravedad, conflicto o  importancia del mismo, el trámite varía. Es así que al tratarse de un amparo 
protegido por toda la Comunidad Internacional el trámite interno que se le dé al pedido de asilo 
político debe ser conciso y equitativo, pero a la vez muy minucioso, puesto que el derecho del asilo 
político como ya se ha mencionado en capítulos anteriores protege los derechos fundamentales del 
ser humano, lo cual vuelve a este procedimiento uno de los más importantes y de mayor interés 
para los ciudadanos, sean artífices o no del mismo. 
La población general de los encuestados (35%) menciona que el trámite llevado a cabo por el 
Estado ecuatoriano es extenso, un porcentaje un poco más alto (40%) considera que no, sin 
embargo existe un (25%) que indica no conocer el trámite. Realizando un análisis de los datos y 
comparándolos con los resultados de la pregunta anterior notamos que a nivel general el asilo 
político no es muy conocido, sin embargo, hay quienes mencionan no conocer el trámite y a pesar 
de ello juzgan la extensión del mismo. Esto se podría explicar, puesto que en el caso más sonado en 
el Ecuador de la solicitud de asilo del australiano Julian Assange, la revisión e investigación duró 
más de 2 meses, poniendo al Ecuador en el lente de mucho periódicos a nivel internacional, así 
también se juzgo las razones que motivaban al gobierno a conceder el asilo, hubieron quienes 
mencionaron que dicho amparo se otorgó únicamente por el conflicto de intereses del Ecuador con 
Estados Unidos. 
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5) ¿Considera que los plazos para la presentación de cada parte del proceso deben estar 
establecidos por el ordenamiento ecuatoriano? 
 
  
Grafico 9      Grafico 10 
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ANALISIS E INTERPRETACIÓN 
Dentro de la legislación interna de un país es fundamental que exista una norma que determine los 
plazos y términos para la realización de cualquier tipo de diligencia, en el caso en particular el asilo 
político es en teoría revisado por el ejecutivo, es decir el Presidente de la República, sin embargo, 
es en el Ministerio de Relaciones Exteriores en donde se lleva a cabo este análisis, existe una 
norma interna de la Cancillería que menciona que el Ministro se encargará de la revisión de las 
solicitudes de asilo político entre otras atribuciones, sin embargo no manifiesta el plazo que el 
mismo tiene para resolver conceder o negar el pedido. Así también no existe ninguna norma 
expresa que detalle el procedimiento que debe llevar a cabo el solicitante del asilo político y los 
funcionarios que intervienen para que se dé a trámite el mismo, razón por la cual casi la totalidad 
de los encuetados (90%), coinciden en que la determinación de estos plazos en una norma interna 
ayudaría a los funcionarios a desempeñar mejor su labor, agilitando el trámite; y, sería una manera 
de igualar el acceso a este derecho a toso los extranjeros. 
La aceptación y opinión de la población estudiantil encuestada a la pregunta es mucho más alta que 
la de los funcionarios, esto se puede dar ya que los funcionarios al estar más al día con el 
procedimiento la costumbre les es más que suficiente, además de que al no tener plazos o términos 
que cumplir no existen presiones dentro del ámbito laboral, y el grupo estudiantil considera óptimo 
la implementación de plazos, ya que como mencione anteriormente sería muy útil y acorde con la 
corriente jurídica ecuatoriana.   
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6) ¿Sabe usted quienes son los encargados de la recepción, investigación, calificación y 
aprobación del asilo político? 
 
  
Grafico 11     Grafico 12 
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ANALISIS E INTERPRETACIÓN 
El asilo político al igual que cualquier diligencia realizada en una entidad pública, debe regirse por 
un trámite, para el caso en particular no está establecido en una norma, no obstante, la costumbre 
hace que los funcionarios se desempeñen de determinada manera; dentro de la Cancillería se ha 
establecido un orden para esto, debido a que éste amparo que se concede es un acto discrecional del 
ejecutivo, la decisión de otorgarlo es adoptada por el Ministro de Relaciones Exteriores, delegado 
por el Presidente de la República para encargarse de los asuntos internacionales, más sería ilógico 
pensar que el Ministro o el Viceministro realicen todas las actividades y funciones dentro del 
Ministerio, razón por la cual se delegan actividades, entre ellas el análisis e investigación de la 
solicitud, para posterior toma una decisión basado en la investigación previamente realizada por el 
funcionario asignado. Si bien es cierto una gran parte de los encuestados conocen que es el 
Ministro quien otorga el asilo político, el (60%) desconoce quien realiza la recepción, investigación 
y calificación de la solicitud, mediante que documento o acción se concede o niega el asilo político; 
el nivel de conocimiento de los estudiantes con respecto a este particular es mínimo, ya que 
únicamente el (20%) manifiesta conocer bajo quien recae la responsabilidad, sin embargo, en 
opiniones variadas concuerdan que los encargados son las autoridades. Dentro del Ministerio 
también existe desconocimiento ya que como muchos mencionaron cada solicitud se trata de una 
manera absolutamente distinta solo en ciertas gestiones el procedimiento ha sido el mismo, uno de 
los pasos que no varía es la comunicación de la solicitud al Vicecanciller, quien encomienda la 
averiguación a un funcionario o a todo un departamento del Ministerio, quienes luego envían su 
recomendación, este dato es desconocido para los estudiantes mas no para los funcionarios. 
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7) ¿Considera que el otorgamiento del asilo político debe estar a cargo de una sola 
persona? 
 
  
Grafico 13     Grafico 14 
Autor: Wendy Natalia Morales   Autor: Wendy Natalia Morales 
 
ANALISIS E INTERPRETACIÓN 
Es sustancial acentuar que la pregunta va orientada no únicamente la decisión final de conceder o 
negar el asilo político, más bien está enfocada en todo el proceso que dicho amparo requiere, la 
mayoría de los encuestados (70%) consideran que el trámite no debe ser responsabilidad de una 
sola persona, ya que como humanos se pueden cometer errores u omisiones, así el (80%) de los 
estudiantes indica que entre más personas estén inmersas en el proceso este podría ser más ágil e 
igualitario; además, de ser mucho más organizado y controlado, evitando cualquier tipo de 
perturbación del proceso; no obstante, existe una minoría del (40%) de los funcionarios del 
Ministerio que concuerdan que una sola persona bien capacitada es suficiente para realizar ésta 
tarea, mas como mencionamos anteriormente en la entrevista, se manifestó que dentro de la 
Cancillería no existe una persona o un departamento que este especializado en el área, y aunque la 
opinión es aceptable en la actualidad dentro del Ministerio no existe un funcionario que se 
encuentre bien capacitado en el tema. 
Desde un punto de vista más técnico, el derecho de asilo político, es un amparo que ante todo busca 
la protección del ser humano y los derechos fundamentales como son la vida, la integridad y 
seguridad, una sola persona que analice y examine las circunstancias que rodean la petición, haría 
que la misma pueda obviar información importante, lo que sin duda es una vulneración grave a los 
derechos humanos de dicho ciudadano. De esta manera obtendrías varios puntos de vista, para que 
luego con la recolección de toda la información acerca del tema, el Canciller pueda tomar una 
decisión justa y bajo los parámetros internacionales y en concordancia con la ley constitucional.  
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8) ¿Considera viable la creación de una comisión investigadora? 
 
  
Grafico 15     Grafico 16 
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ANALISIS E INTERPRETACIÓN 
En otros países como España existe una comisión que se encarga de realizar la investigación de las 
solicitudes de asilo político, para verificar si existe un temor reverencial a la vida del solicitante, si 
la infracción que se cometió se la considera como delito político; y, si esta infracción ocasionó que 
el mismo sea un perseguido por el Estado del que proviene, pero únicamente por razones políticas, 
negando la posibilidad de garantizar los derechos fundamentales establecidos en los distintos 
tratados internacionales sobre derechos humanos. 
La pregunta es un complemento a la anterior y el (100%) de los encuestados tanto funcionarios 
como estudiantes concuerdan en que la aplicación de una comisión investigadora seria de gran 
utilidad para agilitar el trámite, ya que cada miembro de esa comisión desempañaría un papel 
fundamental, y cada uno de ellos investigaría un punto distinto, para luego ser debatidos y 
confrontados; de esta manera, se analizarían todos los aspectos que rodean al conflicto político del 
solicitante.  
Estas personas tendrían gran conocimiento del tema así como de la problemática política del Estado 
del que proviene el solicitante. Ya que no solamente es importante investigar al ciudadano sino 
también la realidad socio política de su país de origen y cotejando información se podría 
determinar si la solicitud es procedente y si el Estado ecuatoriano está en la posibilidad de 
ayudarlo. 
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9) ¿Conoce el significado del salvoconducto? 
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ANALISIS E INTERPRETACIÓN 
La palabra salvoconducto es utilizada en varios temas, y su significado es de conocimiento general 
y éste por lo general no varía, más dentro del derecho internacional existe una circunstancia que la 
resalta, ésta se aplica cuando hay asilo político diplomático, y ésta debe ser otorgada por el Estado 
donde reside la embajada del país que concede el asilo político diplomático, como es en el caso del 
señor Julian Assange, no obstante, y a pesar de ser un caso muy sonado por las repercusiones 
políticas, el término es solo conocido por el (75%) de la población general encuestada. Los 
funcionarios como era de esperarse conocen el término, pero no su totalidad, solamente el (80%), 
hablamos no solo del significado de la palabra sino de todo lo que conlleva esta institución jurídica 
internacional, ya que si bien es cierto el significado no es lejano para nadie, las circunstancias y 
bases de esta institución en el ámbito internacional no son muy conocidas.  
Existe un porcentaje alto de estudiantes (30%) que desconoce el término a pesar de ser una de las 
problemáticas internacionales por la atraviesa el país, lo que muestra el nivel de desconocimiento 
acerca de la realidad nacional. 
Lo cual en mi opinión es sumamente preocupante, ya que como podemos buscar soluciones a 
problemas jurídicos si las instituciones básicas son desconocidas para una parte de la población 
directa o indirectamente involucrada. 
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10) ¿El otorgamiento del salvoconducto debería ser obligatorio? 
 
  
Grafico 19     Grafico 20 
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ANALISIS E INTERPRETACIÓN 
Esta pregunta guarda relación con la pregunta anterior, y es importante destacar que el (25%) de la 
población general encuestada mencionó no conocer el significado del salvoconducto pero 
únicamente el (15%) de la misma reitera su desconocimiento del tema, es así como el (50%) de los 
encuestados menciona que la concesión de este permiso debería ser obligatorio para todos los 
países, para permitir así, la salida de un ciudadano al país que le ha dado amparo. Empero el (35%) 
menciona que la concesión de un permiso como éste no puede ni debe ser obligatorio. 
Es clara la existencia de dos puntos de vista, el primero donde un Estado no puede obligar a nadie a 
permanecer contra su voluntad en un territorio determinado, y, si otro Estado, para el caso el 
Estado asilante ya ha decido conceder asilo, el otro Estado debe respetar la decisión y permitir la 
salida del ciudadano fuera de su territorio; y la segunda, donde si bien es cierto el país asilante tiene 
plena soberanía de decisión, el Estado que se niega a dar el salvoconducto también, y así como el 
asilo político es un acto discrecional, igualmente lo es el salvoconducto, es importante señalar que 
en un conversatorio con algunos de los encuestados pocos sabían que dentro del territorio 
latinoamericano existe una norma que obliga a los países latinos a conceder el salvoconducto, lo 
cual según la doctrina y algunos funcionarios de la Cancillería vulnera la soberanía de un Estado.  
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11) ¿Considera favorable para la imagen internacional del Ecuador otorgar Asilo 
político? 
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ANALISIS E INTERPRETACIÓN 
La imagen internacional que un Estado posea ayuda a las relaciones internacionales, las cuales 
sirven para el crecimiento económico, social y político de los Estados, razón por la cual la imagen 
que tengan los mismos influye en su desarrollo. 
Un poco más de la mitad del total de las personas encuestadas (55%), menciona que no es 
favorable para la imagen del Ecuador la concesión de asilo político, sin embargo el (45%), 
manifiesta no ser un factor que altere la imagen del Ecuador ante la Comunidad Internacional.  
Este hecho se puede explicar debido al escrutinio al que estuvo sujeto el Estado ecuatoriano, 
cuando Julian Assange hizo la solicitud de asilo político, este pedido puso al Ecuador en una 
posición peligrosa, puesto que los países con los que entró en conflicto previo el otorgamiento del 
asilo político son considerados como potencias mundiales, sin embargo y a pesar de las criticas 
Ecuador consideró pertinente la concesión del amparo, lo cual ha traído distanciamientos de 
Estados Unidos, Suiza y sobre todo del Reino Unido. Dentro del Ministerio los funcionarios 
encuestados tienen opiniones divididas, pero el (60%) de los estudiantes encuestados expresa que la 
concesión de asilo político afecta la imagen del país. 
La encuesta sirvió para esclarecer ciertas dudas acerca de la problemática internacional, pero en su 
mayoría la investigación de campo que se realizó comprobó que la propuesta planteada era viable y 
necesaria, dentro de las preguntas que se realizaron, las más importantes para determinar la 
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importancia de la implementación de una ley o norma interna, fueron favorables para la 
determinación de la vialidad de las mismas. 
Luego de la entrevista realizada a la Coordinadora, nos facilitó uno cuadros estadísticos que realiza 
el Ministerio de Relaciones Exteriores, en el cual se detallan las solitudes de asilo en el primer 
trimestre del 2013, y las solicitudes que han existido en años anteriores, sin embargo, se muestran 
únicamente desde el 2005, por considerar los años mas importantes, únicamente pudimos conseguir 
de esta fecha debido a la prohibición que existe por parte del gobierno de facilitar cualquier tipo de 
información al respecto. 
MES Colombia Cuba Perú Rusia Irán  Haiti Otras TOTAL 
Enero 979 8 1 1 0 6 5 1000 
Febrero 843 2 2 0 0 2 5 854 
Marzo 979 5 2 0 1 0 12 999 
TOTAL 2801 15 5 1 1 8 22 2853 
Cuadro No. 2 
Autor: Wendy Natalia Morales  
 
 
                      
AÑO Colombia Cuba Afganistán Perú Iraq Rusia Pakistan Irán  Haiti Otras TOTAL 
2005 7391 17 1 701 0 14 0 1 6 102 8233 
2006 6414 44 1 1384 1 1 2 0 4 116 7967 
2007 8556 50 11 1916 3 1 1 0 0 80 10618 
2008 11025 118 4 1307 0 0 2 0 13 137 12606 
2009 30407 1780 43 1096 0 7 72 1 371 447 34224 
2010 23907 3140 27 738 0 12 231 4 374 666 29099 
2011 13236 435 3 90 0 3 20 6 173 241 14207 
2012 11817 64 0 53 3 2 9 5 37 109 12099 
 marzo 
2013 
2801 15 0 5 0 1 0 1 8 22 2853 
TOTAL 115554 5663 90 7290 7 41 337 18 986 1920 131906 
Cuadro No. 3 
Autor: Wendy Natalia Morales  
Cabe destacar que los datos proporcionados han servido para constatar que el asilo político es un 
derecho que ha sido solicitado por varios países en varias ocasiones, sin embargo la Coordinadora 
General Jurídica, la señorita Ana María Villena, expreso que la gran mayoría de los casos no 
proceden, puesto que se tratan de solicitudes de refugio y otras no se enmarcan en los 
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requerimientos y las circunstancias que señala los tratados internacionales suscritos por el Ecuador. 
Mas muchos otros si han procedido, sin embargo, no han sido tan sonados, porque las razones 
políticas que los han impulsado no son de gran trascendencia política y social dentro de la 
Comunidad Internacional. 
 
4.4. CONCLUSIONES 
 
Las conclusiones a la que se ha llegado en este trabajo investigativo son las siguientes:  
  
1) Las garantías que respecto al asilo político se encuentran establecidas en varios tratados 
internacionales suscritos por el Ecuador, y la Constitución de la República del Ecuador no 
guardan relación, con la realidad nacional. Así como la legislación interna vigente no 
salvaguarda los derecho establecidos en la Carta Magna y tratados internacionales  
 
2) Los resultados obtenidos en el proceso investigativo de campo, permiten establecer que de 
parte del Estado ecuatoriano, existe la aplicación de políticas migratorias, que contradicen 
las disposiciones establecidos en la Constitución de la República del Ecuador, así como los 
principios de ciudadanía universal, libre movilidad del ser humano, y eliminación de la 
condición de extranjero, que proclama el mismo Estado en el ordenamiento constitucional 
vigente.  
 
3) La mayoría de los encuestados concluyen que los instrumentos internacionales vigentes son 
suficientes para regular el derecho de asilo, sin embargo, más de la mitad de todos los 
encuestados desconoce el trámite y el procedimiento que la Cancillería debe realizar, por lo 
que la implementación de normativa interna ayudaría a solventar dicha problemática. 
 
4) De acuerdo a la opinión de la mayoría de las personas encuestadas, se establece que para 
garantizar el cumplimiento del derecho de asilo político reconocido en la Constitución de 
la República del Ecuador, y los principios que en este ámbito proclama el Estado 
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ecuatoriano, es necesario la implementación de normativa que regule el Asilo Político, en 
sus dos modalidades. 
 
5) Se establece que la revisión, investigación y calificación del asilo político no debe 
encontrarse bajo la responsabilidad de una sola persona, por lo que todas las personas 
encuestadas expresan que la creación de una comisión investigadora sería ideal para que el 
procedimiento sea más transparente.  
 
4.5. RECOMENDACIONES  
 
Las recomendaciones que me permito plantear en torno a la problemática investigada son las 
siguientes:   
1) Al Estado ecuatoriano, para que a través de las instituciones públicas encargadas de la 
política migratoria, se realicen todas las acciones orientadas a garantizar que se cumpla el 
derecho al asilo político, y que a nivel nacional e internacional se agiliten los mecanismos 
legales que permitan cumplir con los principios que fundamentan el derecho.  
 
2) A las personas en general, a objeto que no se estigmatice a los ciudadanos provenientes de 
otras latitudes territoriales como personas extranjeras e ilegales, que pretende causar daño a 
la sociedad ecuatoriana, pues es necesario comprender que todos somos seres humanos, 
que tenemos el derecho de recorrer libremente el planeta, ejerciendo la libertad de tránsito 
que universalmente se nos reconoce como un derecho a todos los individuos.  
 
3) A la Universidad Central del Ecuador, para que se continúe exigiendo la realización de este 
tipo de trabajos investigativos, que contribuyen a identificar problemáticas que suceden en 
la sociedad ecuatoriana, y a encontrar soluciones legales para las mismas, a través del 
planteamiento de propuestas jurídicas.  
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4) Al Ministerio de Relaciones Exteriores, para que a través de una comisión, proceda a 
revisar y analizar la posibilidad de la implementación de un protocolo interno que regule 
las actuaciones y atribuciones de los funcionarios de la Cancillería, con relación al 
otorgamiento del Asilo Político, estableciendo claramente los procedimientos internos 
llevados a cabo, para optimizar el trámite. 
 
5) Un hecho que luego de la investigación realizada considero debería analizarse dentro del 
ordenamiento, es la aplicación de la impugnación, determinando una autoridad 
administrativa independiente que conozca apelaciones y recursos de revisión. Prever la 
posibilidad de entregar nueva documentación, después de presentada la apelación y antes 
de ser notificada la resolución de la misma.  
Derecho a optar por la impugnación administrativa o judicial, en aplicación del principio 
constitucional.  Adecuar el recurso de revisión a la materia de asilo, estableciendo causales 
propias y plazos adecuados.  
En caso de que los recursos de impugnación interpuestos sean negativos redefinir un plazo 
de 90 días o más para optar por otra categoría migratoria. Respeto al principio de no 
devolución aún en caso de negativa.  
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CAPÍTULO V 
5. PROPUESTA 
 
Los Tratados Internacionales y la Carta Magna protegen el derecho del asilo político, el Ecuador ha 
firmado muchas Convenciones que tratan este derecho, sin embargo, estas están diseñadas de 
manera general para poder ser aplicadas en distintos Estados los cuales tienen costumbres, normas 
y ordenamientos jurídicos distintos, razón por la cual es deber de cada Estado emitir leyes que 
complementen estas disposiciones, para poder estar acorde a la realidad del Estado, pero que 
guarden relación con las obligaciones internacionales y comunitarias de los Estados miembros. 
La propuesta se origina del hecho que existe ambigüedad en la normativa existente para el 
otorgamiento del Derecho de Asilo Político, puesto que la norma constitucional y las dispuestas en 
tratados internacionales únicamente establece los requerimientos y condiciones que fundamentan 
este derecho y no existe una norma que determine claramente los procedimientos que los 
solicitantes y funcionarios deben realizar para optimizar el proceso,  lo que ocasiona que el 
procedimiento interno que se le da en el Ecuador quede a la discrecionalidad del funcionario 
encargado de su investigación, calificación y aprobación, no se planea de ninguna manera interferir 
en la decisión puesto que esta es discrecional del ejecutivo.  
Mi propuesta consiste en establecer un protocolo, en el cual se especifique de manera clara, precisa 
y concreta, el proceder por parte del Estado ecuatoriano al investigar, calificar y aprobar el 
otorgamiento del Asilo, para una debida protección de los derechos humanos y aplicación de los 
mismos, estableciendo lineamientos generales que vayan acorde a la evolución de la problemática. 
El asilo político es una decisión que queda a la discreción del Ministro y con la propuesta no se 
busca interferir en la decisión política del mismo; el principal objetivo de la presente propuesta es 
establecer lineamientos que de manera clara y precisa determinen normas sobre el procedimiento 
previo la concesión o negación del asilo político, las actuaciones de los funcionarios que 
intervienen en el proceso así como las obligaciones que tienen cada uno de ellos. 
La propuesta asimismo tiene como propósito simplificar y consolidar las nociones y mecanismos 
procedimentales e incrementar la coherencia entre los instrumentos de asilo. Con ello, entre otras 
cosas, se consolidaría la información existente del tema, procurando un conocimiento general del 
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asilo político, para que no exista la posibilidad de una confusión con otros términos similares de 
conocimiento internacional.  
Luego de una profunda investigación tanto de campo como científica, se determina que una norma 
interna que establezca de manera precisa los pasos que funcionarios y solicitantes deber realizar 
para que la concesión de asilo político sea una realidad es una de las grandes carencias normativas 
del país, la cual no se había dilucidado anteriormente debido a la inestabilidad política a la cual 
estuvo sujeta durante años.  
El Ecuador era uno del Estados donde nacionales y extranjeros dudaban de la aplicación y 
cumplimiento de los Derecho Humanos; el cambio social y político que el Ecuador ha emprendido, 
ha generado políticas públicas mas garantistas, empezando por la aplicación de la Constitución del 
2008, así también la postura socialista del actual régimen ha provocado que extranjeros posen su 
vista en el país, como un Estado opositor a los Estados Unidos.  
La propuesta propone establecer un procedimiento único, que no interfiere en la decisión, sino 
únicamente en el trámite previo la concesión o negación del asilo político, tales como la creación 
de una comisión calificadora e investigadora, determinación de plazos y la emisión de un informe 
la creación o implementación de un protocolo interno aborda las siguientes cuestiones: 
 
1) RECEPCIÓN DE LA SOLICITUD 
 
En toda entidad pública o privada la recepción de los documentos es indispensable, pero más aún 
cuando se trata del derecho de asilo político, la revisión de la solicitud de asilo político, por parte 
de un funcionario previamente designado es vital para determinar si cumple con los requisitos 
fundamentales para dar trámite a la solicitud, de los contrario, inmediatamente se solicitaría una 
complementación o rectificación de la solicitud según sea el caso. 
Así también el funcionario puede identificar mejor los casos de solicitudes infundadas y abusivas, 
incluidas las basadas en identidad o nacionalidad falsas, dando como resultado una mayor 
eficiencia y mejor calidad del procedimiento del asilo político. 
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2) CREACIÓN DE UNA COMISIÓN 
 
La habilidad humana es imprescindible en todos los aspectos de la vida, en especial en las 
decisiones que se deben tomar con relación a otros seres humanos, razón por la cual la 
discrecionalidad de la decisión de conceder o negar el asilo político hace de este derecho más 
humano, sin embargo, como humanos tenemos la tendencia de cometer errores, los cuales podrían 
ser menores si la investigación de la solicitud es realizada por varias personas las cuales estarían 
capacitadas y facultadas para realizar un trabajo eficaz y detallado; teniendo cada uno de ellos un 
rol primordial que desempeñar en esta comisión.  
Roles entre los cuales destacaría alguien que tenga acceso libre a la información personal del 
ciudadano extranjero, el cual comprobaría la situación legal del mismo, verificando la existencia de 
posibles antecedentes legales, así como también un análisis psicológico el cual podría determinar a 
largo plazo si el solicitante es un peligro potencial a la seguridad nacional del Ecuador. 
Otro de los funcionarios estaría encargado de analizar la problemática social y política que se ha 
desencadenado en el país de origen del solicitante, el cual puede ser el subsecretario de la región 
del país de donde proviene, o uno de sus miembros, teniendo acceso directo a los puntos de vista de 
los gobernantes o directamente afectados, los antecedentes del problema y sobre todo la 
verificación de la existencia del temor a la vida, seguridad o integridad física o psicológica a al cual 
hace alusión el solicitante, pudiendo así determinar si la situación de dicho Estado es afectar y 
vulnerar los derecho humanos de dicho ciudadano, o simplemente hacer cumplir la ley de su país a 
la cual según sus normas legales el solicitante contravino, pudiendo darse la extradición.  
Una actividad fundamental de realizarse dentro de esta comisión seria quien analice los 
instrumentos internacionales, para facilitar su aplicación, simplificando las disposiciones 
aplicables, la propuesta contempla un procedimiento único, dejando claro que las solicitudes deben 
ser analizadas por un grupo de personas las cuales luego de una profunda pero pronta investigación 
llegaran a una conclusión para posterior emitir una recomendación al Canciller. 
Dentro de la investigación de campo se pudo notar que la población encuestada tanto estudiantes 
como funcionarios del Ministerio concuerdan en un (100%) que la implementación de una 
comisión calificadora e investigadora sería muy útil,  
Luego de una negociación diplomática la Cancillería de un Estado resuelve conceder el asilo 
político, los Ministerios de Relaciones Exteriores y Gobernación de otros países integran una 
comisión que se encarga de analizar las solicitudes de aquellos que piden asilo por ser víctimas de 
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persecución políticas en su país; lo cual ha servido de mucho para desconcentrar las obligaciones y 
funciones de una sola persona, evitando retrasos y omisiones de información. 
La comisión en otros países está conformada por autoridades de distintos Ministerios, sin embargo, 
en el Ecuador, la comisión seria reunida únicamente cuando exista una solicitud de asilo político, y 
estaría conformada por funcionarios de la Cancillería, los cuales tendrían esta labor independiente 
de su trabajo habitual, razón por la cual se plantean plazos, para que así quienes conforman esta 
comisión, no se ausenten por un tiempo indefinido de sus labores diarias dentro del ministerio de 
Relaciones Exteriores; la comisión no necesariamente podría ser de un funcionario en especifico, 
sino el miembro de un departamento determinado, como pueden ser el departamento de asuntos 
jurídicos e internacionales, departamento legal de gestión interna y la Subsecretaria de la región del 
solicitante. 
 
3) REALIZACIÓN DE ENTREVISTAS 
 
Dentro de otras legislaciones los Estados realizan entrevistas para determinar si las circunstancias 
señaladas por el solicitante son reales, así también, en Ecuador la entrevista se realiza pero 
únicamente a los solicitantes de refugio, es ahí donde se revela si algún dato no concuerda con la 
información dada en un inicio, el trámite termina, lo cual colaboraría a evitar trabajo innecesario, 
así como también la verificación de ciertos datos los cuales pueden ser de difícil acceso, por 
tratarse de asuntos de seguridad nacional del Estado del que proviene el solicitante. 
Señalar los parámetros básicos de la entrevista, como la confidencialidad, no inducción en las 
preguntas, presunción de la condición de asilado, derecho a un intérprete, claridad, ambiente 
adecuado, consideración de diversidades; pero sobre todo garantizar el derecho a la defensa, 
mediante el acompañamiento y asesoría de un abogado durante el proceso incluyendo la entrevista.  
 
4) DETERMINACIÓN DE PLAZOS 
 
Los plazos y términos como ya mencionamos anteriormente, son fundamentales para un correcto 
control en las instituciones públicas, la determinación de plazos en todo el accionar público es 
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fundamental, sin embargo, en este proceso de otorgamiento de asilo político no existe una norma 
que establezca plazos, la Carta Magna y los Tratados Internacionales de Derechos Humanos 
únicamente mencionan el asilo político de manera generalizada, y siendo deber de los Estados 
instaurar leyes que ajusten esas disposiciones a sus realidades. 
Es importante recalcar que los Tratados Internacionales mencionan la protección de un individuo 
que corre peligro su vida y quien es víctima de persecución por parte de un Estado, sin embargo, 
solo dentro de la Comunidad Latinoamericana existe la diferenciación de los términos de asilo y 
refugio, razón por la cual muchos Tratados Internaciones de Derechos Humanos suscritos por el 
Ecuador, mencionan solamente al refugio, bajo razones políticas, lo cual a nivel general aplica, 
excepto en los países latinos. 
Cuando hablamos de la determinación de plazos, sugerimos que exista un tiempo establecido para 
realizar la investigación y emitir un pronunciamiento, así como, la decisión final del Ministro de 
Relaciones Exteriores, este plazo de tiempo no debe superar los dos meses, para que el trámite sea 
ágil y eficaz. 
 
5) PRESENTACIÓN DE INFORME 
 
La investigación de la solicitud de asilo político es sumamente importante, sin embargo, la persona 
que realiza la investigación no es quien toma la decisión final de conceder o negar el asilo político, 
razón por la cual luego de una investigación y la realización de una entrevista se determinó que el 
funcionario que realiza la investigación emite una recomendación al Canciller, quien toma en 
consideración dicha recomendación para otorgar o no el asilo, no obstante, la recomendación a al 
que hacen referencia dentro del Ministerio de Relaciones Exteriores, es a un memorándum, el cual 
no contiene información alguna de la solicitud, solamente los datos del solicitante y la 
recomendación del funcionario. 
A mi consideración este hecho es sumamente arbitrario y lleno de falencias, puesto que quien toma 
una decisión tan grande e importante, como es asilar a una persona que aduce ser víctima de 
persecución política, y que sus derechos fundamentales están siendo vulnerados, debe tener acceso 
a toda la información, así puede emitir un correcto pronunciamiento al respecto. 
Razón por la cual dentro mi propuesta de la creación de un protocolo interno, planteo la necesidad 
de implementar la presentación de un informe el cual contendría información vital de la solicitud, y 
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del solicitante, la misma seria dirigida al Canciller quien toma la decisión y al Vicecanciller para su 
conocimiento.  
Las autoridades responsables de la concesión del asilo político, es decir, el Ministro de Relaciones 
Exteriores tendrían acceso a una amplia y detallada información facilitando su decisión, para 
adoptar decisiones consistentes basadas en elementos de hecho de la solicitud completos y 
correctamente establecidos. 
Así también la presentación de un informe aportaría a la generación de estadísticas, las cuales 
servirían para llevar un control de las actividades realizadas dentro del Ministerio, y, para que el 
pueblo ecuatoriano tenga conocimiento de las razones y circunstancias que llevan al gobierno a 
tomar la decisión de conceder o negar el asilo político. 
Una vez realizada la investigación de la solicitud, la comisión presentará un informe, el cual 
contendría: 
 Antecedentes de hecho: Esta sección del informe sirve para determinar los datos del 
solicitante y la solicitud, así como las circunstancias que el extranjero se funda para pedir 
dicho amparo, la existencia o no de la persecución política de la cual es víctima, y los 
hechos que llevan a pensar que la vida, integridad y seguridad  del ciudadano se encuentran 
en grave riesgo. 
 
 Consideraciones jurídicas: Un análisis profundo a la Constitución de la Republica y las 
disposiciones establecidas en ella, con respecto al asilo político, así también, las normas 
prescritas en los Tratados Internacionales, y cuáles de ellos aplican para el caso en estudio. 
Revisión de causales de exclusión en concordancia con la Constitución y las determinadas 
por la Convención de Ginebra de 1951.  
 
 Implicaciones políticas: De manera clara y detallada, se establece en ésta sección los 
criterios u opiniones al respecto de la solicitud de asilo político, determinando los aspectos 
positivos y negativos de la concesión del mismo. 
 
 Recomendaciones generales: Una vez realizado y planteado todos los aspectos de la 
concesión del asilo, la comisión luego de un análisis emitirá su criterio basado en 
circunstancias jurídicas, sociales y políticas, planteando a su consideración la posibilidad o 
no de otorgar asilo político. 
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Hace años debido a la presencia de Guerras, las cuales afectaban a los moradores cercanos a la 
batalla, se instauran la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y del Protocolo 
sobre el Estatuto de los Refugiados de 1967; y debido a la gran demanda de este derecho por parte 
de los ciudadanos en su mayoría Colombianos, la Asamblea Legislativa del Ecuador aprobó en el 
2002 la Ley para la Determinación de la Condición de Personas Refugiadas, la citada ley reza en el 
Artículo 1 que: 
"tiene por objeto normar la determinación de la condición de la persona refugiada, así como 
garantizar el derecho de toda persona natural de origen extranjero a buscar y recibir refugio en 
territorio nacional, en salvaguarda de su vida, integridad personal, libertad, seguridad y dignidad". 
A pesar de existir una norma que determine el proceder en este campo, dicho derecho en 
Latinoamérica se encuentra separado razón por la cual debe existir una norma independiente que 
establezca lineamientos plazos y responsabilidades. 
La legislación secundaria vigente no se ajusta, ni los parámetros constitucionales, ni a los 
convenios internacionales de derechos humanos. La Ley de Migración que regula el ingreso y 
salida de personas del territorio ecuatoriano y la Ley de Extranjería que regula la permanencia de 
las personas extranjeras en el Ecuador datan de 1971, con una vaga codificación del año 2005 y se 
fundamentan en teorías seguritistas y de soberanía contrarias a la perspectiva garantista de la actual 
Constitución.  
La propuesta se propone mejorar tanto la eficiencia como la calidad del proceso de concesión del 
asilo político mediante el asesoramiento y recomendación de un funcionario o comisión la cual 
estaría capacitada y autorizada en temas de interés internacional, en especial el derecho de asilo 
político. 
La mayor eficiencia y mejor calidad del procedimiento de asilo permitiría a los funcionarios 
distinguir más rápidamente entre solicitantes de asilo o refugio, con lo que se optimizarían los 
recursos laborales y administrativos necesarios para establecer un trámite ágil y de calidad.  
Se requiere optimizar los mecanismos y garantías para atender de manera adecuada a las personas 
con necesidad de protección en el Ecuador, y cuya regulación tenga categoría de ley, razón por la 
cual se necesita regular el procedimiento y el trámite en la normativa interna nacional. 
El principal objetivo de la presente propuesta es garantizar normas sobre procedimientos para 
conceder o negar la protección internacional, es decir el derecho de asilo político, de una manera 
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coherente facilitando un examen adecuado y pertinente de la situación que obliga a un extranjero a 
solicitar protección de terceros países de acuerdo con las obligaciones internacionales y 
comunitarias que el Estado Ecuatoriano se ha obligado a cumplir con la suscripción y ratificación 
de tratados internacionales. 
Luego de revisar los distintos tipos de normas que se pueden establecer dentro de una entidad 
pública se determina que el instrumento legal más apto y óptimo para establecer las disposiciones 
que se plantean, es un protocolo, ya que este es una norma que no requiere ser interpuesta por la 
Asamblea General o el Presidente de la República, sino una norma que dentro del Ministerio puede 
servir como un manual, en el cual se establezcan los lineamientos y el orden del proceso de 
otorgamiento de asilo político. 
Las normas o disposiciones que se establecerían en el mencionado protocolo serían: 
 La determinación de definiciones y preceptos básicos, para mayor entendimiento de los 
funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores, evitando posibles confusiones, con 
conceptos de conocimiento general o dentro de la Comunidad Internacional. 
 
 Las atribuciones de los funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores, sobre todo 
quienes son parte fundamental e importante en el trámite del asilo político. 
Así como de los que no teniendo una actividad primordial dentro del proceso, estos 
intervienen de manera directa o indirecta. 
 
 Establecer un lugar de recepción de los documentos que guardan relación con el asilo político, 
quien haciendo un simple análisis de la solicitud determinará si la misma es procedente o no. 
 
 La creación o conformación de una comisión investigadora y calificadora de las solicitudes de 
asilo.  
 
 La presentación de un informe el cual detalle los antecedentes, fundamentos de derecho e 
implicaciones jurídicas y políticas de la concesión del asilo político por parte del Estado 
ecuatoriano, y la presentación de la recomendación de los miembros de la comisión, para que 
el Canciller con toda la información detallada pero desglosada pueda emitir o tomar una 
decisión conforme a derecho, pero sobre todo protegiendo los derechos del solicitante. 
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 La determinación de plazos, entre procesos y para la entrega, revisión, investigación, 
calificación y decisión de aceptar o negar el asilo político. Estos plazos regirán para todos los 
funcionarios o personas que intervengan en el procedimiento interno de la Cancillería, incluso 
el Ministro de Relaciones Exteriores, todo esto para evitar retrasos o la vulneración de los 
derechos humanos del solicitante. 
 
 Así también sería importante que dentro de esta norma se establezcan las políticas migratorias, 
y las posibilidades que tiene el asilado de optar por ciudadanía o residencia habitual, 
considerando el hecho que una vez otorgado el asilo este no tiene un plazo establecido. 
 
La Generación de una política migratoria integral, es uno de los objetivos de la presente propuesta, 
para lo cual es importante articular lo referente al asilo político y coordinar la protección de los 
derechos fundamentales constituidos en los Tratados Internacionales y la Carta Magna vigente del 
Ecuador. 
Es decisivo para la protección de personas asiladas, el diseño de un procedimiento ágil, respetuoso 
del debido proceso y que responda al hecho social y que al menos incluya lo siguiente:  
 Garantizar el ingreso de la persona o grupo solicitante de asilo y permitir su permanencia 
hasta que se defina su condición migratoria.  
 
 Establecer las acciones de los funcionarios que intervienen en el proceso de calificación y 
aprobación.  
 
 Realizar resoluciones motivadas, es decir, que el solicitante pueda conocer con claridad los 
motivos de la negativa del refugio, relacionado los hechos con el derecho.  
 
 Establecer claramente los motivos por los cuáles cesa o se puede cancelar la condición de 
asilado en el Ecuador, en concordancia con la Constitución y los instrumentos 
internacionales. Además, establecer los procedimientos para estas situaciones y los medios 
de impugnación correspondientes.  
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La legislación debe desarrollar las funciones de la entidad encargada del manejo de las solicitudes 
de asilo político y de los procedimientos relacionados.  
 
5.1. OBJETIVO  
 
El objetivo principal de esta tesis es mostrar las falencias de la administración pública, es decir, el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, así como la determinación de la carencia de normativa en el 
área del asilo político, y la importancia de su existencia; para que así el procedimiento sea más 
preciso, eficiente y eficaz. 
Uno de los objetivos de la investigación realizada, es dejar las puestas abiertas a futuras 
investigaciones, y la posibilidad de la implementación de la propuesta en el ordenamiento jurídico 
ecuatoriano. 
 
5.2. CONTRASTACIÓN DE HIPÓTESIS 
 
En el proyecto de investigación se realizó el planteamiento de una hipótesis para ser verificada con 
los resultados obtenidos en el proceso investigativo, la cual de forma puntual manifiesta lo 
siguiente:  
La inexistencia de lineamientos generales para el otorgamiento del derecho de Asilo dejan a 
discrecionalidad del funcionario la resolución del trámite y por tanto la dilatación del proceso, en 
este sentido la implementación de un protocolo que determine de manera clara y precisa, 
proporcionaría tanto al funcionario como al solicitante la información necesaria para el 
otorgamiento del Asilo Político estableciendo un trámite equitativo. 
La hipótesis anterior se confirma en primer lugar porque es un tema de interés internacional, ya que 
dos o más Estados se encuentran involucrados, la aplicación de un protocolo interno en el cual se 
establezcan los lineamientos generales del procedimiento es aceptada por las personas encuestadas 
y entrevistadas quienes manifiestan que el derecho de asilo político no tiene un procedimiento 
establecido el cual vulnera el derecho a la igualdad de todos los seres humanos establecido en 
tratados internacionales y en la norma constitucional.  
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ANEXOS 
Anexo 1 
 
"El Rey Alfonso, etc., a todos y cada uno de sus nobles, amados y fieles nuestros y sendos 
gobernadores, justicias, subvengueros, alcaldes, tenientes de alcalde y otros cualesquiera oficiales y 
súbditos nuestros, e incluso a cualquier guarda de puertos y cosas vedadas en cualquier parte de 
nuestros reinos y tierras, al cual o a los cuales la presente ser presentada, o a los lugartenientes de 
aquellos, salud y dilección. 
Como nuestro amado y devoto don Juan de Egipto Menor, que con nuestro permiso ir a diversas 
partes, entiende que debe pasar por algunas partes de nuestros reinos y tierras, y queremos que sea 
bien tratado y acogido, a vosotros y cada uno de vosotros os decimos y mandamos expresamente y 
desde cierto conocimiento, bajo pena de nuestra ira e indignación, que el mencionado don Juan de 
Egipto y los que con él irán y lo acompañarán, con todas sus cabalgaduras, ropas, bienes, oro, plata, 
alforjas y cualesquiera otras cosas que lleven consigo, sean dejado ir, estar y pasar por cualquier 
ciudad, villa, lugar y otras partes de nuestro señorío a salvo y con seguridad, siendo apartadas toda 
contradicción, impedimento o contraste. 
Proveyendo y dando a aquellos pasaje seguro y siendo  conducidos cuando el mencionado don Juan 
lo requiera a través del presente salvoconducto nuestro, el cual queremos que lleve durante tres 
meses del día de la presente contando hacia adelante. 
Entregada en Zaragoza con nuestro sello el día doce de enero del año del nacimiento de nuestro 
Señor 1425. 
Rey Alfonso." 
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Anexo 2 
 
“El gobierno de la Republica del Ecuador, extiende el presente salvoconducto a favor del ex 
presidente, señor Dr. Gustavo Noboa Bejarano, cuya seguridad personal y libertad de 
desplazamiento garantiza a fin de que salga del territorio ecuatoriano con destino final a la 
Republica Dominicana. 
El presente documento se extiende conforme a las disposiciones de la convención sobre Asilo 
Diplomático, suscrita en Caracas en 1954; de la cual el Ecuador y la Republica Dominicana son 
partes, cumpliendo de esta manera el procedimiento formal previsto en ese instrumento jurídico, en 
vista de haber sido declarado asilado por el Gobierno de dicho país y, además para honrar el 
cumplimiento de ese Convenio internacional. 
La concesión del presente salvoconducto no supone de manera alguna un reconocimiento por parte 
del Estado ecuatoriano de la existencia de una situación política persecutoria en contra del dicho ex 
mandatario; constituye exclusivamente una prueba del respeto que mantiene la Republica del 
Ecuador a las normas de los tratados vigentes”. 
 
 
 
